Comisión de Presupuestos, Versión Taquigráfica que forma 
integrada con la de Hacienda parte del Acta N* 17 


PRESUPUESTO NACIONAL PERÍODO 2010 - 2014 


Reunión celebrada el día 13 de setiembre de 2010 


(Asiste una delegación de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil) 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 14 y 15) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el agrado de recibir al señor Gabriel 
Frugoni, Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; al doctor Homero Guerrero y a la contadora 
Marisa Rodríguez, asesores de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; a la doctora Elena Tejera, Directora 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil; a la doctora Ana Ferraris, Subdirectora de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil; a la señora Marinella Echenique, técnica en Administración Pública de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil; al contador Ramiro Bello, Asesor de la Oficina Nacional del Servicio Civil; a las doctoras 
Gabriela Hendler y Onaya Lemes y al doctor Ariel Sánchez, integrantes de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil; al economista Andrés Masoller, Director de la Asesoría Macroeconómica del Ministerio de Economía y 
Finanzas; a las contadoras Susana Díaz y Alicia Visos, pertenecientes al Ministerio de Economía y Finanzas, 
y al contador Luis Cisto, perteneciente a la Contaduría General de la Nación. 


Como saben, la citación a los representantes de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil era para el tratamiento de los artículos 6% a 75 del proyecto de ley de 
Presupuestos, relativos a funcionarios, teniendo en cuenta que el próximo miércoles a la hora 9 está citada 
una delegación de Presidencia de la República para analizar los artículos del Inciso e incluir los temas 
relacionados con la URSEC, la URSEA y algún otro que se estime conveniente. 


SEÑOR GANDINI.- Tenía entendido que la convocatoria de hoy -así consta en la citación- era para la 
Presidencia de la República, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. El jerarca de estas dos Oficinas que nos visitan hoy es la Presidencia de la República. 
Suponíamos que iba a estar presente el Secretario de la Presidencia, porque hay temas que se deben 
plantear a ese nivel, y -reitero- la convocatoria, según dice, la incluía. ¿No han concurrido sus 
representantes? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El doctor Brescia se encuentra en el exterior, y sé que el doctor Cánepa tenía 
otros compromisos a nivel de Presidencia de la República y no podía concurrir. 


Quien habla entendió que podíamos llevar adelante esta reunión porque se trata de un tema específico, y 
cualquier duda que quede pendiente, ampliación de pedidos de informes, aclaraciones o planteos, tendremos 
oportunidad de hacerlos -por eso lo mencioné- el próximo miércoles, cuando concurran nuevamente 
autoridades de la Oficina Nacional del Servicio Civil, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y algún 
Director de la URSEA y de la URSEC. 


SEÑORA TEJERA.- Lamentamos que el "software" que se utilizó para este proyecto de ley nos haya 
hecho una mala jugada y hayan quedado desordenados muchos de los artículos, lo que hace difícil la 


comprensión en su lectura. Por ese motivo enviamos una renumeración de los artículos a los efectos de 
poder concentrarlos de forma continua, según el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores legisladores: el viernes de tarde se distribuyó la documentación que 
menciona la doctora Tejera. Si algún señor Diputado no la tiene en Sala, tenemos una copia para 
repartir a fin de ir considerando cada uno de los artículos reordenados en la medida en que la doctora 
vaya haciendo su exposición. 


SEÑORA TEJERA.- Quería aclarar que, de todos modos, cuando hablemos de un artículo, vamos a 
tratar de referirnos a los dos a los efectos de hacer más fácil la labor. 


En principio, voy a manejar los artículos en función de los tres ejes temáticos que había planteado la 
Presidencia en un borrador que entregó al Consejo de Ministros, en el que se establecía que en cuanto a los 
recursos humanos los ejes serían: en primer lugar, la elaboración de un nuevo Estatuto del Funcionario 
Público; en segundo término, la simplificación de los vínculos con el Estado, y, en tercer lugar, la creación de 
un nuevo Estatuto específico para los cargos de particular confianza. 


Nos estamos planteando un nuevo Estatuto -que está mencionado en el artículo 59 de la Constitución- porque 
el último fue aprobado en el año 1943 por el Decreto-Ley_N? 10.383, y es el que aún nos rige. Como desde 
1943 a la fecha ha existido una cantidad de normas que modifican este Estatuto, llegamos a la conclusión de 
que buscar determinadas normas, a veces, es como buscar una salida en un laberinto. 


Hemos actualizado el Texto Ordenado de los Funcionarios Públicos -TOFUP-, y llegamos a tener 1152 
artículos, lo que también hace muy difícil la comprensión, no tanto para la Oficina Nacional del Servicio 
Civil -cuyos técnicos ya lo tienen bastante conocido-, sino para nuestras contrapartes en los Incisos. A veces, 
es muy difícil encontrar la última norma que rige para determinado caso en particular. Inclusive, en el año 
1985, por la Ley N* 15.757 se había establecido que la Oficina Nacional del Servicio Civil debía redactar un 
nuevo Estatuto. 


En consecuencia, en el articulado de este proyecto de ley estamos estableciendo algunas normas que nos 

permiten ir hacia ese nuevo Estatuto, que va a ser complementado cuando hablemos del rediseño de una 

nueva carrera administrativa a través de un proyecto de ley que vendrá por separado al Parlamento en los 
próximos meses. 


En este articulado, en primer término, se define el fortalecimiento de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 
En el literal P) del artículo 131 del proyecto de ley, que no está dentro del Capítulo "Funcionarios", se 
establece como cometido de la Oficina Nacional del Servicio Civil el diseño, definición y regulación de 
políticas de administración de recursos humanos, análisis y evaluación ocupacional y de competencias, del 
sistema retributivo y de vínculos y toda cuestión relativa a los recursos humanos. 


En el literal O) de este mismo artículo se establece que en materia de ingreso a la Administración Pública 
tendremos como cometido instrumentar y administrar un sistema de reclutamiento y selección de recursos 
humanos en el ámbito de la Administración Central. Este sistema va a estar basado en los principios de 
equidad, sistematización, armonización y transparencia. Hablamos acá de que todos los ingresos a la 
Administración Central se realizarán a través de este sistema, que fue llamado "ventanilla única" y que 
nosotros llamaremos "Uruguay concursa". 


Estamos hablando de la realización de llamados abiertos, con criterios objetivos, con un proceso que impida 
la politización, la discriminación por sexo y raza, el clientelismo, etcétera. La selección se realizará según 
perfiles diseñados de acuerdo con determinadas normas técnicas. Los procedimientos van a estar 
estandarizados y en este proceso el rol de la Oficina será el de analizar el mérito y oportunidad de la 
necesidad de los recursos humanos que planteen los diferentes Incisos de la Administración Central e integrar 
los tribunales, que estarán formados por profesionales en el campo de reclutamiento y selección de los 
recursos humanos; estos tribunales siempre van a estar integrados por alguna persona de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil. 


Nos proponemos capacitar a los efectos de hacer un buen relevamiento de necesidades de capacitación de las 
áreas de recursos humanos en los Incisos, a fin de unificar criterios y establecer manuales de procedimiento 


para que cuando la Oficina tenga que hacer un control de legalidad sobre el ingreso de alguien, encuentre en 
su expediente todos los requisitos que estamos planteando. 


En el artículo 68 del proyecto, que corresponde al artículo 73 del que nosotros entregamos, se habla de la 
forma en que se va a ingresar a la función pública. Si bien será a través del sistema de reclutamiento y 
selección, se ingresará con un cargo presupuestado provisorio por 18 meses. 


SEÑOR ABDALA.- Me parece que tenemos una dificultad metodológica. La señora Directora expresó 
la carencia con la que llegó el proyecto de Presupuesto al Parlamento en función de las razones que ella 
sabrá explicar, pero ello ha determinado que la numeración de los artículos esté alterada y no sepamos 
bien qué es lo que estamos analizando. Entonces, deberíamos ver de qué manera vamos a encarar este 
análisis, porque vamos salteando de una numeración a otra en una forma que para la delegación puede 
ser familiar, pero para nosotros resulta bastante compleja. 


Por lo tanto, quisiera saber si sería posible ir analizando, en principio, la numeración que el Poder Ejecutivo 
remitió, y que en cada caso -inclusive, con cierto detenimiento- se nos indique que en verdad esa numeración 
ya no es más tal y se nos proponga la correspondiente, porque, si no, es muy difícil seguir la línea de la 
exposición que la delegación viene realizando. 


No hago este planteo para introducir chicanas -permítaseme el término- ni para dificultar el desarrollo de la 
sesión, pero me parece que ya está dificultado, precisamente, por las razones que acabo de señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos el articulado del Mensaje original del Poder Ejecutivo y el 
articulado con variantes, reordenado, de ese documento que ustedes tienen en su banca. 


Como, sin duda, la OPP también va a intervenir y quizás algún delegado del Ministerio de Economía y 
Finanzas, propongo que, primero, se haga una intervención en general sobre el articulado referido a 
"Funcionarios" por parte de la Oficina Nacional del Servicio Civil, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
y tal vez también el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Ahí puede haber un espacio para que los señores legisladores realicen preguntas. Luego, analizaríamos el 
articulado y, como dice el señor Diputado Abdala, no tengo inconvenientes en que sea sobre la base del 
proyecto original, marcando a qué artículo corresponde la nueva propuesta y si hay artículos nuevos. 


SEÑOR GANDINI.- Acá no hay una versión original y otra corregida; hay una sola versión. Todas las 
modificaciones que han llegado ahora no existen formalmente para la Comisión y algún legislador o 
grupo de legisladores tendrá que darles estado parlamentario, si se puede. En tanto eso no exista, hay 
una sola versión y no hay Mensaje Complementario. El Poder Ejecutivo tuvo plazo hasta el 31 de 
agosto, y en ese plazo nos llegó un proyecto. 


En la versión que se nos ha repartido, hay artículos nuevos y artículos modificados que no tienen estado 
parlamentario. Eso deberá requerir mociones de aditivos de los legisladores que lo compartan. Además, hay 
algunos artículos a consideración que requieren iniciativa del Poder Ejecutivo porque hay creaciones, pero no 
vamos a poder considerarlos. No hay posibilidad de introducir creaciones fuera del Mensaje del Poder 
Ejecutivo. 


La metodología debería ser empezar por lo único que tenemos formalmente -lo que ingresó el 31 de agosto- 
y, en todo caso, recibir las propuestas de modificación del Poder Ejecutivo corrigiendo lo que mandó. En 
algunos casos, fue por el "software", pero en otros no; hay cambios conceptuales, y no creo que el "software" 
los haya inventado. Se nos tendrá que decir por qué se cambió en estos días de una posición original a otra, 
que en los contenidos y en la intención, es diferente. Queremos ir viéndolo así, y cuando alguien entienda que 
debe darle estado parlamentario, deberá mocionar en ese sentido. 


SEÑOR GAMOU.- Pensé que se trataba de una observación metodológica, pero lo que se pretende es 
que se dé estado parlamentario a estas modificaciones. Para quienes acostumbramos a manejar 
ochocientos o novecientos artículos, el hecho de que se cambie la numeración de los artículos no es algo 
tan complicado, sobre todo si están indicando a qué número de artículo original corresponde el nuevo. 


En segundo lugar -como bien dijo el señor Presidente-, esta es una primera intervención en general; por lo 
tanto, no es necesario hacer comentarios artículo por artículo. 


En tercer término, quisiera analizar el tema de fondo, porque es algo muy complejo. Todo el tiempo que 
perdamos en estos temas metodológicos irá en detrimento de las preguntas que quieran formular los señores 
legisladores, tanto del Partido Nacional, del Partido Colorado como del Frente Amplio. 


SEÑOR POSADA.- Nosotros también podemos formular preguntas, señor Diputado. 


SEÑOR GAMOU.- Sí, disculpe, señor Diputado, pero me referí específicamente al Partido Colorado 
porque el otro día lo dejaron afuera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo los planteos de los señores legisladores. La Presidencia está 
tratando de encauzar el análisis de estos artículos porque no son nada sencillos. Hay un 
reordenamiento y la doctora Tejera ya explicó lo que sucedió con el "software". 


En tal sentido, reitero lo que planteé. Primero, sería bueno escuchar una intervención general de la visita. 
Luego, cuando analicemos el articulado, la opción sería trabajar sobre el proyecto original y, si es necesario, 
la delegación podrá hacer las aclaraciones que entienda pertinente acerca de las modificaciones que contiene 
este otro documento que nos hacen llegar. 


En cuanto a que hay que dar estado parlamentario a las modificaciones, cuando la bancada del Frente Amplio 
las analice en profundidad y se escuchen todas las opiniones, actuará en consecuencia, redactando aditivos o 
sustitutivos. 


Con respecto a los artículos que quizás no puedan ingresar porque tienen costo, etcétera, personalmente, creo 
que la bancada no está en condiciones de resolver esto; en su momento, los analizaremos detenidamente 
como bancada, como grupo de trabajo, como Comisión, y actuaremos en consecuencia. 


SEÑORA TEJERA.- No tenemos inconvenientes en considerar los artículos con la numeración que 
figura en el proyecto original. Entonces, voy a omitir decir de qué artículo se trata. Yo pretendía hacer 
una exposición en general para aclarar cómo se visualizan ciertos artículos que tuvimos que incorporar 
en función de estos tres ejes. 


Estábamos en el relativo al nuevo Estatuto del Funcionario Público y planteé que se está trabajando en el 
rediseño de una nueva carrera administrativa, con el consiguiente envío de un proyecto de ley. Además, como 
se van a cambiar los niveles salariales, ya establecimos un artículo que faculta al Poder Ejecutivo a 
determinar las pautas generales para la composición de las retribuciones totales de cargos y las funciones del 
nuevo sistema. 


SEÑOR POSADA.- Creo que hacer referencia a los artículos en la intervención en general ayuda al 
entendimiento y sería hasta de orden. Va a ser distinto cuando consideremos los artículos porque nos 
vamos a guiar por el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo. 


SEÑORA TEJERA.- Planteaba que a través del artículo 11 facultamos al Poder Ejecutivo a establecer 
las pautas generales de un nuevo sistema retributivo. 


El artículo 39 determina la supresión de todas las vacantes o funciones del escalafón de conducción, Director 
de División y Jefe de Departamento, porque se plantea que estos cargos de conducción se transformen en 
funciones en una nueva carrera. Entonces, a los efectos de preparar el terreno para implantar una nueva 
carrera, suprimimos esas vacantes para no encontrarnos con demasiados cargos de conducción recién 
ingresados en el momento de la migración. Reeditamos también la facultad de la redistribución, que había 
sido suprimida a los efectos de que, una vez realizada las reestructuras de los Incisos, si hay personal 
declarado excedentario, podamos redistribuirlo dentro de la Administración Central, y prohibimos la 
redistribución desde y hacia los Entes Autónomos y Gobiernos Departamentales. Al reimplantar la 
redistribución, lo que se pretende es que sea solamente dentro de la Administración Central. 


Hacemos un grupo de artículos referidos a la acumulación de vínculos, a los efectos de clarificar la situación 
y tenerlo en una sola norma. 


En el artículo 64 se faculta al Poder Ejecutivo para que los Incisos puedan utilizar los créditos de las vacantes 
a efectos de crear o transformar cargos, hasta tanto no se apruebe la reestructura. Es decir que los cargos 
vacantes que no hubieran sido provistos por medio de ascensos no se pierden, sino que habilitamos la 
posibilidad de transformarlos. 


En el artículo 36 establecemos la presupuestación de un grupo de funcionarios que no pudo ser presupuestado 
a través del artículo 43 de la Ley N” 18.046, porque en ese momento no eran funcionarios con contrato de 
función pública permanente y quedaron en lo que nosotros llamamos "el limbo", ya que hubo gente que 
ingresó en esa fecha y sí pudo ser presupuestada mientras que ellos, que fueron gente que vino redistribuida 
de PLUNA, o de AFE, a causa de la fecha, no pudieron ser presupuestados. 


A través del artículo 38 se permite solicitar la transformación de los cargos, previo informe del jerarca. En 
este caso, se reedita un artículo que ya estaba en una ley de Rendición de Cuentas para que aquellas personas 
que, por ejemplo, están en un escalafón administrativo pero haciendo tareas de profesional puedan pedir la 
transformación de sus cargos. Tienen que haber cumplido, como mínimo, unos dieciocho meses en el cargo, 
previo informe del jerarca. 


Con respecto a este eje del nuevo Estatuto, en setiembre y octubre estamos iniciando las reestructuras en tres 
Incisos piloto que, como ustedes saben, son el Ministerio de Industria, Energía y Minería, el Ministerio de 
Salud Pública y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Entonces, en el 
artículo 6 del proyecto entablemos la facultad del Poder Ejecutivo de aprobar las reestructuras. Esta facultad 
ya estaba prevista en el artículo 6 de la Ley de Presupuesto anterior, la N* 17.930 y en el artículo 21 de la Ley 
N?* 18.172. Lo que hacemos ahora es un solo artículo, y le sacamos la fecha, lo de que las reestructuras debían 
presentarse siempre antes del 31 de marzo. Todos estos artículos que estoy tratando de explicar ahora y que 
después los vamos a ver uno a uno refieren a ese nuevo Estatuto. 


El segundo eje, que era la simplificación de los vínculos con el Estado, nos lo planteamos porque, en 
realidad, existe una compleja e intrincada normativa en materia de vínculos con el Estado que nos hace difícil 
la interpretación y una aplicación coherente. 


Considerando la situación actual, en la contratación de los servicios personales, surge la existencia de un gran 
número de vínculos que responden a lógicas diferentes en el tiempo, que se superponen y que poseen 
variadas denominaciones. Entre esos vínculos, podemos decir que tenemos el de alta especialización y 
prioridad, a través del artículo 22 del Decreto-Ley N* 14.189 del año 1974; alta prioridad, a través del 
artículo 7 de la Ley N” 16.320, que es de diciembre de 1992 -inclusive, algunos Directores de unidades 
ejecutoras están contratados a través de este mecanismo-; alta especialización, que son del artículo 714, de la 
Ley N? 16.736, que es de enero de 1996, que son funciones que se crearon con economías que tenían los 
Incisos y que también existen hoy día; tenemos eventuales, zafrales, jornaleros, contratados por distintas 
normas, como ser el artículo 63, de la Ley N* 17.296, que faculta al Instituto Nacional de Estadística a 
contratar personal para las encuestas; contratados, al amparo del artículo 539 de la Ley N* 13.640, del año 
1967, que es un fondo de contratación que tiene el Ministerio de Economía y Finanzas; tenemos contratos a 
término, artículos 30 a 43, de la Ley_N* 17.556 de 2002; caché, artículo 319 de la Ley_N* 17.296 de 2001; 
arrendamiento de obra, becarios, pasantes, contratos internacionales, etcétera. 


De todos estos vínculos, estamos eliminando a la mayoría, y estableciendo solo un contrato temporal de 


Derecho público, un contrato laboral, contratos de becarios y pasantes, arrendamiento de obra y contrato 
artístico; después vamos a ver en profundidad cuándo se utiliza cada uno de estos vínculos. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Podría reiterarlos? 


SEÑORA TEJERA.- Contrato temporal de Derecho público; contrato laboral; becarios pasantes; 
arrendamiento de obra y contrato artístico, que es el que suple al caché. 


SEÑOR GANDINI.- Quiere decir que no hay más alta prioridad ni alta especialización, porque a lo 
mejor desaparecen al vacar, pero quedan unos cuantos. ¿De función pública y a término no hay más? 


¿Tampoco de servicios? 


SEÑORA TEJERA.- Las figuras contractuales son estas. Con respecto a la alta prioridad, establecimos 
que los que son Directores de Unidades Ejecutoras y están contratados por alta prioridad ahora pasan 
al escalafón Q), como corresponde. Tratamos de que estos vínculos realmente transparenten lo que son. 


En cuanto a la alta especialización del artículo 714, se suprimen al vacar. Y las altas prioridades también se 
suprimen al vacar. 


Con respecto a otros contratos, establecimos otros artículos de transición, donde se establece que podrán ser 
contratados con la modalidad de contrato temporal del Derecho Público. Después vamos a explicar bien 
todos los artículos. 


En cuanto al último eje, que era un Estatuto específico para los funcionarios de carácter político y de 
particular confianza, si bien no está elaborado este Estatuto, también se establecen algunas pautas que le dan 
la posibilidad de tener contratos de adscripción a los Ministros, en función de que suprimimos los 

artículos 22, los de alta prioridad y todo lo demás, y que tendrían igual régimen que los adscriptos que tiene 
el Presidente de la República: cesan cuando el Ministro cesa en sus funciones o puede rescindirse en 
cualquier momento. En este caso, se da un determinado crédito a los Incisos, se reglamentará la escala 
máxima de retribuciones y el crédito se estableció de acuerdo con la cantidad de funcionarios, cantidad de 
unidades ejecutoras y grado de complejidad y prioridad político estratégica de cada Inciso. 


SEÑOR GANDINI.- Frente a mí tengo el material del Consejo de Ministros sobre los ejes y los 
instrumentos del fortalecimiento institucional del Estado. Cuando leo los cargos públicos de particular 
confianza, habla de que se transparentarán, es decir, que se hará un estatuto para transparentar esa 
situación. Cuando miro el articulado y escucho a la señora Directora, la transparencia se me complica. 
Si bien no vino ese Estatuto que se había anunciado, la señora Directora acaba de hablar de los cargos 
políticos y de particular confianza, hay algunas normas y se mencionan los adscriptos. Como 
interpreto políticamente, debo entender que la creación de ese número importante de adscriptos refiere 
a cargos políticos o de particular confianza porque se nombran y cesan con los Ministros. Hasta ahora 
los cargos de particular confianza política son transparentes porque el Parlamento los vota uno a uno. 
Este proyecto trae una partida total de US$ 3:800.000 por año para que cada uno de los Ministerios - 
algunos $ 8:000.000 por año, otros, $ 6:000.000 y otros, $ 4:000.000- nombre adscriptos que estarán a 
su función. No establece ningún requisito ni condición y, por lo tanto, no pueden ser para nada 
equiparables a los cargos de alta prioridad y que sí concursan, que tienen requisitos previos de 
profesionalización, idoneidad, etcétera. Estos no lo tienen; se puede contratar a cualquier persona, sea 
funcionario público o no. Y, precisamente, lo que no hacen es transparentar: no dice cuánto ganan; no 
dice cómo se seleccionan; no son de particular confianza política así establecidos por la ley sino 
genéricamente; no dice cuántos son sino que dice cuánta plata -por lo tanto, un Ministro podrá 
contratar veinte y otro ocho- ni tampoco qué tareas cumplen. Cuando nosotros votamos un cargo 
político de particular confianza, le votamos una función; es el Director de tal unidad ejecutora cuya 
designación se hace a partir de la confianza política que le tiene no solo el jerarca sino el Poder 
Ejecutivo, porque requiere resolución con la firma de ese Poder del Estado. Acá no: lo nombra el 
Ministro; va a ganar lo que el Ministro establezca, tiene una partida abierta y, con respecto a la 
función, no sabemos cuál es. 


Si eso es de particular confianza, este es un verdadero cambio del estatuto para peor, porque antes pasaba por 
el Parlamento. Ahora es a pura discrecionalidad y es una partida importante. Si sumamos la que tiene el 
Presidente de la República, ronda los US$ 4:000.000 por año, según mi suma; a lo mejor estoy equivocado. 


Además, la categoría "adscripto" ya estaba y la ley establecía taxativamente qué cargos, qué Directores 
podían designar, de su Inciso, un adscripto que podía ganar hasta el 85% de su cargo. Debían ser funcionarios 
públicos del Inciso y taxativamente la ley decía qué Directores podían designarlos. Esto crea otra categoría 
que también se llama "adscripto". O sea que no veo dónde está la mejora; me parece que es una gran 
confusión. Habrá "adscriptos" de la ley y "adscriptos" genéricos, cuyo sueldo no sabemos cuál es, porque el 
Poder Ejecutivo lo reglamentará -antes sabíamos que era hasta el 85% del sueldo de quien lo nombraba-, qué 
hace, de dónde sale, porque no tiene por qué ser funcionario público. Los adscriptos de los que hablé primero 


tenían que ser del Inciso; ahora no importa que sean del Inciso. Esos eran otros adscriptos; estos son 
adscriptos diferentes. 


La verdad es que me parece que nos trajeron un problema, no una solución. La simplificación de la que habla 
este documento en el segundo eje, me parece que ha sido una complicación. De verdad no lo entiendo. 
Entonces, hago esta pregunta para que se me explique bien: ¿Estos son cargos de confianza? 


SEÑORA TEJERA.- El Ministro tiene la posibilidad de contratar adscriptos al igual que hoy la tiene el 
Presidente de la República. 


La ley establece que se va a reglamentar cuáles son las remuneraciones máximas que se puede abonar. No 
hay duda de que según la remuneración que aplique el Ministro, tendrá más o menos adscriptos. Por eso le 
dimos el crédito y no establecimos un número porque quizás el Ministro necesite, por idoneidad y capacidad 
técnica, a determinada persona para que lo asesore, por lo que tendrá que abonarle un salario diferente que a 
otro que necesite para su Secretaría. Acá tratamos de que el Ministro manejara el crédito en función de 
determinados parámetros que vamos a establecer a través de la reglamentación. 


Con respecto a por qué son adscriptos y si se confunden con los otros adscriptos; es un problema de 
terminología; nosotros no lo visualizamos así, pero podría haberse dicho otra cosa. 


Me parece que esto es más transparente que tener ese cúmulo de normas del que hablé y que el Ministro 
pueda contratar. El artículo 22 de la Ley N* 14.189 no requiere concurso; simplemente con una idoneidad 
fehaciente, acreditada a través de un currículum, se contrata a la persona que el Inciso quiera. Los casos que 
son por concurso de oposición y mérito son aquellas funciones de alta especialización creadas por el 
artículo 714 de la Ley de 1996 que recién planteé. Son funciones que se crearon con las economías de los 
Incisos. La alta prioridad o alta especialización del artículo 22 no requiere concurso previo. Es ahí que 
planteamos la transparencia, es decir, sabemos de los adscriptos que el Ministro contrata. 


SEÑOR GANDINI.- En primer término, no me ha contestado si son cargos de confianza política 
porque usted fue la que los incluyó dentro de este razonamiento. 


En segundo lugar, la idea es simplificar. Según este proyecto, acá tenemos dos calidades de adscriptos 
distintas: unos que están en la ley, taxativamente definidos, que antes tenían que ser funcionarios públicos del 
Inciso y ganaban el 85% y ahora, además de esa calidad de adscriptos, tenemos otra, que es la de aquellos 
que están establecidos en el artículo 59 del proyecto que tenemos a consideración, que no tienen que ser 
funcionarios públicos y si lo son reservan el cargo -como los cargos de confianza-, no se sabe cuánto ganan y 
pueden no ser funcionarios públicos. Otro parecido que tienen es que cesan con el Ministro, el que los 
nombra cuando lo disponga y también se llaman "adscriptos". Son dos categorías de adscriptos. Ganan 
diferente también, aunque no se sabe cuánto ganan estos. Es más: los de un Ministro ganan un monto y los de 
otro, pueden ganar otro. Y dentro de un mismo Ministerio, unos adscriptos pueden ganar un monto y otros, 
otro. Pero se llaman todos adscriptos. 


O sea que la simplificación es una complicación, además de que yo considero que en los hechos son cargos 
de particular confianza política y que no están definidos por la ley. Es una facultad para que el Ministro 
nombre los cargos de particular confianza política que quiera, que no están regidos bajo la ley de cargos de 
particular confianza política; si no, que se me diga cuál es la diferencia. Son de confianza, los nombra el 
Ministro, cesan con él, que es el que los nombra, funcionan a su servicio, no requieren ninguna idoneidad - 
ninguna- y pueden ser un volumen indeterminado; lo que está topeado es el monto. Yo hice la cuenta: si 
ganan $ 25.000, con esa partida, más cargas sociales, hay 240 nuevos cargos de adscriptos, que para mí son 
de confianza política. Si no lo son, me tendrán que decir cuáles son las diferencias, porque ustedes 
anunciaron que traían un estatuto del funcionario de particular confianza política. No lo traen, pero traen esto 
que es un gran invento. Y si vamos a alguno de los Incisos, como el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, crea otros dieciocho cargos de particular confianza política, que van a ser los coordinadores 
departamentales, que se designan igual, que cobran no se sabe cuánto, que son la máxima autoridad del 
Ministerio en cada uno de los departamentos y que funcionan como cargos de particular confianza política. Y 
no están determinados; no se sabe qué es. 


Entonces, me parece que estamos complicando el estatuto del funcionario público; no lo estamos 
simplificando, que es el compromiso que se nos había avisado que venía. 


En concreto, quiero saber qué diferencia tiene esto con un cargo de particular confianza política y si hay dos 
categorías diferentes y se llaman igualmente adscriptos. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Por parte de la doctora Tejera se maneja el concepto de 
transparentar, pero nos parece que lejos de encaminarnos hacia ese rumbo, lo que se está logrando con 
lo propuesto es complicar la situación que teníamos. Lo digo porque si un Ministro va a disponer - 
según lo que considere pertinente- cuántos asesores necesita y lo que le va a pagar a cada uno de ellos, 
me parece que realmente lejos de transparentar, estaremos transfiriendo la posibilidad a cada Ministro 
de que, a su criterio, resuelva si le paga más o menos a uno y si toma diez o veinte. Nos parece que en la 
medida en que no queda claramente establecido en el mensaje presupuestal cuál es el criterio, lejos de 
transparentar, oscurece mucho más. En todo caso, necesitaríamos saber cuántos adscriptos espera 
contratar cada Ministro, y cuáles son los montos salariales considerados para cada caso. Eso sí sería 
transparentar. 


SEÑOR GAMOU.- Quisiera saber, según su experiencia, si los Ministerios, en su conjunto, tienen la 
misma necesidad de adscriptos. Por ejemplo, el Ministerio de Turismo y Deporte, a su juicio, ¿precisa 
dieciocho coordinadores departamentales, o son diferentes las necesidades entre los Ministerios y, por 
eso, se establece una cifra para que cada uno, a su leal saber y entender, nombre al personal que 
considere necesario para la tarea? Pregunto si esa fue la razón por la cual este artículo se redactó de 
esta manera 0 si, por el contrario, consideran que todos los Ministerios tienen exactamente la misma 
necesidad de cargos de confianza, de adscriptos, o como se les quiera llamar. 


SEÑOR TEJERA.- En primer lugar, los adscriptos que hay en los Incisos son adscriptos a la Dirección 
General de Secretaría y pasaron a serlo cuando se sacó a los Sub Directores Generales. No es lo mismo 
que lo que estamos planteando aquí, que son colaboradores para los Ministros. No tiene la misma 
categoría el adscripto de la Dirección General de Secretaría; son cosas diferentes. 


En segundo término, en cuanto a lo que preguntó el señor Diputado Gamou, debo decir que se estableció un 
crédito -retiero- en función de determinados parámetros que medimos, como la cantidad de unidades 
ejecutoras, de funcionarios y la complejidad en sus objetivos estratégicos para cumplirlos. Es decir que se 
tomaron esos parámetros para establecer un crédito. ¿Por qué un crédito y no las remuneraciones? Porque 
vamos a hacer lo mismo que con los contratos a término. Como saben, los contratos a término tienen 
reglamentado máximos y mínimos de retribución, en función de los niveles en que van a ser contratadas las 
personas. Se empieza con niveles operativos, luego administrativos y después profesionales. Dentro de los 
profesionales -quizás la gente de Contaduría General de la Nación sepa más que yo- existen cuatro niveles de 
montos de remuneración. Nosotros entendimos que eso debíamos dejárselo librado al Ministro, porque él es 
el que sabrá qué tipo de adscripto necesita y cómo se le paga en el mercado en función de los conocimientos 
que requiera, siempre teniendo en cuenta los parámetros que vamos a establecer en la reglamentación. Así se 
hizo con los contratos a término, y así se está trabajando hasta este momento. 


SEÑOR GANDINLI.- No se contestó mi pregunta. ¿Son cargos de particular confianza? 
SEÑORA TEJERA.- No; no son cargos de particular confianza. 


SEÑOR GANDINL.- ¿Cuál es la diferencia? 


SEÑORA TEJERA.- Van a ser colaboradores del Ministro para determinadas áreas en las que necesita 
asesoramiento. No van a ocupar cargos de conducción en un área determinada o en unidades 
ejecutoras. 


A continuación vamos a analizar los artículos uno por uno. 


El artículo 6* faculta al Poder Ejecutivo a aprobar las reestructuras organizativas y de puestos de trabajo, 
previo dictamen favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil. En ese sentido, la redacción de la Ley de 
Presupuestos anterior no cambia; simplemente, se establece un solo artículo y se quita el requisito de que las 
reestructuras estuvieran presentadas antes del 31 de marzo de cada año. 


Tengo acá el artículo 6” de la Ley N* 17.930 que derogamos, que establece: "Antes del 31 de marzo de cada 
año, los Incisos (...) podrán presentar al Poder Ejecutivo, proyectos de (...) reestructuras (...)". Esa es la 
modificación que hacemos en este artículo. 


En el artículo 7* derogamos los dos artículos a que hacíamos referencia: de la Ley de Presupuestos y de la 
N* 18,172. 


SEÑOR GANDINI.- La derogación lisa y llana del artículo 7” deroga el artículo 6” de la Ley_N* 17.930. 
Ese artículo, en su inciso final establece: "En ningún caso la reformulación de las estructuras 
administrativas, de cargos y contratos o de puestos de trabajo, así como la transformación, supresión, 
fusión o creación de unidades ejecutoras, podrán lesionar los derechos de los funcionarios o su carrera 
administrativa". Esta es una norma garantista de los derechos adquiridos por los funcionarios que 
quedaría derogada. La pregunta es: ¿se deroga explícitamente? ¿Quiere eliminarse esa garantía que 
tenía, o está considerada en algún otro lado? 


SEÑORA TEJERA.- Es un principio general que está consagrado en todas las doctrinas y en la 
jurisprudencia de la Administración Pública. Es decir que no se pueden hacer reestructuras que 
lesionen derechos funcionales. 


SEÑOR GANDINI.- Debo deducir entonces que la Administración no se opondría a que se derogara el 
artículo 6” con excepción de su último inciso, porque me parece que su vigencia no nos deja en la mano 
de la doctrina, ni del juicio ni del conflicto sino con una norma explícita. 


SEÑORA TEJERA.- No hay ningún problema. 


SEÑOR GANDINI.- Le pido a la Mesa que retenga esto para hacer la modificación en el momento 
correspondiente. 


Reitero: se mantendría vigente el último inciso del artículo 6” de la Ley N* 17.930, ya que acaba de decir la 
Administración que no es su intención derogarlo. Hay que cambiar la redacción. 


SEÑORA TEJERA.- El artículo 8* refiere a la obligación de la Oficina Nacional del Servicio Civil de 
informar anualmente a los organismos y entidades obligadas, incluidas las personas de Derecho Público no 
Estatales, quienes deberán proporcionar la cantidad de vacantes que se hayan generado y provisto en el año. 
Deben indicar también el número de personas con discapacidad ingresadas, con precisión de la discapacidad 
que tengan y el cargo ocupado. Este requisito ya estaba establecido en el artículo 49 de la Ley N* 18.651 y lo 
que estamos haciendo es modificar el plazo, en tanto que la Oficina debe comunicar los datos en la instancia 
presupuestal, y pasar de un informe cuatrimestral a uno anual para no tener que estar informando en forma 
cuatrimestral, ya que, a veces, en el Registro de Vínculos con el Estado no tenemos la completitud de los 
datos porque son los organismos los que nos los tienen que dar. Es un cambio a los efectos de modificar el 
plazo. 


SEÑOR ASTI.- Me voy a referir a un tema que ya se había dado cuando analizamos la Rendición de 
Cuentas: el de la obligación de la Oficina de presentar los datos conjuntamente con la Rendición de 
Cuentas "o" -según dicen los artículos 8” y 14- "el Presupuesto Nacional, según corresponda". Esta 
mención al Presupuesto Nacional nos trajo confusión durante la consideración de la Rendición de 
Cuentas porque en los años de Presupuesto Quinquenal también se presenta Rendición de Cuentas del 
año anterior y es allí donde se tiene la evolución de lo ocurrido en el ejercicio anterior. Pregunto si es 
conveniente dejar esa mención: "Rendición de Cuentas o Presupuesto Nacional" cuando, seguramente, 
la información debe ser presentada, como lo hizo la Oficina en este año, durante la Rendición de 
Cuentas y no con el Presupuesto. 


SEÑOR POSADA.- En realidad, el artículo 8 modifica los incisos quinto y sexto, o sea que a los efectos 
de su consideración posterior, el acápite deberá hacer mención en ese sentido. 


También me parece inconveniente que esto se informe con la Rendición de Cuentas en el último año de un 
Período de Gobierno. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera solicitar información, aunque sea somera y en términos generales, con 
relación al grado de cumplimiento que estas disposiciones hayan tenido en el pasado cercano, porque si 
bien estamos modificando una ley de febrero de 2010 que se aprobó al final de la anterior Legislatura 
esta, asimismo, modificaba una anterior, la Ley_N” 18.094 que se aprobó a fines de 2006 y que 
reglamentaba el ingreso de personas con discapacidad al Estado. En ese sentido, establecía algunas 
obligaciones muy concretas; por ejemplo, para los organismos públicos, la de dictar Reglamentos a los 
efectos de procesar e implementar esta voluntad legislativa; y para el Servicio Civil, la de solicitar a los 
organismos información en forma cuatrimestral a los efectos de hacer un seguimiento de esa misma 
voluntad legislativa y de esa misma disposición. 


Por supuesto, la pregunta que está por encima de todas estas es sobre el nivel de cumplimiento efectivo del 
Estado de esta obligación de haber incorporado en un 4% las vacantes con personas con discapacidad. Sé que 
estamos legislando hacia el futuro, pero a la hora de modificar normas muy concretas que establecían 
obligaciones específicas para los organismos, sería bueno que se nos dijera qué nivel de cumplimiento ha 
tenido esto, no solo en la sustancia sino, aunque más no sea, en la forma. 


Quisiera saber si los organismos públicos incorporaron compatriotas en esta condición en la Administración 
pública o si, al menos, fueron capaces de cumplir con la obligación de dictar los Reglamentos. Hicimos 
algunos pedidos de informes en el pasado, recibimos información fragmentaria y, francamente, tenemos 
muchas dudas. 


Por supuesto, no nos oponemos a esta modificación pero queremos saber si lo que estamos resolviendo o lo 
que resolveremos será letra muerta o, en todo caso, servirá para perfeccionar un instrumento que funcionó. 


También me gustaría saber por qué lo que antes era una responsabilidad o una obligación cuatrimestral ahora 
tendrá vigencia anual. 


SEÑORA TEJERA.- Será anual porque cuando los organismos no contestan, la Oficina necesita un 
tiempo para poder visitarlos, comunicarse con ellos y exigir la presentación de los datos. También hay 
que tener en cuenta que en el artículo 9” establecemos que todos los organismos deberán brindar a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil toda la información que esta solicite, que dicha información deberá 
ser veraz, integral, actualizada y en la oportunidad y con la periodicidad que se determine, y que los 
respectivos jerarcas serán responsables del cumplimiento de esta obligación. Esto es a los efectos de 
mejorar los datos que nosotros estamos recabando, porque nos cuesta que algunos organismos 
cumplan con la obligación de informar a la Oficina. 


Respecto a los informes sobre el grado de cumplimiento del ingreso de discapacitados no tengo datos, pero 
creo que la doctora Lemes podrá ampliar sobre el asunto. 


SEÑORA LEMES.- Entre los organismos que han enviado los informes algunos tienen un alto grado 
de cumplimiento; sin embargo, otros en forma reiterada ni siquiera envían la información que solicita 
la Oficina Nacional del Servicio Civil. Por ejemplo, OSE realizó un concurso para aproximadamente 
280 personas con discapacidad con distintos perfiles, desde operarios a técnicos y profesionales. 
ANTEL y otros entes del Estado también lo han hecho. Varios Ministerios han rehabilitado los cargos 
correspondientes para permitir el ingreso a la función pública. En este momento recuerdo los 
Ministerios de Trabajo y Seguridad Social, de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Economía y 
Finanzas. 


En cuanto al grado de incumplimiento al enviar la información, puedo señalar que las Intendencias en su gran 
mayoría no la remiten. Inclusive, algunas de ellas han adaptado la normativa vigente a otro supuesto, 
designando personas con discapacidad para pasantías de un año; al año siguiente renuevan las personas y dan 


oportunidad a otras. Eso no es lo que pide la ley pero, de forma indirecta, están dando oportunidades 
laborales a las personas con discapacidad. Recuerdo que eso lo hace muy seguido la Intendencia de Colonia, 
donde el número de pasantes que se designan anualmente ronda las 30 a 40 personas con discapacidad. 


SEÑOR ABDALA.- Por supuesto que el análisis es vastísimo porque incluye a toda la Administración 
pública, no exclusivamente a la Administración Central, pero -más allá de esta información general 
que se nos ha brindado y que, por supuesto, es muy bienvenida- sería interesante tener algún detalle un 
poco más preciso. Es decir, me interesaría saber si estas referencias que se han hecho representan 
efectivamente el 4% del total, o si, en todo caso, son apenas una tibia aproximación, o qué organismos 
están en omisión, tanto desde el punto de vista del cumplimiento de las obligaciones sustantivas como 
desde el punto de vista del cumplimiento de las obligaciones formales. Yo pediría, si es factible 
reglamentariamente, que la Oficina Nacional del Servicio Civil nos hiciera llegar -supongo que esa 
información la tiene disponible y a mano- una relación de cómo ha sido particularmente el 
comportamiento de los Incisos de la Administración Central. Y si a eso se le puede agregar Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, por supuesto a todos nos va a enriquecer bastante. 


SEÑOR GAMOU.- Quiero manifestar mi acuerdo con lo que está planteando el señor Diputado 
Abdala en el sentido de que la ley está hecha para cumplirse, no para omitir su cumplimiento. Pero 
quiero recordar a mis colegas legisladores que ya alguna vez tuvimos que tomar alguna medida en esta 
Comisión integrada para asegurar que la ley se cumpliera. Me estoy refiriendo, concretamente, a 
cuando legislamos acerca de que el 20% de la propaganda fuera a Canal 5 y a las radios del SODRE. 
Como eso no se cumplía, tuvimos que elaborar un artículo en el que impedíamos que el Tribunal de 
Cuentas autorizara gastos en propaganda cuando no se cumplía este requisito. Como bien me acota el 
señor Diputado Yanes, en la Junta Anticorrupción -y permítanme que me sonría- no lo presentaba 
nadie, y el día que establecimos una multa del 50% del sueldo aparecieron todos y no daban abasto. 
Por lo tanto, de acuerdo con lo que está planteando el señor Diputado Abdala, creo que sería bueno 
tener una información bien precisa de eso porque, de repente, se puede tomar alguna medida del corte 
legislativo en este Presupuesto a efectos, no diría de estimular a que la ley se cumpliera, sino para 
asegurarse de que la ley se cumpla bajo algún aspecto coercitivo que podría ser, por ejemplo, que no se 
liberen fondos para contratar si no se cumple con la ley. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- En reiteradas oportunidades hemos escuchado acerca del 
incumplimiento por parte de los Gobiernos Departamentales del suministro de información a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. Yo diría que debemos considerar este aspecto cuando se analice el 
tema de los fondos de distribución de recursos a los Gobiernos Departamentales, que fue creado en el 
Período pasado y que ahora está reafirmado e incrementado en este proyecto. El suministro de 
información debería ser una de las condiciones que se deben exigir para hacer efectivo el cumplimiento 
de las partidas que deben enviarse a los Gobiernos Departamentales, porque de otra forma no tenemos 
elementos coercitivos como para obligar a que la Oficina tenga la información. Otra será la conducta, 
quizás, con respecto a diversas entidades que no están comprendidas aquí, pero creo que para el caso 
de los Gobiernos Departamentales esto es fundamental porque siempre hay problemas en ese sentido; 
creo que no sería ningún inconveniente sumarla a las condiciones que ya hay establecidas. Inclusive, 
una parte de ese fondo está supeditado al cumplimiento de determinados compromisos de gestión; 
entiendo que es conveniente en este caso porque el suministro de información es algo que debe ser 
cumplido. 


SEÑOR ASTI.- Siguiendo con la misma línea de razonamiento que los legisladores y compañeros han 
establecido, teniendo en cuenta que en este proyecto de Presupuesto hay una serie de normas que de 
alguna manera jerarquizan y consolidan la actuación de la Oficina Nacional del Servicio Civil en su 
papel de entidad reguladora del ingreso de funcionarios al Estado, podríamos prever una norma 
dentro de las condiciones para acceder al ingreso que soliciten los distintos Incisos, que marque la 
necesidad del cumplimiento de estas y otras normas que ya tengan rango legal. En este caso la 
intención no es sancionar sino simplemente establecer un control en el momento en que los 
Incisos soliciten los ingresos a fin de ver cómo van a estar centralizados en la Oficina. Quizás sea el 
momento de exigir el cumplimiento del suministro de información que distintas normas legales en el 
pasado le han puesto a los administradores de las unidades ejecutoras de cada uno de los Incisos. 


SEÑORA TEJERA.- El artículo 9 dice: "El Poder Legislativo, Poder Ejecutivo, el Poder Judicial, 
Tribunal de Cuentas, Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Corte Electoral, Entes Autónomos, 
Servicios Descentralizados y Gobiernos Departamentales deberán brindar a la Oficina Nacional del 
Servicio Civil toda la información que esta solicite. Dicha información deberá ser veraz, integral, 
actualizada y en la oportunidad y con la periodicidad que se determine. Los respectivos Jerarcas serán 
responsables del cumplimiento de esta obligación". Esto es con el fin de obtener resultados positivos a 
la hora en que nos envíen los datos. 


SEÑOR POSADA.- Creo que este artículo excede claramente las facultades que tiene la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. Esta es una Oficina asesora del Poder Ejecutivo que funciona en el ámbito 
de la Presidencia de la República. Unicamente puede hacer pedidos al Poder Legislativo, al Poder 
Judicial y a otras reparticiones que aquí están nombradas -si se quisiera incluir a todas debería 
incluirse también al Tribunal de Cuentas- a los efectos del cumplimiento de sus cometidos y 
atribuciones. Esto es, por ejemplo, para el cumplimiento de las atribuciones que se establecen en 
materia de asesoramiento por parte de la Oficina Nacional del Servicio Civil a requerimiento del Poder 
Legislativo. El Poder Legislativo puede requerir el asesoramiento de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil y en tal caso va de suyo que tendrá que proporcionar la información a efectos de que esta pueda 
cumplir con su cometido. En tal sentido, creo que sería conveniente que se reiterara en este artículo la 
referencia que ya estaba en el artículo 25 que se propone sustituir, que hacía mención a la información 
que sí deben brindar los Ministerios, Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. Allí la ley que 
creó la Oficina Nacional del Servicio Civil lo ampara directamente. Se agregaba una frase: "para el 
cumplimiento de sus cometidos y el ejercicio de sus atribuciones". Me parece que esa frase debe ser 
mantenida a los efectos de evitar que no sea mirada esta sustitución del artículo 25 como una 
modificación que excede lo que está establecido en la Ley N* 15.757. 


SEÑOR GANDINI.- Comparto la intención del artículo con respecto a que la Oficina Nacional del 
Servicio Civil pueda tener toda la información y a que no se generen los vacíos que se generan cuando, 
por ejemplo, el Parlamento pide la información o la Oficina se la quiere dar pero hay información 
parcial porque tal o cual Intendencia o tal o cual organismo no la remitió. Lo que pasa es que tenemos 
que movernos con la realidad. Yo creo que la Oficina Nacional del Servicio Civil excede sus 
competencias constitucionales cuando aun en el ejercicio de funciones -lo mínimo que habría que hacer 
es reiterar lo del artículo 25 a que hacía referencia el señor Diputado Posada- puede exigir al 
Parlamento, a los Gobiernos Departamentales o al Poder Judicial, por ejemplo. Además, me tienen que 
explicar cómo se hace responsable a un Intendente Municipal de no mandar la información. Este es un 
tema viejo. Es más: hay tres sentencias de inconstitucionalidad de la Suprema Corte de Justicia por 
esto mismo, y las menciono para recordarlas: Río Negro, Paysandú y Montevideo, 107, 108 y 109 de 
1991, precisamente, por lo relacionado a reclutamiento, selección, designación, ascenso, calificación y 
redistribución de funcionarios porque resultó violatorio de los artículos 62, 222, 223, 262, 273, 274 y 
275 de la Constitución de la República. Por eso la recogió la Ley N” 16.226. 


Este es un tema que ya se intentó hacer por parte de otros gobiernos y que terminó siendo recurrido por las 
Intendencias, ganando en las instancias de la Suprema Corte de Justicia. Volver a este tema es introducirnos 
en un aspecto jurídico complicado. 


Y me opongo radicalmente a establecer en una ley que podemos hacer responsables, por ejemplo, a los 
jerarcas de una Intendencia o a un Intendente. Creo que se exceden las atribuciones de esta oficina. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- En el mismo sentido de razonamiento de quienes me precedieron 
en el uso de la palabra, tal como está redactado este artículo seguramente sea inconstitucional, en 
primer lugar, por la independencia de los Poderes del Estado. Si no se cumple con la información a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, ¿va a interpelar? ¿Qué va a hacer esta Oficina? No tiene facultades 
constitucionales para controlar a los demás Poderes del Estado en estos términos, obligándolos. 


Más allá de esto, se podría redactar un artículo exhortando al Tribunal de Cuentas, a la Suprema Corte de 
Justicia, a los Entes Autónomos a cumplir con el envío de la información, pero no más que esto porque, en 
definitiva, hay competencias que están limitadas. 


SEÑOR POSADA.- Quiero aclarar cuál es el alcance de la información que debería suministrar, por 
ejemplo, el Poder Legislativo o el Poder Judicial. Dentro de las atribuciones que se fijan a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil tenemos que el literal i) del artículo 4” de la Ley_N” 15.757 establece: 
"Realizar los estudios e investigaciones que estime convenientes sobre las materias de su competencia, 
así como sobre los temas que le requieran los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, los Entes 
Autónomos, los Servicios Descentralizados o los Gobiernos Departamentales, en su caso". Esta sería 
una oportunidad para requerir información. A su vez, el literal j) indica: "Redistribuir, entre otras 
reparticiones públicas, en acuerdo con las mismas, los funcionarios que le fueren propuestos para ese 
objeto, por los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados 
y Gobiernos Departamentales". 


SEÑOR GAMOU.- Si lo que buscamos es solucionar un problema porque no se cumple con la 
incorporación de personas discapacitadas, lo que correspondería es hacer todo lo posible... 


(Interrupciones.- Respuesta del orador) 


En el artículo 9” se habla de información veraz, y entiendo que el término "veraz" está demás. 


Como legislador -recién lo hablaba con el señor Diputado Abdala-, en cada Rendición de Cuentas me 
gustaría tener algún elemento para ver si efectivamente se está cumpliendo, o no, con la ley. Y me parece que 
el único organismo capacitado para captar esa información y después volcarla a la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda es la Oficina Nacional del Servicio Civil. No estoy de acuerdo con dar a esta 
Oficina la capacidad de sancionar, pero sí puede ser capaz de concentrar la información para que después 
podamos tomar medidas, como bien dijeron los señores Diputados Pérez González y Asti, para buscar una 
solución a este problema. Para poder solucionar el problema, primero debemos ver su magnitud y contar con 
toda la información que se pide. 


Informar al Parlamento no puede ser visto como una actividad inconstitucional o como inmiscuirse en los 
asuntos de los departamentos, porque si no sería como decir que UTE, cuando expresa que las Intendencias 
no están al día con los pagos de ese servicio, se está metiendo en asuntos de los departamentos. ¿A quién le 
vamos a preguntar si están al día con el pago de la luz? ¿A OSE? Me parece que no. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Todos tenemos el ánimo de contribuir, de ir encontrando 
soluciones y de hacer las correcciones necesarias para el buen funcionamiento del Estado en aras de la 
transparencia e intercambio de información. 


Me parece que estamos desnaturalizando el concepto. Estamos hablando de que hay organismos de contralor, 
que tienen determinada autonomía, y de que la Oficina Nacional del Servicio Civil no tiene competencias 
para obligarlos a que suministren información. Podrá exhortar o solicitar pero, en todo caso, es el Parlamento 
-buena cosa sería que los legisladores nos diéramos un sano debate al respecto- el que deberá determinar 
cómo solucionar este tipo de situaciones cuando se presenten; tal vez se podría crear un apéndice de la 
Comisión de Presupuestos o una oficina de seguimiento de ejecución del Presupuesto Nacional -a nivel del 
Poder Legislativo- para ver cómo se van cumpliendo las etapas, se llenan las vacantes, etcétera. Reitero que 
esto debería hacerlo el Poder Legislativo y no la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR MUJICA.- Me parece que la discusión se está yendo hacia otros ámbitos. 


Vuelvo sobre el concepto y la idea planteada por el señor Diputado Pérez González referida al artículo 
anterior. El mecanismo que el Poder Legislativo puede implementar para que la Oficina Nacional del 
Servicio Civil reciba la información necesaria es condicionar el respaldo o las partidas que nosotros votemos 
a cambio de esa información. Así como en algunos artículos pedimos metas de gestión para poder votar 
ciertas partidas, también podemos solicitar que la información se haga llegar en tiempo y forma porque, de lo 
contrario, la partida no llegará. 


Este es el mecanismo más cercano que tenemos como Poder Legislativo para condicionar que la Oficina 
Nacional del Servicio Civil reciba la información; comparto que por sí no está en condiciones de exigir a 
otros Poderes que envíen información. 


El concepto planteado por el señor Diputado Pérez González también es válido para esto porque el problema 
que tuvimos en algunas Rendiciones de Cuentas anteriores es que no recibíamos esta información. Sin duda 

que es muy difícil, no digo planificar una reforma del Estado, pero sí hacer el seguimiento del funcionariado 
público sin saber cuántos hay ni en qué condiciones de vínculos laborales se encuentran cuando año tras año 
nos encontramos con que hay sectores importantes del Estado que no nos brindan información. 


Esto es lo que podemos reparar, y en tal sentido -reitero- lo propuesto por el señor Diputado Pérez González 
es pertinente y podemos adaptarlo a lo que pretendemos lograr con el artículo 9*. 


SEÑOR ABDALA.- Me parece que acá se están confundiendo dos cosas. Por un lado, hay una 
obligación específica preexistente de los organismos públicos de proceder a incorporar a personas con 
discapacidad y, al mismo tiempo, hay determinadas obligaciones formales vigentes y que ahora se 
reformulan. Este es un aspecto. Yo voy por el camino -que comparto porque surgió del intercambio que 
tuvimos hace algunos minutos- de establecer algunas medidas conminatorias a efectos de que la 
Administración no deje de cumplir; tal vez esto pueda ir por el lado de las partidas presupuestales o de 
su liberación. 


Otra cosa es la obligación genérica del artículo 9? que, en todo caso, refiere a la obligación genérica 
establecida en el artículo 25 de la ley de 2007. Es ahí donde surgen los reparos de inconstitucionalidad, que 
yo creo que son muy válidos. Me parece que deberíamos conocer cuál es la verdadera intención del Poder 
Ejecutivo. Como se modifica una norma anterior, advierto que se modifican dos aspectos. Por un lado, se 
incorporan organismos -entre ellos el Poder Legislativo- que no estaban en la redacción vigente. Alcanza con 
leer el artículo 25 de la Ley N* 18.172 para notarlo. Por otro, se establecen determinadas responsabilidades 
que parecerían ir por el camino de conminar a los organismos públicos -entre ellos el Poder Legislativo, 
reitero-, en el sentido de que tengan la obligación permanente e incondicional de informar de todos los 
aspectos al Servicio Civil. Es aquí donde nos surgen determinados reparos, que son claramente los que han 
sido mencionados. Me parece que debería explicarse si el objetivo es ampliar la nómina de organismos -lo 
que puede llegar a ser compartible, y alcanzaría con agregar al artículo 25 de la ley vigente los organismos 
que no están mencionados por ella- o si es conminatorio. Ahí vamos a tener algunas diferencias, porque me 
parece que estamos internándonos en una cuestión que hace al principio de la separación de Poderes y creo 
que eso puede generar dificultades institucionales. Lo planteo así porque eventualmente, si se nos aclara cuál 
es la verdadera teleología de la norma, podemos despejar el camino, en el sentido de que estamos lejos, o no 
tanto, de encontrar una solución y una redacción en la que todos podamos estar de acuerdo y nos permita 
votar pacíficamente. 


SEÑORA FERRARIS.- Quisiera hacer una reflexión. 


El espíritu con el cual se plasmó esta disposición en el articulado tiene que ver, ni más ni menos, con la 
obligación que esta Oficina tiene de brindar información veraz, oportuna y pertinente no solo a este Cuerpo 
sino a la ciudadanía en su conjunto respecto, por ejemplo, a los vínculos con el Estado. Como pueden ver, en 
un par de artículos más adelante se habla de un registro de vínculos con el Estado. Nosotros debemos 
registrar información de los vínculos con el Estado en su conjunto. Entonces, la idea trasciende la temática 
que veíamos en el artículo anterior con relación a la discapacidad. Personalmente, no veo inconveniente en 
ajustar el texto, partiendo de la base de que es el ámbito de sus competencias, porque el Estado actúa en base 
al principio de legalidad y no al de la libertad. No hace lo que puede sino lo que la ley le permite. Por lo 
tanto, en principio, me parece que no habría dificultad. La idea es que la Oficina se nutra de la información 
que necesita para poder cumplir, entre otros, con el cometido de informar a este Cuerpo. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Simplemente, quiero hacer un comentario acerca de lo manifestado 
por el señor Diputado Gandini respecto a la inconstitucionalidad de algunos artículos de la Ley 
N* 16.127, de 7 de agosto de 1990. Es correcto, como decía el señor Diputado, que algunos de los 
artículos de esta ley fueron observados por inconstitucionalidad, y referían, básicamente, a la 
obligación establecida por ley que tenían algunos órganos -incluidos los Gobiernos Departamentales, el 
Poder Judicial y el Poder Legislativo- de consultar la nómina de personal a redistribuir antes de 
proceder a una nueva designación. Naturalmente que, por las facultades o condiciones que tienen estos 
órganos de creación constitucional, mal se les podía obligar por una ley a consultar en forma previa a 
la designación. Entonces, correctamente fueron anulados el artículo 1” y algunos más, como el 


artículo 4” y el 15, que refería a la consulta de la nómina del personal a redistribuir. Ahí claramente 
había una inconstitucionalidad. Obviamente -como decían la Directora y la Subdirectora-, la idea es 
complementar con este artículo la facultad que, por otras leyes, se le da al Servicio Civil, por ejemplo, 
de llevar el registro de funcionarios públicos, el de sumarios o el de ingreso de personas discapacitadas, 
porque en la medida en que no podamos pedir en forma obligatoria a los organismos la información, 
mal vamos a poder informar al Parlamento. Si bien el artículo anterior que analizábamos es distinto, 
tiene directa relación con esto. Mal podemos informar al Parlamento, al Poder Ejecutivo o a los 
organismos a los que estamos obligados a informar, en materia de ingreso de discapacitados por 
ejemplo, si no podemos pedir a los organismos que nos brinden esa información. Seguramente esto 
tiene que estar acotado -como decía el artículo anterior- para el cumplimiento de los cometidos que le 
atribuya otra ley. Entiendo que ahí habría una violación de la Constitución, y tiene que ver 
exclusivamente con brindar la información numérica y de vínculos que tienen los organismos con 
autonomía constitucional. 


SEÑORA TEJERA.- El artículo 10 establece la institucionalización del Sistema de Gestión Humana, 
que es una base de datos que contiene el régimen horario y retributivo e información personal de los 
funcionarios que tienen un vínculo de carácter personal con la Administración Central. Este Sistema 
de Gestión Humana comenzó en el Período anterior y ya tiene un grado de completitud de un 90%. 
Antes era un proyecto, pero ahora deja de serlo, porque ya tiene sus datos. Lo que estamos haciendo es 
institucionalizarlo. 


También aquí establecemos que "Los usuarios de cada inciso, según los perfiles definidos en cada caso, serán 
responsables de la veracidad y actualización de la información registrada en el sistema. El incumplimiento de 
dichas obligaciones constituirá falta administrativa, pasible de sanciones". En este caso es lo mismo. Todos 
los Incisos están obligados a actualizar los datos de los vínculos que tienen -las altas, las bajas, el sistema 
retributivo-, y a veces tenemos dificultades para que eso se haga en tiempo real. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Sería oportuno aclarar o establecer quién lleva adelante el 
Sistema de Gestión Humana y quién es el responsable, porque no surge de la redacción del artículo 10. 


SEÑOR GANDINI.- Surgen dudas, como planteaba el Diputado Cardoso. A lo mejor hay que 
redactarlo diferente. Es un artículo que cuesta entender, que dice: "En el ámbito de los Incisos 02 al 15 
del Presupuesto Nacional, el Sistema de Gestión Humana (SGH), consiste en un sistema de información 
[...]". O sea que el Sistema de Gestión Humana es un sistema de información, un registro que contiene 
una base de datos. Luego dice: "Los usuarios en cada inciso, según los perfiles" -estoy sí que no lo 
entiendo; los usuarios no sé qué son- "definidos en cada caso" -menos claro me queda-, "serán 
responsables de la veracidad y actualización de la información |[...]'". Yo creo que si vamos a hacer 
responsable a alguien, debemos definir exactamente quiénes son los responsables. Además dice que " 
[...] constituirá falta administrativa, pasible de sanciones”. Me gustaría saber qué sanciones y cuáles 
son los sujetos a sancionar. Si vamos a determinar por ley una falta administrativa, pasible de 
sanciones, debemos establecer claramente cuáles son los sujetos a los que nos estamos dirigiendo. A mí 
este artículo no me lo deja para nada claro. 


(Interrupción del señor Diputado Posada) 


——Claro, si es un sistema nuevo debe decir: "Créase el Sistema Nacional tal, que tendrá tales y cuales 
cometidos, y que funcionará de tal manera en la órbita de tal Oficina". Eso es lo que no queda claro. 


SEÑORA TEJERA.- En realidad no quisimos crearlo porque es un sistema que fue creado en el 
Período anterior como proyecto. Ahora deja de ser proyecto, desde el momento en que se ha ingresado 
la información. 


Este Sistema de Gestión Humana tiene distintos módulos. Uno refiere a los funcionarios de la Administración 
Central, sus datos personales, el escalafón en que revistean, el grado, la fecha que ingresaron, la estructura 
organizativa del Inciso, etcétera. Otro módulo refiere al presentismo, en el que se registran todos los horarios, 
que no está implantado en todos los Incisos, y al sistema retributivo. Es decir, en el mismo sistema se 
establece la remuneración de cada funcionario de cada Inciso, según los objetos del gasto. Eso es lo que nos 


ha permitido hacer algún análisis retributivo y ver las disparidades que existen en materia salarial dentro de la 
Administración Central. Crearse, se creó, pero si la redacción no es la adecuada podemos modificarla. 


SEÑOR POSADA.- La señora Directora dice que está creado. ¿Por qué norma habilitante? 


SEÑORA TEJERA.- Fue un proyecto que se inició -vuelvo a reiterar- en el Período anterior, y se 
trabajó como tal. Nosotros ahora estamos tratando de institucionalizarlo, y por eso lo pusimos en un 
artículo del proyecto. 


SEÑOR POSADA.- La ley lo tiene que crear. Tiene que haber una norma legal si, en definitiva, se va a 
requerir determinada información y se van a establecer sanciones para quienes no cumplan. 


SEÑOR GANDINI.- Yo recomendaría a la Oficina hacer otra redacción creando el Sistema y 
estableciendo los cometidos, y que refiera a la dependencia funcional y jerárquica. Me refiero a aclarar 
de quién depende esta Oficina -acá tampoco lo dice-, si es de Servicio Civil o de algunas de sus 
Oficinas, y aclarar quiénes son los usuarios, sus perfiles. Tampoco queda claro lo de la falta 
administrativa y qué sanciones tiene. 


SEÑORA TEJERA.- Reitero: no es una Oficina sino una base de datos. Desde el Inciso, todas las áreas 
de gestión humana y todas las de liquidación de sueldo son las que ingresan los datos a este sistema. 


SEÑOR PÉREZ.- Esos son los usuarios. 


SEÑORA TEJERA.- Exactamente. Nosotros lo que utilizamos es la base de datos para hacer estudios, 
inclusive para informar al Parlamento la cantidad de vínculos que tiene la Administración Central. 
Así, podemos decir cuántos están en el escalafón profesional, cuántos en el administrativo, y hacer una 
análisis retributivo. Repito: es una base de datos, no una Oficina. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esperamos, entonces, un ajuste de la redacción del artículo 10. 
Pasamos al artículo 11. 


SEÑORA TEJERA.- El artículo 11 es el que modifica el inciso 2” del artículo 19 de la Ley_N” 18.362, 
que faculta "al Poder Ejecutivo, previo informe de la Oficina Nacional del Servicio Civil, de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto y del Ministerio de Economía y Finanzas, a establecer las pautas 
generales para la composición de las retribuciones totales de los cargos y funciones que sean incluidos 
en el nuevo sistema escalafonario resultante de la nueva carrera administrativa. A tales efectos se 
podrán reasignar todos los créditos presupuestales del grupo cero [...], entre sus objetos del gasto". 
Está dentro de lo que hoy hablábamos, con carácter general, referido a la preparación hacia el nuevo 
modelo de carrera administrativa. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- El estudio del artículo nos indica que hay una delegación al Poder 
Ejecutivo, que creo que no corresponde. Los salarios, sus asignaciones y demás deben ser fijados por el 
Poder Legislativo, precisamente en la instancia del Presupuesto. Esto lo establece la Constitución en el 
artículo 86 y en el literal B) del artículo 214. 


A nuestro juicio es claramente inconstitucional, además de hacer que todo cuanto se aprueba en esta instancia 
resulte una suerte de "fill the blanks" porque, en definitiva, lo que estamos haciendo hoy va a ser modificado 
mañana con una reasignación, que será únicamente discrecional por parte del Poder Ejecutivo. Entonces, 
¿qué sentido tiene hacerlo en esta instancia, si estamos dejándolo librado a futuro al Poder Ejecutivo? No 
solamente es inconstitucional sino que, a nuestro juicio, es francamente inútil abordarlo desde esta 
perspectiva. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero hacer dos consideraciones. La primera es en el sentido de lo que dijo el 
Diputado Gloodtdofsky, en cuanto a que esta es una delegación inconstitucional de atribuciones. El 


Parlamento no puede delegar atribuciones que le fueron conferidas por la Constitución. No hay 
posibilidad de delegarlas. Toda delegación de esa naturaleza es inconstitucional. Acá hay tareas que 
deben hacerse por ley. No podemos facultar al Poder Ejecutivo a que lo haga. Si no, bastaría un 
artículo solo para todo el tema de los funcionarios que dijera: "Facúltase al Poder Ejecutivo". Esto 
requiere una ley. Por supuesto que en estas condiciones nosotros no vamos a votar este artículo. Vamos 
a resistirlo. 


Además, quería preguntar si este artículo deroga el SIRO. Digo esto porque hay varios artículos que lo 
derogan de hecho, tanto las vacantes como el mecanismo. Hace unos años votamos un nuevo sistema 
escalafonario para una nueva carrera administrativa, que fue el SIRO, que se vendió como algo espectacular. 
No voy a preguntar cuánto se aplicó, porque ya lo sé: bastante poco, pero quisiera saber si esta delegación de 
atribuciones inconstitucional que haríamos es para sustituir el SIRO, que es el vigente hasta ahora, 
supuestamente. 


SEÑORA TEJERA.- Con respecto al "Facúltase al Poder Ejecutivo" quería dejar claro que acá 
estamos modificando el inciso 2 del artículo 19 de la Ley_N” 18.362 que dice: "Facúltase al Poder 
Ejecutivo, previo informe de la Oficina Nacional del Servicio Civil, de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y del Ministerio de Economía y Finanzas". Es decir, estamos estableciendo una 
modificación a un artículo redactado, otorgándole esa facultad al Poder Ejecutivo. 


Quisiera que el contador Bello respondiera la pregunta con relación al nuevo modelo de carrera. 


SEÑOR BELLO.- Como decía la señora Directora, es una norma que ya estaba habilitada en su 
redacción previa para el SIRO. Esto no es que inhabilite el SIRO, que es un modelo que se sigue 
profundizando. La nueva carrera seguramente va a tener muchos de los contenidos que fueron 
estudiados, muchos de los cuales no fueron aplicados aún. Se han tomado diferentes estudios sobre la 
situación actual de la carrera y de las dificultades que eso implica, como la inflexibilidad, y a partir de 
allí se están elaborando modificaciones al modelo SIRO para poder realizar la nueva carrera. Lo que 
se pide aquí es que se faculte a recomponer -no es un aumento de sueldo- en función de los objetos del 
gasto que queden definidos. Esto seguramente se va a aclarar cuando el Parlamento tome cuenta el 
proyecto de ley sobre el estatuto del servidor público. En ese momento se va a discutir el modelo, 
obviamente con participación de todos los actores, porque va a ser un proyecto de ley específico para 
ello. Lo único que pedimos en esta instancia presupuestal es que, para no inhabilitar la posibilidad de 
empezar a aplicarlo una vez que el Parlamento apruebe el proyecto de ley, se faculte a recomponer el 
tipo de compensación dentro de los objetos del gasto en función de si hay cargos. 


SEÑOR GANDINL.- En primer lugar, no me quedó claro si esto va a terminar con una derogación o 
sustitución del SIRO. Según entendí, esta es una facultad para que el Poder Ejecutivo establezca las 
pautas generales -con la previa aprobación de las Oficinas-, que luego vendría al Parlamento y debería 
requerir de una ley, tal cual el modelo SIRO. Reitero: ¿esto sustituiría el recientemente creado SIRO? 


En segundo término, la verdad es que no tengo muy claro cómo funciona este nuevo sistema escalafonario 
que convive con las reestructuras que están en marcha y para las cuales en cada uno de los Incisos se marcan 
pautas. 


Las reestructuras que están en marcha y para las cuales se prevé partidas, inclusive en cada uno de los 
Incisos, ¿son posteriores a este sistema? ¿Deben quedar ahora en suspenso esperando a que se recomponga el 
sistema escalafonario que aquí se prevé o pueden ir marchando y luego se adaptarán? 


SEÑOR BELLO.- En primer lugar, reitero que depende de lo que se entienda por la palabra 
"sustituye". Obviamente, habrá normas que adecuen el SIRO al nuevo modelo de carrera en función 
de todas aquellas condiciones que entendimos necesario profundizar para dar solución al conjunto de 
problemas que se ven hoy en la Administración Central. Me refiero a hacer más flexible y más simple 
el sistema, es decir, a buena parte de las críticas que se le han hecho al sistema, pero que pensamos que 
con una adaptación y tendiendo a un sistema de familias ocupacionales se podrá solucionar. En eso 
estamos trabajando teniendo como base el proyecto SIRO que, obviamente, va a tener una adaptación. 


Supuestamente, el proyecto de ley con el nuevo modelo ingresaría al Parlamento en el mes de noviembre, y 
en el ínterin se irían procesando las reestructuras de los Incisos que se han definido como pilotos, cuya última 
etapa es la aplicación del modelo de carrera. O sea que hay todo un proceso de simplificación de procesos, de 
estructuras y de definición de qué es lo que se pretende desde el punto de vista político-técnico en función de 
las necesidades de los Incisos, y se iría trabajando sobre el nuevo modelo mientras se va procesando la 
discusión. 


Obviamente, no sería aplicable hasta que no fuera aprobada la norma por parte del Parlamento. Esto se 
anticipa para no condicionar los aspectos presupuestales, pero el Parlamento va a tener conocimiento del 
modelo definido, es decir, qué implica cada concepto y objeto del gasto. En esa instancia podrán comprobar 
que esta norma no es una carta en blanco. 


SEÑORA TEJERA.- En el artículo 12 quizás tengamos que hacer lo mismo que con el artículo 10; es 
decir, establecer que creamos el Registro de Vínculos con el Estado. Lo que pretendimos fue 
institucionalizar un registro que comenzó como proyecto en el Período anterior. 


Quiero aclarar que el Registro de Vínculos con el Estado también es una base de datos en la que figura la 
información de todos los vínculos -por tipo de vínculo- en todo el Estado, a diferencia del SGH, que era la 
base de datos de la información de la Administración Central. 


En el inciso segundo del artículo se establecía la responsabilidad de quienes debían darnos la información. 
También podemos analizar esa redacción. 


SEÑOR GANDINI.- Ustedes comprenderán que cuesta mucho entender esto, sobre todo si uno no está 
muy metido en el asunto. 


Los artículos 10 y 12 parecen ser iguales. Me decían que el Sistema de Gestión Humana no es una oficina 
sino una base de datos, o sea que hay una base de datos que cuenta con los datos personales de los vínculos 
laborales y, según el artículo 12, hay otra base de datos que se llama "Registro de Vínculos con el Estado", 
porque dice: "[...] contiene una base de datos que cuenta con los datos personales y funcionales de quienes 
tienen un vínculo de carácter personal [...]". ¿Cuál es la diferencia entre las dos bases de datos y por qué no 
hay una sola? 


SEÑORA TEJERA.- Creo que lo dije al inicio. 
SEÑOR GANDINI.- Pero no lo entendí. 


SEÑORA TEJERA.- El Sistema de Gestión Humana es un sistema para la Administración Central. En 
esta existía un Registro que estaba en la CGN -la contadora Susana Díaz puede dar más información-, 
el RPT, que se sustituyó por el SGH, que es donde están, en la Administración Central, todos los datos 
de todos los funcionarios. A través de ese sistema se va a hacer la liquidación de sueldos. Por lo tanto, 
también vamos a tener para la Administración Central -y de hecho ya tenemos- los objetos del gasto y 
la retribución de cada uno de los funcionarios de la Administración Central. 


Por otra parte, como tenemos la obligación legal de informar al Parlamento acerca de los vínculos personales 
con el Estado, tenemos el Registro de Vínculos con el Estado que, por supuesto, cuando hace el informe 
también toma los datos de la Administración Central. Sin embargo, en este Registro también tenemos lo que 
nos informa el Poder Legislativo, las empresas públicas y los organismos del artículo 220 de la Constitución. 


No sé si le quedó claro. 


SEÑOR GANDINL- No me queda claro, porque el segundo inciso hace referencia a las personas 
designadas en cada Inciso, y los Incisos son un concepto de la Administración Central. 


SEÑORA TEJERA.- Fue un error. 


SEÑOR GANDINI.- ¿O sea que debe decir "organismo"? 
SEÑOR TEJERA.- La doctora Hendler me aclara que toda la Administración Pública son Incisos. 


SEÑORA HENDLER.- La mención general de Incisos refiere a los que integran la Administración 
Central. Claramente, desde el punto de vista presupuestal todos los organismos del Estado tienen un 
Inciso asignado en el Presupuesto. Por eso la mención genérica Incisos los incluye. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Me puede indicar en qué Inciso está ANCAP? 
SEÑORA HENDLER.- Creo que en el Inciso 64. 


SEÑOR GANDINI.- ¿O sea que todo lo que pasa por el Parlamento, incluidos los Gobiernos 
Departamentales, tienen un Inciso? 


SEÑORA HENDLER.- Incluidos los Gobiernos Departamentales. 


SEÑORA TEJERA.- Me voy a referir al artículo 13. Para que un funcionario pueda pasar en comisión, 
la ley establece como requisito que tenga tres años de antigiiedad. Entonces, en este artículo estamos 
disponiendo que la Oficina Nacional del Servicio Civil acreditará mediante informe el requisito de tres 
años establecido en el presente artículo, porque el control de este requisito no figura como cometido. 


En el artículo 14 volvemos a lo que estábamos hablando del registro de vínculos con el Estado, y 
establecemos que al venir al Parlamento traeremos un informe del número de vínculos con el Estado 
correspondiente a diciembre del año anterior, discriminado por tipo de contrato y organismo, y ponemos que 
en este informe también deben figurar las altas, las bajas y la cantidad de renovaciones, por tipo de contrato. 
Entonces, estamos unificando los dos informes que traemos al Parlamento en uno que recoja la cantidad de 
vínculos, las altas, las bajas y los tipos de contrato. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a plantear un detalle que puede ser menor, pero en aras del preciosismo 
formal, creo que hay que complementar la introducción del artículo, agregando: "que quedará 
redactado de la siguiente manera", luego de: "Modifícase el artículo 42 de la Ley N” 18.046 de 28 de 
setiembre de 2006". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se sustituye, ¿verdad? 
SEÑOR ABDALA.- En este caso, sí. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, bastaría con que dijera "Sustitúyese' en lugar de "Modifícase". 


SEÑOR ABDALA.- Entonces, al final tendría que decir: "por el siguiente". 


SEÑOR ASTI.- Reitero lo mismo que expresamos respecto al artículo 8. Me parece que habría que 
señalar la oportunidad de la presentación, estableciendo si es en la Rendición de Cuentas o en el 
momento de presentar el Presupuesto, a fin de eliminar esa duda que ya tuvimos este año. 


Cuando se presentó la Rendición de Cuentas, varios legisladores exigieron la presentación del informe, cosa 
que nos parecía correcta, pero de acuerdo con este texto, podría haberse diferido hasta este momento de 
presentación del Presupuesto. Entonces, creo que deberíamos eliminar la referencia al Presupuesto porque lo 
que importa es el momento en que se hace la Rendición de Cuentas del año anterior. 


SEÑOR GANDINL.- Si no me equivoco, la diferencia entre el artículo 14 que vino originalmente y el 
artículo 10 que nos remite la Oficina Nacional del Servicio Civil es que se agrega un último 
inciso estableciendo la derogación del literal G) del artículo 1” de la Ley N” 16.127. Nosotros no 


tenemos en nuestro poder la norma referida y quisiera saber si en algún momento la podríamos tener, 
porque nos gustaría conocer la derogación que incorpora. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Tengo en mi poder datos que se proporcionaban en la página web de 
la Oficina Nacional del Servicio Civil. Quisiera saber si esta derogación del literal G) del artículo 1” de 
la Ley N” 16.127 tiene que ver con la información que se publica en la página web de la Oficina. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado se refiere al nuevo articulado que está agregado. 


SEÑORA TEJERA.- Sí. El literal G) del artículo 1 de la Ley N* 16.127 dice que la Oficina Nacional 
del Servicio Civil publicará en forma semestral, en dos diarios de circulación nacional, la cantidad de 
designaciones y ceses de funcionarios realizados en el período, así como su número total. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Simplemente, quiero saber si en caso de derogarse esta norma la 
información que se publica en la página web se va a dejar de publicar. 


SEÑORA HENDLER.- Esta norma se deroga porque, a la fecha, la información es superabundante, 
dado que por el artículo 11 de la Ley_N” 18.362 hay obligación de publicar todos los llamados en la 
página web de la Oficina. A esto responde la derogación de esta norma. 


SEÑORA TEJERA.- Ahora corresponde ingresar en el tratamiento del artículo 15, para lo cual voy a 
ceder la palabra al doctor Sánchez. Este artículo tiene que ver con el capítulo referido a la 
redistribución, que comienza con los artículos 15 y 16, pero los demás números están salteados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que ha llegado el momento de hacer grupos de artículos, sobre todo 
porque la doctora dice que hay más de un artículo referido a este tema y están salteados. Entonces, 
sería bueno que la doctora o sus colaboradores nos indicaran qué artículos corresponden al mismo 
tema. De lo contrario, nos podemos ir repitiendo. 


SEÑOR ABDALA.- En aras de colaborar con la economía procesal, voy a hacer el siguiente planteo. 


Aquí hay toda una secuencia de artículos referida a las declaratorias de excedencia y a la redistribución de 
funcionarios públicos. Por supuesto, nos interesa una descripción del sentido y alcance de estos artículos, 
pero desde ya dejo planteado que a mí particularmente me gustaría saber cuál es la diferencia entre este 
sistema y el que ha conocido históricamente la Administración Pública, porque esto no es ninguna 
innovación, por lo menos, desde el punto de vista de la idea. 


Creo que nos ahorraría mucho trabajo saber en qué estamos cambiando el régimen vigente de declaratoria de 
excedencia y redistribución de funcionarios, sin perjuicio de las preguntas puntuales que realicemos una vez 
que la delegación se pronuncie. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, vamos a proceder mencionando los artículos que se refieren al 
tema y los vamos analizando uno por uno. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Yo pensaba hacer una aclaración sobre la normativa proyectada 
sobre redistribución. 


Precisamente, como se indicó en Sala, los artículos que en el proyecto refieren a redistribución contemplan 
los dos sistemas precedentes en esta materia, que son, básicamente, los establecidos en la Ley_N* 16.127, de 7 
de agosto de 1990, y sus modificativas, y en la Ley_N* 17.556, de 18 de setiembre de 2002. 


Entonces, voy a destacar aquellas novedades que se establecen; como subsistieron los dos sistemas y había 
normas que se repetían y se superponían con otras, establecimos un nuevo orden en esta materia. 


El artículo 50 de la Ley N* 18.172 había suspendido la redistribución para la Administración Central, que son 
los Incisos que van del 02 al 15. La primera precisión es que se levanta la prohibición de redistribución de los 


funcionarios de la Administración Central. 


La segunda es que se establecen las mismas causales que ya existían en cuanto a reestructura, supresión y a 
subutilización. Cuando un Inciso se reestructura, queda personal excedente. La supresión de una unidad o de 
un organismo también puede suponer la causal de la redistribución. Se mantiene vigente el artículo 26 de la 
Ley N* 16.127 -que habitualmente se llamaba "causal de subutilización"-, que dispone que cuando el 
funcionario reúne el perfil para ubicarse en un escalafón distinto y está ocupando un cargo para el que está 
sobrecalificado, puede solicitar la declaración de excedencia y, si el jerarca de origen lo declara excedente, 
pasará a la nómina a los efectos de ser redistribuido con el perfil para el cual está capacitado. | 


Otra causal que se modifica -estas modificaciones ya existían en el artículo 28 de la Ley N* 16.127- refiere a 
la posibilidad de que cuando un cónyuge es destinado a otra localidad del país por razones de servicio, puede 
solicitarse la declaración de excedencia. En esta instancia, el jerarca de origen no tenía chance de negar esa 
redistribución; la persona pasaba a la nómina de personal a redistribuir y se redistribuía a la localidad donde 
había sido enviado o enviada su cónyuge por razones de servicio. 


Este artículo se modifica porque al Servicio Civil se le generaba bastante problema para reubicar al cónyuge 
en un destino de donde habitualmente luego se lo cambiaba. ¿Qué quiero decir? De pronto, por el artículo 28 
se lograba la declaración de excedencia de una señora para acompañar a su esposo, por ejemplo, en un 
destino como Fiscal, militar o Inspector Departamental de Primaria. Pero al tratarse de funcionarios públicos 
que habitualmente están cambiando de destino en forma periódica, terminábamos de redistribuir a una 
persona al amparo del artículo 28; luego, se le daba un nuevo destino, y volvía a empezar todo de nuevo. 


Con esta modificación, se propone que la persona que acredite los extremos de que al cónyuge se le da un 
destino distinto, pase en Comisión por el tiempo que dure el servicio que fundamenta la petición. 


Se agrega una causal más, la reasignación de funciones de acuerdo al perfil. En las hipótesis en que el 
funcionario no se adecua al perfil del cargo, puede ser declarado excedente como causal para reubicarlo. 


Además, se establece como novedad que previo a la declaración de excedencia para ser reubicado en otro 
Inciso de la Administración Pública, el jerarca debe priorizar la redistribución dentro del propio Inciso. 


Otra novedad es que hecha la oferta, el funcionario solo podrá ser rechazado en forma fundada. En la 
normativa anterior, se determinaba que cuando el organismo establecía una necesidad, el Servicio Civil 
efectuaba una oferta y, cumplido el plazo de treinta días, si no se contestaba, se consideraba rechazada. Se ha 
entendido que si el perfil solicitado por el organismo coincide con el del funcionario ofertado, ante la falta de 
negativa del organismo, debería establecerse la hipótesis de la aceptación de dicha oferta. Obviamente, el 
jerarca de destino del funcionario podrá rechazarlo por razones fundadas, cuando acredite que el perfil 
ofrecido no coincide con el necesitado o cuando los antecedentes funcionales del ofrecido no contemplen lo 
que necesita el organismo de destino. 


Luego, a los funcionarios que no pueden ser declarados excedentes se agregan los de los escalafones de 
conducción, de alta conducción, y los que están en situación de provisorios. 


Por último, no se puede designar por tres años con el perfil declarado de excedente. Esto es que cuando un 
organismo declara excedente con un perfil determinado, luego no puede hacer una designación en el plazo de 
tres años con el mismo perfil del que fue declarado excedente. 


También existe alguna modificación en la materia de adecuación presupuestal del funcionario redistribuido. 
Esto tiene que ver con especificar en forma más concreta qué se debe considerar a la hora de efectuar la 
adecuación presupuestal. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois Quinteros) 


——-Ahora voy a analizar artículo por artículo de acuerdo con el proyecto del Poder Ejecutivo, aclarando a 
qué artículo corresponde en el nuevo Mensaje. 


En el artículo 15 del proyecto se establece la competencia de la Oficina Nacional del Servicio Civil en 
materia de redistribución de los funcionarios públicos. Esto no tiene novedades y viene de la Ley N* 15.851. 


El artículo 16 establece los alcances. Dice: "Las necesidades de personal de los Incisos que integran el 
Presupuesto Nacional serán cubiertas con funcionarios declarados excedentes de los escalafones civiles de la 
Administración Pública, a excepción de los Gobiernos Departamentales". Aquí se incorpora a la redacción 
histórica la excepción de los Gobiernos Departamentales para contemplar lo que dijimos anteriormente en 
cuanto a que estos, por su autonomía constitucional, no deberían estar alcanzados por el régimen de 
redistribución. 


El artículo 17 corresponde al artículo 30 del proyecto del Poder Ejecutivo. 


(Diálogos) 


SEÑOR ASTI.- Estoy de acuerdo en que tenemos que tomar como base el proyecto del Poder Ejecutivo 
porque es el único que tenemos ingresado con carácter parlamentario. Pero si hay un ordenamiento 
lógico distinto, no podemos seguir con los artículos 18, 19 y 20 y dentro de veinte minutos analizar un 
artículo que tiene que ver con la norma anterior. Digo esto porque muchos artículos están relacionados 
con los anteriores. Entonces, para que todos entendamos el proceso, deberíamos seguir con el orden del 
proyecto, pero, en este caso, renumerando el artículo del proyecto del Poder Ejecutivo y poniéndolo en 
el lugar en que debería haber ido. 


SEÑOR ABDALA.- Entonces, queda claro que se trata de legitimar la posibilidad de que se anuncie el 
intercalamiento de un artículo. Si estamos en el artículo 16 y no podemos pasar al 17 porque va otro de 
la versión que hizo llegar el viernes la Oficina Nacional del Servicio Civil, se nos dice, y lo analizamos. 
El tema es que aquí pasábamos a considerar el artículo 17 del Mensaje del Poder Ejecutivo, pero 
resulta que allí no va ese sino otro, y empezamos a generar confusión. 


SEÑOR ASTI.- En este momento no estamos haciendo el cambio; lo vamos a hacer cuando trabajemos 
en la Comisión. Pero la explicación que nos da la Oficina Nacional del Servicio Civil es pertinente que 
la haga con respecto al orden lógico que tienen los artículos. Después, nosotros decidiremos si lo 
queremos dejar en el 30 y si hay mayoría para eso. 


SEÑOR ABDALA.- De todos modos, debemos entender bien qué es lo que estamos tratando. Ahora, 
vamos a analizar el artículo 30 del Mensaje del Poder Ejecutivo porque se nos dice que tendremos que 
adelantar ese artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, vamos a analizar el artículo 30 del proyecto que, para la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, sería el 17. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- El Servicio Civil armó el articulado con la lógica que tiene el proceso de 
redistribución, es decir, con la declaración de excedencia, la inclusión en la nómina, la oferta, la 
aceptación y la adecuación presupuestal como final del proceso. Al momento de incluir esto en el 
sistema, se alteró la numeración. 


Si les parece, comenzaríamos a analizar el artículo 30 del proyecto. 


Como decía, allí se establece la posibilidad de que los funcionarios no sean declarados excedentes: "No 
podrán ser declarados excedentes los funcionarios de los escalafones docentes y del servicio exterior, en el 
Inciso 11 Ministerio de Educación y Cultura los cargos del Escalafón "N" y de Secretarios Letrados del 
Ministerio Público y Fiscal, los contratados al amparo de lo dispuesto por el artículo 7 de la Ley. 

número 16.320, de 1 de noviembre de 1992, y al amparo de lo dispuesto por los artículos 44 y 714 a 718 de la 
Ley número 16.736 [...]". Tampoco podrán ser declarados excedentes los cargos políticos y de particular 
confianza o que ocupen funciones contratadas comprendidas en el beneficio de reserva de cargo o función. 


Esto incorpora a algunos de los funcionarios que no estaban contemplados en normas anteriores como, por 
ejemplo, los funcionarios de los artículos 44 y 714 de la Ley N* 16.736, y los Secretarios Letrados del 
Ministerio Público y Fiscal, pero tiene la misma lógica de la normativa anterior. Solamente van a poder ser 
redistribuidos aquellos funcionarios que presentan una cierta estabilidad o son presupuestados, y no aquellos 
con carácter de particular confianza o que fueron contratados bajo una modalidad específica. 


Tampoco van a poder ser declarados excedentes -ya lo adelantaba al principio- los funcionarios del Escalafón 
"Conducción ", los del Escalafón "Alta Conducción", y los que se encuentren previstos en el régimen de 
provisoriato del artículo 7 de la presente ley. 


SEÑOR GANDINLI.- Solicitaría más aclaraciones sobre esta referencia. En el texto original decía: 
"Inciso 7 del artículo" y no refería a cuál. Ahora dice: "Inciso 7 del artículo 73". Debo suponer que es 
el artículo 73 que envió, que era el 68 que teníamos nosotros, y habla del provisoriato. ¿Me podría 
explicar qué es? 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Históricamente, el sistema de redistribución tiene como lógica 
posibilitar el derecho a ser redistribuidas a aquellas personas que tienen una estabilidad en la función, 
ya sean presupuestadas o contratadas permanentes. 


La lógica de incluir a estos funcionarios que aún tienen la precariedad o la condición de provisorios está, 
precisamente, por eso. En la medida en que recién ingresaron al Estado y todavía están como provisorios, no 
parece lógico contemplarlos en la posibilidad de ser redistribuidos. 


SEÑOR GANDINI.- Tal cual viene redactado, cuesta mucho identificar cuál es el séptimo inciso del 
artículo 73. ¿Podría darnos alguna referencia más para poder relacionar este que estamos tratando con 
el séptimo inciso de ese artículo donde está previsto? 


SEÑORA FERRARIS.- Es el primer párrafo que empieza con "Los ingresos se verificarán (...)". Allí 
se va a ubicar la norma que refiere a esa suerte de período de prueba en la que se encuentran los 
funcionarios que recién ingresan a la Administración Central. 


En la versión original, es el artículo 68. En la versión nueva que renumeramos en la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, es el 73. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- El artículo 18, que corresponde al mismo artículo en el proyecto 
original, establece que se prohibe la redistribución de funcionarios provenientes de los Incisos 02 a 15 
que integran el Presupuesto Nacional, a Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Gobiernos 
Departamentales, y viceversa. Dice: "Asimismo, prohíbase la redistribución de funcionarios 
provenientes de Gobiernos Departamentales a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizado, y 
viceversa". 


Esta disposición tiene su antecedente en el artículo 33 de la Ley_N* 16.736. Su fundamento es, precisamente, 
el costo presupuestal que implicaba la redistribución de funcionarios de la Administración Central a los Entes 
Autónomos, Servicios Descentralizados y Gobiernos Departamentales, y viceversa. 


El segundo inciso también establece la prohibición de la redistribución de los funcionarios de los Gobiernos 
Departamentales a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. El fundamento es el costo 
presupuestal que implican estas redistribuciones que, generalmente, llevan a organismos donde los sueldos 
son mayores. No es una novedad absoluta, porque tiene el precedente que yo indicaba. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- En el marco de lo que expresan estos artículos, nos gustaría saber qué 
pasa con los funcionarios en Comisión, que tampoco podían ser declarados excedentes ni 
redistribuidos. Me temo que con esta nueva redacción se pretenda derogar en forma tácita tal 
prohibición. Si así fuera y se nos aclarara en tal sentido, eventualmente, deberíamos pedir que se 
incluyera dicha prohibición a texto expreso o, de lo contrario, se salvara la situación. 


SEÑOR GANDINI.- Acá hay una prohibición taxativa. Por lo tanto, mi pregunta es qué sucede con los 
organismos que aquí no se nombran: Poder Judicial, Poder Legislativo, Tribunal de Cuentas, etcétera. 
¿Debo suponer que no queda prohibido? ¿O está prohibido por alguna otra norma? 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Hay una referencia al artículo 50 de la Ley_N* 17.556, que establece 
que ya está prohibido esto. ¿Puede ser? 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Supone bien; no están alcanzados por esta prohibición. Esta 
prohibición es específica en cuanto a ese tipo de redistribuciones, de Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados a Presupuesto Nacional, y de los Gobiernos Departamentales a Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados, y viceversa. Esos organismos no están alcanzados por esta prohibición. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Hice referencia a una norma, el artículo 50 de la Ley N* 17.556, por la cual 
todo esto ya estaría prohibido. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- El artículo 50 establecía: "Prohíbese la redistribución de funcionarios 
provenientes de los Gobiernos Departamentales a los entes autónomos y servicios descentralizados, así 
como también de los entes autónomos y servicios descentralizados a los Gobiernos Departamentales". 
Decía al principio que esta norma recogía al artículo 33 de la Ley N” 16.736. O esa que esta norma no 
ofrece ninguna novedad en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero la pregunta era por qué se reiteraba. ¿Es así, señor Diputado Berois? 
SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Exacto. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Trataba de explicar al principio que como coexistieron el régimen de 
la Ley N” 16.127 y el de la N* 17.556 y algunas de sus normas se superponían, se intentó dar todo un 
nuevo articulado al sistema de redistribución, a fin de no estar sustituyendo algunas normas sí y otras 
no. Se buscaba establecer todo un orden desde la declaración de excedencia, qué alcance tenía, qué 
organismos podían hacer esa declaración, cuáles eran las causales, el proceso de oferta, la aceptación, 
etcétera. O sea que se buscó establecer todo un sistema armónico de normas y reeditar aquellas que no 
tenían ninguna novedad. 


Más adelante hay una norma que deroga los dos sistemas anteriores. Me acota la doctora Hendler que en el 
proyecto del Poder Ejecutivo también se extravió esa norma que deroga esos dos sistemas anteriores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y fue incluida ahora? 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Sí, quedan derogados expresamente los dos sistemas anteriores y se 
da todo un nuevo ordenamiento al tema de la redistribución. 


SEÑOR GANDINL.- Debe concluirse, entonces, que un funcionario del Poder Judicial puede pasar a 
una Intendencia, uno del INAU puede pasar al Poder Legislativo y uno del Poder Legislativo, a la 
Administración Central. Me gustaría saber por qué hay provisiones en algunos casos y no en otros. 
¿Hay alguna razón de fondo en ese sentido? 


Otra pregunta tiene que ver con el concepto de Servicios Descentralizados, que los hay de más de una 
naturaleza. ¿Incluye a algunos de los que estoy refiriendo o hace exclusivamente referencia a los Servicios 
Descentralizados del artículo 221, es decir, de naturaleza comercial e industrial? Lo pregunto porque el 
concepto de Entes Autónomos y Servicios Descentralizados puede ser confuso. Los hay del 220, que están en 
el Presupuesto nacional, y del 221, que no lo están. Por lo tanto, quisiera que eso quedara claro respecto de la 
intención y no suceda que después tengamos diversas interpretaciones. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- El artículo 18 dice: "Prohíbese la redistribución de funcionarios 
provenientes de los Incisos que integran el Presupuesto Nacional..."”. 


SEÑOR GANDINL.- No, dice: "del 02 al 15"; ¿o estoy mirando mal? 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Tiene razón usted. En el proyecto del Poder Ejecutivo decía "del 02 al 
15". En el que se remitiría dice: "que integran el Presupuesto Nacional", precisamente para 
contemplar eso que usted decía en el sentido de que si dejáramos 02 al 15, Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, se podría dar la hipótesis de que funcionarios de, por ejemplo, el INAUÚ, que es un 


Servicio Descentralizado, pudieran pasar a otro Servicio Descentralizado o Ente Autónomo con el 
debido costo presupuestal. Es por eso que el artículo definitivo quedaría redactado de la siguiente 
manera: "Prohíbese la redistribución de funcionarios provenientes de los Incisos que integran el 
Presupuesto Nacional, a Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Gobiernos Departamentales y 
viceversa". 


SEÑOR GANDINL.- Entonces, ¿la excepción pasa a ser el Poder Legislativo? 
SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Sí, y estuvo siempre exceptuado. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Y está legalmente excepcionado? 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Sí, está legalmente excepcionado. O sea que desde la Ley N* 16. 127 - 
perdón por retrotraerme al tema-, en su redacción original, se prohibía la redistribución y -analizando 
lo mismo que dijimos en anteriores oportunidades- por razones de inconstitucionalidad se sacó del 
sistema de redistribución al Poder Judicial, al Poder Legislativo y a los Gobiernos Departamentales, 
organismos que estaban alcanzados por el sistema de redistribución; no había prohibición y de hecho 
no hubo, para redistribuir a algún funcionario del Poder Legislativo y tampoco al Poder Judicial se lo 
ofrecía. Lo cierto es que el Poder Judicial, por la normativa anterior no podía declarar personal 
excedente. 


SEÑOR ASTTI.- Quiero que se haga una aclaración. 


La posibilidad de que se puedan transferir funcionarios entre Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, 
¿queda también comprendida en la prohibición? 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- No está prohibida, en consecuencia estaría facultada la 
redistribución. 


Continúo con el análisis del artículo 19, que también coincide con el del Poder Ejecutivo. Allí se establece: 
"La declaración de excedentes deberá ser resuelta por el jerarca máximo del Inciso, previo informe favorable 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil y como consecuencia de una reestructura, supresión, fusión o 
traslado de unidades o servicios, debidamente fundadas, así como en caso de reasignación de funcionarios de 
acuerdo con su perfil. Los jerarcas de los Incisos, previo a la declaración de excedencia de sus funcionarios, 
deberán priorizar la redistribución dentro del mismo Inciso.- La Oficina Nacional del Servicio Civil, una vez 
efectuados los estudios respectivos, procederá a la inclusión del funcionario en la nómina de personal a 
redistribuir". 


Mencionaba al principio que esto reedita parte de las causales anteriores y solamente incorpora como causal 
el hecho de la asignación de funciones de acuerdo con su perfil y la situación de que el jerarca del Inciso no 
podrá volver a designar al funcionario en el mismo perfil en el que fue declarado excedente. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- La consulta que hice a los invitados concierne a la posibilidad de que los 
funcionarios en comisión puedan ser declarados excedentes o redistribuidos lo que, al no estar 
comprendido dentro de este paquete, implicaría una prohibición tácita y sugerimos ahora que esto se 
aclare a texto expreso. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Lo consultaba con las señoras Directoras y entendemos que no hay 
inconveniente en incluir eso. Es cierto que, históricamente, los funcionarios en comisión tenían la 
condición de no poder ser declarados excedentes. Por tanto, eso se va a incluir y habrá una nueva 
redacción sobre este tema. 


Para analizar lo que sigue, debemos ir al artículo 33 del proyecto, que es el 20 del propuesto. En este artículo 
establecemos la posibilidad de que los jerarcas de los Incisos que van del 02 al 15, previamente a la 

declaración de excedencia, deben priorizar la redistribución dentro del mismo Inciso. Dice así: "Autorízase a 
los jerarcas de los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional a redistribuir dentro del mismo Inciso, personal 


de sus dependencias, cuando las necesidades del servicio lo requieran. El traslado se dispondrá por resolución 
fundada, precisando el cargo o función, así como los conceptos que integrarán la retribución del funcionario 
en la oficina de destino. El traslado no podrá afectar el derecho de carrera administrativa. La adecuación será 
realizada previo informe de la Contaduría General de la Nación, por los servicios competentes de cada Inciso, 
los que determinarán los conceptos retributivos de conformidad con lo dispuesto en la presente ley (...)". Esto 
es una novedad con respecto a las normas anteriores en materia de redistribución, en el sentido de que faculta 
a que cada Inciso pueda redistribuir internamente dentro de sus unidades ejecutoras. 


SEÑOR BEROIS.- ¿Se está derogando el artículo 36 de la Ley N* 18.046? 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Sí, precisamente, como bien dice el señor Diputado, se deroga porque 
se recoge en este nuevo cuerpo, o sea, el proyectado. 


En el artículo 31 del proyecto del Poder Ejecutivo -artículo 21 del nuevo proyecto- se establece también una 
novedad. Esto es que por el plazo de tres años no se puede efectuar una designación con el mismo perfil del 
funcionario que fuera declarado excedente. 


Dice así: "Prohíbese por el término de tres años, toda designación o contratación de servicios personales de 
cualquier naturaleza, que tenga por objeto la prestación de las tareas inherentes a los cargos para sustituir a 
los funcionarios declarados excedentes. Todo acto administrativo dictado en contravención a esta disposición 
será considerado nulo y hará incurrir en responsabilidad al jerarca que lo haya dictado. La Oficina Nacional 
del Servicio Civil deberá controlar en forma previa a todo acto de designación o contratación, el efectivo 
acatamiento de lo establecido en este artículo". 


Esto también es una norma de carácter garantista, a los efectos de que si un jerarca, en un momento 
determinado, por reestructura, supresión o alguna de las otras causales, declara a alguien excedente, en el 
plazo de tres años no puede volver a designar a otra persona con el mismo perfil. 


SEÑOR GOODTDOFSKY.- Entendiendo que el término de tres años es excesivamente breve, y que 
hay que darle cierta estabilidad a los cambios que se están impulsando -bastante radicales en algunos 
sentidos- creo que debería extenderse dicha prohibición por todo el período de Gobierno en el que se 
dictó la excedencia. 


Esa es una opinión y una sugerencia que queremos hacer a los invitados. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- No habría inconveniente en extender el plazo por todo el período de 
Gobierno. 


SEÑOR ABDALA.- Le asiste razón al Diputado Goodtdofsky en el sentido de que tres años puede ser 
mucho o poco según el punto de partida, porque también puede comprometer dos Administraciones 
distintas y, desde ese punto de vista, cambiar las circunstancias. 


Por tanto, creo que es razonable que durante el mandato del jerarca que declaró la excedencia se establezca 
una condición insalvable, en el sentido de que no pueda designar un funcionario porque ahí sí caería en 
contradicción. 


Simplemente, quería dejar constancia de que nos parece atinada la solución. 
SEÑOR BERNINI.- Estamos razonando en voz alta, partiendo de la base del aporte que es de recibo. 


Creo que en el extremo que plantea el señor Diputado Abdala se puede dar la situación que nadie quiere, es 
decir, que se haya designado a alguien faltando seis meses para el cambio de Administración, y que luego se 
vuelva a llenar ese cargo. Por tanto, se podría establecer un mínimo de tres años y un máximo, que podría ser 
el fin del mandato del jerarca. Me parece que se podría conciliar las dos cosas sin desvirtuar el espíritu, sobre 
el que hay acuerdo. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- En el orden propuesto pasamos a analizar el artículo 20 del proyecto 
de presupuesto, artículo 22 nuestro. 


Dice así: "Efectuada la notificación al funcionario de la resolución de declaración de excedencia, el 
organismo deberá comunicar a la Oficina Nacional del Servicio Civil, en un plazo no mayor a los cinco días 
hábiles, los datos personales del funcionario con información de las características de las tareas que 
desempeñaba, perfil educativo, sueldo, compensaciones, beneficios y la evaluación de su comportamiento 
funcional". 


Esto es a los efectos de que la Oficina Nacional del Servicio Civil, en un plazo de cinco días, tenga el 
funcionario declarado excedente en la nómina, a los efectos de incluirlo y publicarlo. 


SEÑOR POSADA.- Me parece que este artículo habría que analizarlo conjuntamente con el 
artículo 19, que prevé la declaración de excedentes. Dice así: "La declaración de excedentes deberá ser 
resuelta por el jerarca máximo del Inciso, previo informe favorable de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil (...)". 


Es decir que para que medie la declaración de excedencia la Oficina Nacional del Servicio Civil estableció un 
informe. Creo que lo que se establece en el artículo 20 son datos que debería tomar la Oficina Nacional del 
Servicio Civil al momento de la declaración de excedencia. Me refiero a datos personales del funcionario, 
información de las características de las tareas que desempeñaba hasta esa fecha, perfil educativo, sueldo, 
compensaciones, beneficios y la evaluación de su comportamiento funcional. Se trata de datos relevantes 
para la propia decisión que tiene que tomar la Oficina Nacional del Servicio Civil. Por tanto, si se exige 
previamente, al solicitar el informe, desde el punto de vista burocrático, debería mejorarse la redacción del 
artículo 19 y establecer allí estos aspectos, de forma de evitar estos cinco días adicionales, cuando en realidad 
se trata de elementos de juicio que debería tener la propia oficina. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Estamos de acuerdo con este criterio. Históricamente el jerarca que 
declaraba excedente al funcionario, se comunicaba con la Oficina Nacional del Servicio Civil, que 
hacía el análisis de legalidad de oportunidad y mérito. Si estaba correcto se incluía, y si había 
observaciones al acto administrativo se devolvía, a los efectos de que el jerarca los revocara o 
confirmara según las competencias de cada organismo. 


SEÑOR ASTI.- La solución es unificar los dos artículos estableciendo el criterio explicitado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se incluyen las modificaciones que nos va a remitir la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Pasamos a considerar el artículo 32 del proyecto, artículo 23 para 
nosotros. 


Precisamente, este artículo establece con qué criterios Servicio Civil va a proceder a redistribuir al 
funcionario. Esto ha sido sostenido en las normativas anteriores. Este artículo establece las condiciones para 
ser redistribuidos. Estas son: que se haya registrado una necesidad de recursos humanos que le hubieran sido 
comunicadas por los organismos, las tareas que desempeñaba el funcionario en origen y el perfil del 
funcionario, que incluirá la descripción de sus competencias. Esta es la única novedad. 


A su vez, la norma anterior establecía otro criterio, que era el perfil del funcionario. Ahora agregamos que 
incluirá la descripción de sus competencias. 


A los efectos de ofertar al funcionario por un lado tenemos la necesidad de los organismos manifestadas, el 
perfil del funcionario en su origen, es decir, cuál era el escalafón y la formación y, además, las competencias 
que reúne el funcionario para ser reubicado en el nuevo destino. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- El artículo dice: "En función de los criterios señalados y de la estructura 
de cargos del organismo de destino, el o los funcionarios podrán ser ofrecidos para desempeñarse en un 


escalafón distinto al de su origen". 


Nosotros entendemos que si se lo cambia de escalafón, necesariamente se debería contar con la conformidad 
del funcionario. Si se lo cambia de escalafón, es imperiosa la conformidad del funcionario. De lo contrario, 
corremos el riesgo de lesionar derechos adquiridos o enfrentar distintos inconvenientes. Por ello estoy 
sugiriendo la incorporación de este criterio. 


SEÑOR ABDALA.- Yo quisiera preguntar también sobre la imperatividad de la solución. Es decir, el 
organismo que demanda recursos humanos o la incorporación de funcionarios, ¿en qué medida está 
obligado a recurrir al Servicio Civil y al Registro de funcionarios excedentarios correspondiente? 


Y desde el punto de vista de los deberes funcionales del funcionario declarado excedentario -por supuesto en 
un cambio de escalafón, pero también en términos generales-, cuando surge concretamente la propuesta de un 
organismo a los efectos de su redistribución, ¿en qué medida está obligado, en el marco de sus deberes 
funcionales, a aceptar la propuesta? 


Creo que debemos precavernos de lo que hemos conocido en el pasado en cuanto a que, muchas veces, la 
nómina de funcionarios declarados excedentarios tiende a ser una bolsa cada vez más grande y se van 
generando dificultades que nunca tienen una solución satisfactoria, entre otras cosas, porque la reubicación 
escalafonaria del funcionario determina el desestímulo en el sentido de que el organismo de destino, desde el 
punto de vista funcional y salarial, puede representar una solución menos conveniente. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Es correcto lo que dice el señor Diputado Gloodtdofsky en el sentido 
de que esta norma, de alguna manera, es más aflictiva para la condición del funcionario de origen. 


Aquí voy a reiterar lo mismo: la Ley N* 16.127 contemplaba la posición que ustedes proponen en el sentido 
de que el funcionario no podía ser redistribuido a un escalafón distinto ni con una jerarquía diferente a la de 
origen. Pero ya el artículo 52 de la Ley N* 17.556 establecía: "En función de los criterios señalados y de la 
estructura de cargos del organismo de destino, el o los funcionarios podrán ser ofrecidos para desempeñarse 
en un escalafón distinto al de su origen". Y aquí la única reflexión que me permitiría, sería la siguiente. Es 
cierto que al cambiarlo de escalafón, se pueden estar afectando los derechos del funcionario, pero esto tiene 
que ver con lo que decía el señor Diputado Abdala: muchísimas veces al Servicio Civil se le dificultaba 
reubicar funcionarios -puntualmente, la gente de ILPE, de ANCAP o de AFE- por su particular perfil. 
Pensemos, simplemente, lo que significa reubicar a los funcionarios de ILPE que eran fileteros. Cuando no 
teníamos esta norma y sin cambiar el escalafón, no podíamos reubicarlos, por lo que quedaban en la nómina 
durante muchísimos años. En AFE pasaba lo mismo con los fogoneros. Eran profesiones muy particulares 
para las que luego no había una ubicación en el resto del Estado con ese perfil. También nos pasaba con la 
gente de PLUNA, con los pilotos y con las azafatas, que tenían perfiles muy particulares. 


Este artículo 52 que mencionaba vino a contemplar en parte el hecho de que se pudiera cambiar el perfil del 
funcionario para reubicarlo en una nueva función. Creo que eso, además, se acompasa con la norma que está 
al principio en el sentido de que no se pueden afectar los derechos funcionales; debe interpretarse que, de 
acuerdo con el artículo 20 de la Ley N* 16.127 que está reeditado en este nuevo proyecto, los derechos de los 
funcionarios no deben afectarse y los cambios de escalafón deben darse siempre que no afecten el derecho 
funcional. 


SEÑOR GROBA.- De la manera en que se explica, ¿se asegura que no se verán afectados los derechos 
de esos trabajadores? De lo contrario, me gustaría que se precisara. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Comparto el resguardo de los derechos de los funcionarios y, en 
particular, en los casos excepcionales que se citan pero siendo así, nos da la impresión de que, 
precisamente, nada mejor que el propio funcionario dé su consentimiento al cambio de escalafón. Me 
parece, en este caso, que lo que abunda no daña y tomando en cuenta que está preestablecido el 
resguardo de esos derechos, en nada perjudica a la norma ni a la redacción del artículo, darle la 
oportunidad al funcionario de que brinde su aquiescencia, de modo tal de evitar luego los 
inconvenientes que se han generado en otras ocasiones. 


Reitero que lo que abunda no daña y que, resguardados los derechos del funcionario, se puede solicitar su 
aquiescencia, de modo de quitar la aparente discrecionalidad a este artículo. 


SEÑOR ASTI.- Por supuesto, estoy de acuerdo en preservar los derechos de los funcionarios; eso ya 
está establecido en la norma. Sin embargo, me pregunto cómo hacemos para reubicar a un filetero o a 
un fogonero si él no está de acuerdo en ser reubicado. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Estoy de acuerdo con lo que informaba el doctor Sánchez, porque el 
artículo 20 establece que el traslado no podrá afectar el derecho a la carrera administrativa de los 
funcionarios. Creo que se mencionaron situaciones clarísimas. Si los organismos a los que pertenecían 
no están -como es el caso de AFE o ILPE- las personas podrían estar constantemente diciendo que no 
pueden ser reasignadas. Hay una necesidad de reubicar al funcionario y de mantener su fuente de 
trabajo y una forma de respetar sus derechos es, precisamente, darle la posibilidad de que se siga 
desarrollando en otro lugar. El funcionario puede plantear una reivindicación si ve que se afectan sus 
derechos desde el punto de vista administrativo, si tiene una retribución menor o si está desempeñando 
funciones que no corresponden a su antigiiedad. Resultaría imposible tener en cuenta la voluntad del 
funcionario cuando éste no está en condiciones de determinar nada; lo único que puede reivindicar es 
mantener la fuente de trabajo, que es lo que estamos obligados a mantener. 


SEÑOR MUJICA.- Estamos tratando de salvaguardar al funcionario de que sea reubicado en un 
escalafón que lo perjudique pero los ejemplos que se han puesto son de casos en lo que no existe 
escalafón similar. Entonces, se puede perfectamente incorporar la voluntad del funcionario salvo los 
casos en los cuales no exista un escalafón similar. Si esa es la excepción que se quiere contemplar, se la 
contempla a texto expreso y se estipula como norma la no existencia de una opinión contraria del 
funcionario, salvo los casos en los que no exista escalafón del mismo tipo. 


SEÑOR GANDINI.- Comprendo lo que acá se plantea. Es difícil armar esto en función de los intereses 
de la Administración salvaguardando a la vez los derechos de los funcionarios. Yo viví una situación 
similar, cuando estaba al frente de la Dirección Nacional de Correos. Me encontré con que se debía 
redistribuir la cantidad de personal de AFE, que se encontraba en su mayoría en el interior del país. 
Había pocos lugares donde redistribuirlos porque además el funcionario tenía que estar en una zona 
cercana a donde estaba, ya que no se lo puede cambiar de departamento. Eso llevó a que los 
guardabarreras pasaran al Correo, y como no tenían un escalafón parecido, pasaron a ser carteros. El 
problema que yo tenía era que había nueve carteros analfabetos. Tenían que repartir cartas y no 
sabían leer ni escribir, lo que no necesitaban para ser guardabarreras. Pobre gente, además sufrían 
una discriminación terrible, pero habían quedado equiparados en ese lugar. 


Creo que habría que consagrar la excepción, como decía el señor Diputado Mujica. La normalidad es que el 
funcionario pasa al escalafón que le corresponde y, cuando no existiera escalafón similar, podrá en todo caso, 
con la debida fundamentación, trasladarse a otro parecido. Habrá que consagrarlo ahí para no dejar abierta 
una puerta para todos cuando estamos pensando en la situación excepcional. 


Quería volver atrás en un artículo; creo que por una cuestión de buena legislación hay que corregirlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sobre la redistribución de funcionarios algunos legisladores recordamos 
cuando a través de CEPRE se planteó el tema de los excedentarios y las redistribuciones. Eso originó 
que muchos funcionarios fueran declarados excedentarios, con salarios que tenían una serie de quitas. 
En un principio estuvieron de acuerdo, pero posteriormente el tiempo fue pasando y se desvalorizó lo 
que cobraban. Eso originó una situación bastante crítica para el funcionario y, además, desde el punto 
de vista ético yo no estoy de acuerdo de ninguna manera -y esto espero que se subsane en este 
Presupuesto- con que funcionarios estén recibiendo un sueldo -aunque sea una cuarta parte- sin 
trabajar. Por lo tanto, tenemos que ser muy cuidadosos. Quizás la salida sea la que dice el señor 
Diputado Mujica, pero siempre con la finalidad de que el funcionario cumpla una función. Inclusive, si 
hay que capacitarlo a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, etcétera, que se capacite, pero que trabaje. Estoy seguro de que esto es a lo que aspira la 
ciudadanía en estas situaciones. 


SEÑOR ASTI.- El artículo 10 de la Ley N” 18.362 preveía los casos de reestructura y de supresión de 
funciones, dándole a los funcionarios todas las oportunidades de capacitarse, de ser redistribuidos en el 
mismo Inciso o en otros. Si al final del proceso no se habían cumplido todos esos pasos, los funcionarios 
quedaban desvinculados del Estado. La pregunta es si una vez aprobado este Presupuesto, ese artículo 
quedará vigente tal como está redactado hoy. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Con respecto a esta consulta, yo decía al principio que había algunos 
artículos que se habían perdido en el proyecto. Son dos o tres, la inclusión de la Comisión de 
Adecuación Presupuestal, la norma que establecía expresamente las derogaciones y los artículos de la 
Ley_N” 16.127 que correspondían. Entre los artículos cuya derogación está prevista están el 10, que 
establecía el procedimiento que indicaba el señor Diputado Asti, y el 354 de la Ley N” 18.362. O sea que 
está proyectado derogar ese sistema. 


SEÑOR GROBA.- Con respecto a la capacitación, creo que debería existir una obligatoriedad de 
admitirla por parte del funcionario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitamos a la Oficina Nacional del Servicio Civil y a sus asesores que entre 
las modificaciones que nos van a remitir pongan especial atención en este artículo para contemplar las 
distintas opiniones de los señores legisladores. 


SEÑOR GANDINI.- Me voy a referir a dos artículos. El artículo 16 del Poder Ejecutivo dice: "Las 
necesidades de personal de los Incisos que integran el Presupuesto Nacional serán cubiertas con 
funcionarios presupuestados de los escalafones civiles declarados excedentes en la Administración 
Pública, a excepción de los Gobiernos Departamentales”. Supongo que está queriendo decir con la 
expresión "Administración Pública", los funcionarios que van más allá del Presupuesto Nacional, por 
eso establece la excepción de los Gobiernos Departamentales. Pero luego hablamos del Artículo 18, que 
tiene otras excepciones, por ejemplo las prohibiciones de pasar de un lado para el otro. Yo diría que, en 
lugar de establecer la excepción de Gobiernos Departamentales, se establecieran las excepciones que 
figuran en el Artículo 18 o el que corresponda, porque habría allí una correlación exacta y no habría 
lugar a confusiones. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- No hay inconvenientes en hacer esa revisión al Artículo 18 del nuevo 
proyecto. 


El artículo 28 del proyecto tampoco es una novedad absoluta. Considera la posibilidad de redistribuir a los 
funcionarios dentro de un radio determinado, ya sea en el propio departamento donde ocupaban un cargo en 
la oficina de origen como fuera de este, cuando ello no suponga un traslado superior a 50 kilómetros. La 
norma anterior hablaba de 60 kilómetros, pero simplemente se contempló que en la práctica había localidades 
de menos de 50 kilómetros y no se lograba llegar a ninguna localidad cercana. Entonces se bajó a 50 
kilómetros a los efectos de que contando con locomoción el funcionario pudiera ser redistribuido en otra 
localidad del país. 


SEÑOR BEROJIS.- Si esos 50 kilómetros son fuera del departamento, ¿el organismo le paga el viático 
de locomoción al funcionario? 


SEÑOR ABDALA.- En el mismo sentido, aun siendo dentro del mismo departamento pueden darse 
situaciones en las que esto represente un costo adicional para el funcionario a la hora de ser 
redistribuido y el funcionario no pueda negarse. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- No está prevista una solución respecto al tema de viáticos por 
locomoción. Esto sigue la misma línea de lo que habíamos hablado anteriormente. El Estado contempla 
la situación de los funcionarios para mantenerles la función o el cargo y trata de dar una solución 
armónica a los efectos de reubicarlo en una localidad lo más cercana posible cuando no hay posibilidad 
de ubicarlo en la propia localidad, de acuerdo al perfil de su origen y a las necesidades manifestadas 
dentro de la Administración Pública. Como los señores Diputados imaginarán, muchas veces en el 
interior lo único que había era una escuela o una comisaría -este es el ejemplo que se ha mencionado 


para los funcionarios de AFE que trabajaban en las estaciones-, lugar al que el funcionario tampoco 
podía ser redistribuido, por el escalafón policial. 


Este artículo trata de contemplar la situación del funcionario y no previó el viático. Se requiere la 
conformidad del funcionario para ese traslado. 


SEÑOR ABDALA.- Es claro que esta es una solución vigente, pero lo que se modifica es la distancia. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Así es; es una solución que viene del año 1990 incluida en la Ley 
N? 16.127 y en el Decreto N” 544, de 1990. 


(Diálogos) 


Esta norma es más benigna porque prevé que tiene ser en un radio de 50 kilómetros. 


El artículo 21 prevé la publicidad electrónica del personal declarado excedentario. Allí se establece: "La 
Oficina Nacional del Servicio Civil publicará por medios electrónicos adecuados el listado del Registro de 
Funcionarios a Redistribuir indicando perfil laboral, lugar de residencia y de trabajo habitual de cada 
funcionario en la función pública, resguardando su anonimato". 


Esto se incluye para que los jerarcas de la Administración Pública o los jerarcas de Recursos Humanos de los 
diferentes Incisos puedan acceder a esta base de datos y ver qué perfiles de funcionarios han sido declarados 
excedentarios para quizás enviar una solicitud de personal a redistribuir y concretar la redistribución, sin 
conocer de quiénes se trata. 


El artículo 22 establece las garantías del funcionario a redistribuir que para mí, de alguna manera, estaba 
contemplado a la hora de definir la redistribución. En este artículo se indica: "El funcionario incluido en la 
nómina de personal a redistribuir no verá afectados sus derechos, garantías y deberes inherentes a la 
vinculación con su oficina de origen, hasta el momento de su incorporación definitiva. El funcionario deberá 
continuar trabajando en el organismo donde ha sido declarado excedente, o permanecer a la orden en caso de 
suspensión o supresión del servicio, hasta que comience a prestar funciones en su nuevo destino". 


El precedente de esta disposición es el artículo 20 de la Ley N* 16.127, que establece las garantías de los 
funcionarios respecto a sus derechos en la oficina de origen. 


El artículo 23 refiere a la obligación de la Oficina Nacional del Servicio Civil de ofrecer a todos los 
funcionarios que aparecen en la nómina. Se establece: "Los funcionarios que se encuentren en situación de 
ser redistribuidos a la fecha de promulgación de la presente ley, hubieran sido o no ofrecidos con 
anterioridad, serán ofrecidos por la Oficina Nacional del Servicio Civil, en un plazo no superior a 60 días". El 
precedente de esto está en el artículo 45 de la Ley N* 17.556, de 18 de setiembre de 2002, que establece una 
solución similar respecto a efectuar una oferta genérica de todos quienes figuraran en la nómina. 


El artículo 24 indica: "El organismo de origen notificará al funcionario su destino en forma fehaciente, en un 
plazo máximo de tres días hábiles. Una vez notificado, el funcionario deberá presentarse en el organismo de 
destino dentro de los diez días hábiles siguientes. El incumplimiento injustificado de dicha obligación se 
entenderá como renuncia tácita al cargo o función". 


El artículo 25 -que se correspondería con el artículo 29 en el posterior orden- establece: "El funcionario cuya 
oferta haya sido aceptada, pasará a prestar servicios en el organismo en forma anticipada a su incorporación. 


[..J". 


En la normativa anterior el pase anticipado era una opción del jerarca de destino; en la oferta se podía aceptar 
al funcionario o pedir el pase anticipado. Ahora se prevé que una vez aceptado, el funcionario pasa en forma 
inmediata a la oficina de destino. Esta es la novedad en este artículo. 


SEÑOR GANDINI.- En los hechos, durante ese lapso, esto funciona como un pase en comisión: sigue 
perteneciendo y cobrando en la oficina de origen; solo cambia de lugar de trabajo pero sigue 
perteneciendo al organismo original. ¿Es así? 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Efectivamente. Si bien no es el instituto del pase en comisión, en los 
hechos es así. 


Como lo hemos dicho tantas veces, la incorporación definitiva se concreta cuando luego de ofertado el 
funcionario, su pedido pasa a la Comisión de Adecuación Presupuestal, que estará integrada por Oficina 
Nacional del Servicio Civil, Contaduría General de la Nación, u Oficina Nacional del Servicio Civil, Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto y Contaduría General de la Nación, dependiendo de los organismos 
involucrados en la redistribución. Esta Comisión proyectará la adecuación presupuestal y la resolución de 
incorporación, remitiéndola a la oficina de destino del funcionario. 


En el momento en que la oficina de destino dicta el acto de incorporación, el funcionario pasa efectivamente 
a pertenecer a ese lugar; previamente tiene un pase anticipado, que es similar al pase en comisión, tal como 
mencionaba el señor Diputado: sigue perteneciendo al organismo de origen y mantiene todos sus derechos, 
inclusive los remuneratorios, en la oficina de origen. 


El artículo 29 refiere a la incorporación, y establece: "La incorporación del funcionario declarado excedente 
en la oficina de destino será resuelta por el jerarca respectivo. La Oficina Nacional del Servicio Civil, 
Contaduría General de la Nación y Oficina de Planeamiento y Presupuesto proyectarán conjuntamente las 
correspondientes resoluciones de incorporación". 


SEÑOR ASTI.- Cuando hablamos de jerarca respectivo, ¿nos referimos al titular del Inciso o de la 
unidad ejecutora que lo recibe? 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Entiendo que con jerarca respectivo se refiere al jerarca del Inciso, 
que es el jerarca máximo del organismo. En el artículo podría establecerse "jerarca máximo" o 
"jerarca del Inciso". 


(Diálogos) 
SEÑOR ASTI.- Mi pregunta refería a si se trataba del jerarca de la oficina o del Inciso. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel)-. Pensé que lo contestaba al principio respecto a que era el jerarca 
máximo. 


SEÑOR POSADA.- La parte final del artículo establece: "[...] La Oficina Nacional del Servicio Civil, 
Contaduría General de la Nación y Oficina de Planeamiento y Presupuesto proyectarán 
conjuntamente las correspondientes resoluciones de incorporación". 


En la lógica de funcionamiento del Estado, si vamos a coordinar tres unidades se generará un problema. Lo 
ideal sería que uno lo proyecte, lo establezca, en este caso la Oficina Nacional del Servicio Civil, y dé cuenta 
a la Contaduría General de la Nación y a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Como lo que plantea el señor Diputado, históricamente en algún 
momento -entre los años 1985 y 1990- era el Servicio Civil el que hacía la adecuación presupuestal, 
proyectaba la norma. Lo cierto es que, desde el punto de vista práctico, la incorporación de la 
Contaduría General de la Nación y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto se explica porque es 
quien tiene realmente la estructura presupuestal y de sueldos de estas oficinas. Si la redistribución se 
está dando entre funcionarios de la Administración Central, quien realmente tiene toda la estructura 
de cargos y lo correspondiente al sueldo de cada cargo es la Contaduría General de la Nación. Por eso 
se justifica -en los hechos ha funcionado correctamente- que se integre la Oficina Nacional del Servicio 
Civil con la Contaduría General de la Nación con el fin de efectuar la adecuación presupuestal. El 
proyecto, generalmente, lo realiza la Oficina Nacional del Servicio Civil y la adecuación presupuestal, o 
sea, determinar qué sueldo se considera de origen y qué sueldo se va a considerar a los efectos de la 
incorporación, justifica la participación de la Contaduría General de la Nación. Y la de la OPP cuando 
estamos en el ámbito de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, porque es quien cuenta con 
la información presupuestal de los funcionarios de estos organismos. Y la integración de los tres: 


Oficina Nacional del Servicio Civil, Contaduría General de la Nación y Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto es para aquella hipótesis en la cual la redistribución pueda alcanzar a un funcionario de 
un Ente Autónomo que se incorpora a la Administración Central, por ejemplo. Ese es el sentido 
práctico de que trabajen en conjunto. 


SEÑOR POSADA.- Yo no discuto el hecho de que trabajen en conjunto, y me parece que es lo que 
corresponde. Lo que estoy diciendo es que alguien proyecta la resolución y da cuenta, comunica a sus 
efectos, en este caso, a la Contaduría General de la Nación y a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. Es a ese respecto, porque me parece difícil que una norma sea proyectada por tres 
organismos a la vez. La proyecta uno y comunica a los otros a los efectos que correspondan, en este 
caso el establecimiento de tal cosa. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Está bien. Por razones de economía perfectamente se puede 
considerar eso, no hay inconveniente. Insisto en que se establecía el proyecto, lo firmaban los jerarcas 
de estas oficinas y lo remitían al jerarca de la oficina que incorpora. 


(Diálogos) 


SEÑOR POSADA.- Creo que se hacía acuerdo de que es necesaria la participación de estas oficinas. Lo 
que decíamos era que una quedara con la responsabilidad de proyectar la resolución, obviamente, 
estableciendo la intervención de la Contaduría General de la Nación o de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto en su caso porque, además, no es en todos los casos. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Está bien; no hay inconveniente. Como asesoramiento se podría 
hacer y se puede modificar en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Elaborarán una nueva redacción y la harán llegar. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- El artículo 34 del proyecto establece: "Una vez resuelta la 
incorporación, el cargo redistribuido y su dotación, deberán ser suprimidos en la repartición de origen 
y se habilitarán en la de destino. La inclusión del funcionario en la respectiva planilla presupuestal de 
destino, deberá efectuarse en el término de 60 días a partir de la aprobación del acto administrativo de 
incorporación. El no cumplimiento de este plazo, será responsabilidad de los encargados de los 
servicios involucrados en ambas oficinas, de origen y destino. [...]"". 


Esta norma tampoco es una novedad; ya existía en las normas anteriores de redistribución. Es el hecho de que 
el cargo en origen se suprime, se habilita el destino y establece la responsabilidad de las respectivas oficinas 
de Contaduría de dar el alta y la baja respectiva en cada una de las oficinas. 


El artículo que tengo que analizar ahora es uno de los que se perdió y que tiene que ver con la integración de 
la Comisión de adecuación presupuestal. Y dice: "En todos los procedimientos de redistribución, la Comisión 
a que refiere el artículo 471 de la Ley número 16.226, de 29 de octubre de 1991, efectuará la adecuación 
presupuestal correspondiente, determinando el cargo y remuneración que corresponda asignar.- Para el 
cumplimento de dicha actividad dispondrá de un plazo de 90 días corridos contados a partir del día siguiente 
al de la recepción de las actuaciones remitidas a tales efectos por la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
quedando facultada a solicitar información complementaria o asesoramiento, en cuyo caso se suspenderá el 
plazo otorgado por el lapso comprendido entre la solicitud de la información o asesoramiento y su 
recepción". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos analizando el artículo 32 del reordenamiento, que está marcado con 
resaltador verde. 


Este artículo va como aditivo. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- A continuación vamos a analizar el artículo 35 del proyecto del Poder 
Ejecutivo, que sería el artículo 33 del reordenamiento. 


En este artículo se establecen los criterios de cómo se debe efectuar la adecuación presupuestal. El artículo 
establece: "La adecuación presupuestal deberá atender a la comparación de la retribución que le corresponde 
al funcionario en la oficina de destino con la que percibía en la oficina de origen, considerando igual régimen 
horario, no siendo de aplicación lo dispuesto por el artículo 105 del Decreto-Ley Especial N* 7 de 23 de 
diciembre de 1983, con la modificación introducida por la presente Ley.- Para el cálculo de la retribución a 
percibir en la oficina de destino por el funcionario redistribuido, se tomará la retribución del funcionario en 
su oficina de origen a la fecha de ser declarado excedente, con las actualizaciones al momento de la 
adecuación. Las mismas comprenderán el sueldo y todas las compensaciones de carácter permanente y 
retributivo, percibidas en el organismo de origen, con excepción de las compensaciones por prestación de 
funciones especiales no permanentes de ese organismo y/o de tareas distintas a las inherentes a su cargo o 
función.- En caso que el régimen horario que cumple el funcionario excedente, en la oficina de origen, difiera 
del régimen horario de la oficina de destino, a efectos de comparar las remuneraciones se deberán considerar 
las retribuciones de la siguiente manera:.- Si en origen el horario es mayor que en destino, se tomará la 
retribución de origen correspondiente al régimen horario del funcionario y se comparará con la de destino, 
correspondiente a la carga horaria que rija en destino.- Si en origen el horario es menor que en destino, la 
retribución de origen deberá transformarse a valores del régimen horario de destino. Se entiende por 
compensaciones de carácter permanente, aquellas cuyo derecho al cobro se genera por lo menos una vez en el 
año, durante un período como mínimo de tres años, con excepción del sueldo anual complementario.- Se 
considera que tienen carácter retributivo aquellas partidas que independientemente de su denominación o 
financiación se abonen a los funcionarios por la prestación de servicios.- Cuando la retribución se integre con 
conceptos de monto variable, se tomará el promedio mensual de lo percibido en los últimos 12 meses previos 
a la declaración de excedencia.- Las retribuciones en especie se tomarán por su equivalente monetario.- Si la 
retribución que le corresponde al cargo o función en el organismo de destino fuere igual o superior a la que el 
funcionario percibe en la oficina de origen, se asignará aquélla. Si fuere menor, la diferencia resultante se 
mantendrá como compensación personal al funcionario y en todos se incrementará con los aumentos que 
establezca el Poder Ejecutivo para los salarios públicos. De la citada compensación deberán descontarse los 
incrementos por cambios en la tabla de sueldos, ascensos, aumento de grado del funcionario y 
compensaciones y partidas, cualquiera sea su financiación, que se abonen en la oficina de destino al momento 
de la incorporación o que se otorguen en el futuro.- Los montos en que se abate la compensación personal, en 
virtud de los conceptos expuestos, se transferirán a los objetos del gasto correspondientes a dichos 
conceptos". 


SEÑOR PRESIDENTE.- De ahora en adelante vamos a eximir al doctor Ariel Sánchez de leer aquellos 
artículos que no varían y que supuestamente todos leímos para, eventualmente, hacer algún 
comentario. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Asumo cierta complejidad en el tema y con ello estoy abriendo el 
paraguas con respecto a la observación que voy a realizar. 


Los funcionarios están contratados en general por el régimen de 40 horas semanales. Aplicar este criterio 
implica reconocer la realidad quizás por encima del propio contrato. ¿Qué pasa con el funcionario que 
trabajaba más en origen? ¿Se lo va a hacer trabajar menos? ¿Se le va a bajar el sueldo? ¿Se lo va a hacer 
trabajar más que los demás manteniendo el sueldo? ¿Qué pasa con los que trabajaban más y con los que 
trabajaban menos en función de la realidad del contrato? 


Me parece que es sumamente complicado aplicar este sistema sin que se termine violentando derechos 
adquiridos. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- La única novedad que tiene este artículo es que contempla a texto 
expreso las variaciones de régimen horario que, en los hechos, era un problema que tenía la Comisión 
de Adecuación Presupuestal a la hora de contemplar a aquellas personas que venían de un régimen 
horario mayor con un sueldo determinado y pasaban a un régimen horario menor o viceversa. Por 
ejemplo, surgía la duda de si a una persona que venía de un régimen horario de 6 horas con un sueldo 
determinado y, por necesidades del servicio de destino, pasaba a trabajar 8 horas -como el resto de los 
funcionarios-, se le debía incrementar el sueldo en un porcentaje determinado, cuando de pronto el 
sueldo que traía de origen era mayor que el que pagaba el organismo al que se incorporaba. Todo esto 


es de gran complejidad, precisamente, por las distintas estructuras de los organismos en cuanto a 
sueldos. 


El criterio que prima en este artículo es el más favorable para el funcionario. Si el sueldo del funcionario era 
mayor en origen, se le mantiene, y aquellas promociones, cambios de asignación o nuevas partidas que se le 
otorguen se van a descontar de la diferencia que se le estableció como partida personal a la hora de la 
adecuación presupuestal. Entonces, reitero que este artículo mantiene todos los derechos al funcionario y, a la 
hora de adecuarlo presupuestalmente, se contemplan los derechos adquiridos por el funcionario en origen. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Entonces, en virtud de lo que aquí se señala, debemos concluir que en 
una misma oficina puede haber dos funcionarios que cumplan la misma función y tengan el mismo 
horario de trabajo, pero que ganen diferente. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Sí. Eso siempre fue así. Por ejemplo, un funcionario de "El 
Espinillar" de ANCAP, que por pertenecer a un Ente Autónomo tenía un sueldo superior al que se 
cobra en la Administración Central, a la hora de ser incorporado a la Administración Central 
mantiene el sueldo en el cargo de destino. El sueldo es el de destino y la diferencia a favor se paga como 
una compensación personal que se absorbe en los futuros ascensos o compensaciones que se le asignen. 
Esta es una norma que apunta a mantener los derechos adquiridos del funcionario en el cargo de 
origen. Entonces, en los hechos, como dice el señor Diputado, puede haber un administrativo con 
determinado sueldo y otro que se incorporó por la vía de la redistribución, procedente de un 
organismo donde ganaba más, con un sueldo superior. En realidad van a ganar el mismo sueldo, pero 
en los hechos, el que se reincorporó va a cobrar más dinero por concepto de compensación personal. 
De lo contrario, habría que incorporarlo con el sueldo de destino y rebajarle el sueldo que venía 
percibiendo en origen. 


Esto es así desde 1985, desde que se aprobó la primera norma sobre redistribución, a los efectos de mantener 
los derechos al funcionario. 


SEÑOR ASTI.- Cuando hablamos de la totalidad de remuneraciones que están previstas en el artículo, 
se me planteaba la duda respecto a aquellas que provienen de dedicación exclusiva o por 
incompatibilidad, es decir, cuando el funcionario que es pasible de ser redistribuido está cobrando en 
origen una partida por dedicación exclusiva o por incompatibilidad de funciones. 


SEÑOR GANDINI.- Cuando el doctor Ariel Sánchez dio la explicación, me vinieron a la memoria 
algunos casos en los que se mantenía la diferencia pero se congelaba, y el funcionario dejaba de recibir 
los aumentos hasta quedar equiparado con el resto. ¿Eso está vigente? 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- No. La norma siempre previó que las diferencias a favor se 
mantuvieran como una compensación personal y que su sueldo se viera afectado por los aumentos 
supervinientes en destino. 


Voy a recurrir nuevamente a un ejemplo. Si el funcionario provenía de "El Espinillar" de ANCAP, de PLUNA 
o de ANSE, donde se pagaban sueldos proporcionalmente superiores a los de la Administración Central, 
ocurría lo siguiente. Si un tiempo después se comparaba su sueldo en destino con el de los funcionarios que 
se mantuvieron en origen, había tenido una pérdida, pero el sueldo en destino y la compensación personal 
siempre se vieron afectados por los aumentos en destino. Si el funcionario se incorporaba al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y allí se establecía un aumento, este era sobre el sueldo de destino y sobre la 
compensación personal que tenía a favor por proceder de un lugar con un sueldo mayor. Pero si luego se 
hacía una comparación con un funcionario que se mantuvo en origen, en el transcurso del tiempo, como 
generalmente los aumentos en los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados son mayores, su sueldo 
terminaba siendo menor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería bueno escuchar una opinión sobre el tema de la dedicación exclusiva. 


SEÑORA TEJERA.- El inciso debería quedar redactado de la siguiente manera: "Las mismas 
comprenderán el sueldo y todas las compensaciones de carácter permanente y retributivo, percibidas 
en el organismo de origen, con excepción de las compensaciones por dedicación exclusiva por 
prestación de funciones especiales no permanentes de ese organismo y/o de tareas distintas a las 
inherentes a su cargo o función". De esta forma se agrega que la dedicación exclusiva no se tiene en 
cuenta. 


SEÑOR ASTI.- Estoy de acuerdo. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Voy a referirme al artículo 26 del proyecto, que sería el 34 del texto 
reordenado. Allí se establece la reglamentación de este sistema de redistribución en un plazo de ciento 
ochenta días. 


El artículo 35, correspondiente al 27 original, establece que a todos los funcionarios que se encuentran en la 
nómina del personal a redistribuir se les va a aplicar el nuevo régimen, una vez aprobado. 


SEÑOR GANDINI.- Este artículo comienza diciendo: "Normas transitorias". Creo que se debería 
eliminar esa referencia porque puede entenderse que las que siguen también pueden serlo, y no agrega 
nada al artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay objeciones, así se procederá. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Ahora tengo necesidad de hablar de otro artículo omitido. Me refiero 
a contemplar la situación de los funcionarios públicos cónyuges de funcionarios públicos que por 
razones de servicio desempeñen tareas en localidades diferentes y que deseen prestar servicio en la 
misma localidad. Se establece que podrán pasar a prestar servicios en comisión en cualquier 
dependencia de la Administración Pública, quedando exceptuados de toda prohibición. 


Históricamente, el artículo 28 de la Ley N* 16.127 preveía la redistribución de los funcionarios cónyuges de 
otro funcionario público que, por razones de servicio, fuera designado en tareas en una localidad distinta en 
el país. Ahora la solución es que pasen en comisión y no que sean redistribuidos. 


SEÑOR ASTI.- Pregunto si con la redacción de este artículo, y teniendo en cuenta la nueva legislación 
con respecto a los concubinos, no estamos excluyendo el caso. 


SEÑOR BEROJIS.- Cuando se habla de "cualquier dependencia de la Administración Pública", ¿se 
entiende que son Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Gobiernos Departamentales? 


SEÑOR GANDINI.- La generalidad de la redacción me ofrece dudas. Una de ellas es la que establece el 
señor Diputado Berois. Otra refiere a lo de "cualquier dependencia", porque acá no queda claro. ¿La 
elige el funcionario o es potestad de la Administración? 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- La competencia en materia de redistribución en todos los casos sería 
del Servicio Civil. El destino es elegido por nuestra Oficina, de acuerdo con las posibilidades y el perfil 
del funcionario. 


Por otra parte, quiero decir que es ínfima la cantidad de funcionarios que se acogen a esta norma. Como decía 
al principio, era prácticamente imposible hacer coincidir el destino donde se asignaba al cónyuge porque, 
generalmente, el cónyuge volvía a cambiar de destino y se solicitaba otra redistribución. Por eso se optó por 
el pase en comisión. 


SEÑOR ABDALA.- En este caso, la disposición del Servicio Civil es independiente de la voluntad del 
organismo de destino. Es decir, el organismo de destino no tiene más remedio que aceptar a ese 
funcionario en comisión en estas circunstancias. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- El organismo de destino no está obligado a aceptar el funcionario en 
comisión. Habitualmente, se hacía un planteo al organismo para saber si podía recibirlo. En el caso del 
pase en comisión tiene que ser igual. La primera regla en materia de pases en comisión es la 
prohibición. Las excepciones son las facultades que tienen los jerarcas para solicitar funcionarios en 
comisión. Es por ello que esta norma también se incluye en el pase en comisión. Sin lugar a dudas, esto 
requerirá la conformidad del jerarca de destino, algo que podría incluirse a texto expreso. 


SEÑOR ABDALA.- Entonces, quiere decir que la única modificación es que en este caso no regirían las 
limitaciones generales que existen en materia de pases en comisión. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Dice a texto expreso que no rigen las prohibiciones. 


SEÑOR ASTI.- Todos sabemos que se exceptúan algunos pases en comisión por la incompatibilidad 
que puede haber en el ejercicio de un cargo en la oficina de destino con respecto a la de origen. Estoy 
de acuerdo con el instituto del pase en comisión en este caso, pero no cuando hay incompatibilidades. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Nosotros manejamos la posibilidad de incluir el tema de las 
situaciones concubinarias, algo que hoy recoge nuestra legislación. En la medida en que esas 
situaciones están equiparadas, son permanentes y se pueden comprobar, deberían ser contempladas en 
la norma. 


Con respecto a las prohibiciones que pudiera haber en materia de pases en comisión, se iría a los principios 
generales. En primer lugar, se requiere la conformidad del jerarca de destino a los efectos de que el pase en 
comisión pueda prosperar. 


SEÑOR BEROIS.- Antes pregunté si cuando la norma refiere a cualquier dependencia de la 
Administración Pública incluye Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Gobiernos 
Departamentales. 


SEÑOR GANDINI.- A mí no me queda clara la respuesta que se me dio. En la idea que se nos 
transmite, parece equipararse el instituto del pase en comisión con el de la redistribución, y son 
diferentes. 


Vuelvo a preguntar si elige el funcionario. Trasladan a su compañero del organismo de origen, y esta persona 
va y dice: "Yo quiero pasar al Banco de la República". ¿Puede decir eso? Se me contesta que es el jerarca el 
que decide, pero eso es en el caso de la redistribución, no en el pase en comisión. El instituto del pase en 
comisión funciona diferente. Lo pide un jerarca y otro lo concede, si está dentro de la ley. Este no es el 
camino. Si lo vamos a equiparar a las normas de la redistribución, pongámoslo, porque el pase en comisión 
está regulado diferente. Me parece que hay que aclarar alguna cosa más. 


Del mismo modo que las prohibiciones podrían ser las que acabamos de fijar para las redistribuciones, no se 
puede ir de un organismo de tal tipo a un organismo de otro tipo. Si no lo explicitamos, en un pase en 
comisión sí puede hacerse. Una persona puede pasar de la Administración Central a un Gobierno 
Departamental. Si vamos a pedir, como en el caso de la redistribución, la conformidad al jerarca, deberíamos 
ponerlo, porque el jerarca puede no quererlo. Me parece que es un poquito más complejo que esta 
formulación genérica. 


SEÑORA FERRARIS.- En principio, me parecen atinadas las observaciones que formula el señor 
Diputado Gandini en el sentido de que, probablemente, deberíamos ajustar el texto, por cuanto me 
parece que este pase en comisión tal cual está reglado no debería equipararse al régimen general de 
pases en comisión. 


En puridad, me da la sensación de que es un pase en comisión atípico, que merecería un tratamiento con un 
nivel más de detalle que nos permitiera clarificar más esto y despejar todo tipo de dudas en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, esperamos un nuevo ajuste a la redacción del aditivo que tiene el 
número 36 en el texto reordenado. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- El artículo que mencioné en su momento era el 37 del texto 
reordenado, que no figura en el proyecto del Poder Ejecutivo, que también fue omitido a la hora de la 
remisión y establece las derogaciones expresas de los artículos 15 a Ley N” 16.127>25 y 27 a 31 de la 
Ley N” 16.127. En estos artículos se omite especialmente derogar el artículo 26 de la Ley_N” 16.127, que 
regula la redistribución de funcionarios subutilizados. En consecuencia, mantiene la misma redacción 
que tenía la norma original. 


Luego, se deroga el artículo 50 de la Ley_N”* 18.172, que es la que establecía la suspensión de la 
redistribución; el artículo 36 de la Ley N* 18.046, de octubre de 1996; el artículo 10* y el 354 de la Ley 

N? 18.362, que es una norma que establece las derogaciones de los sistemas anteriores, excepto el artículo 26 
de la Ley N* 16.127, que establece la redistribución de los funcionarios subutilizados, que sigue por el mismo 
régimen original. 


SEÑOR BEROJIS.- Con estas derogaciones, ¿todas las redistribuciones quedan incluidas en este 
proyecto? 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Precisamente, al principio decía que se derogan los sistemas 
anteriores y se hace todo un cuerpo normativo sobre la redistribución y la adecuación presupuestal, o 
sea que la parte redistributiva queda regulada por estos artículos. 


SEÑOR BEROJIS.- ¿O sea que no quedan normas de redistribución que no estén incorporadas acá? 


SEÑOR SÁNCHEZ.- No quedan normas, salvo el artículo 26 de la Ley N” 16.127, sobre redistribución 
de personal subutilizado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda el artículo 38 del texto reordenado, equivalente al 13 del original. 


SEÑORA TEJERA.- El artículo 38 del texto reordenado lo mencioné cuando hablé con carácter 
general de todos los artículos. Refiere a que, mediante un informe, la Oficina va a establecer el 
requisito de que la persona que va a pasar en comisión debe tener tres años de antigitedad. 


SEÑOR GANDINI.- Llama la atención las diferencias entre las leyes referidas por el proyecto del 
Poder Ejecutivo y las que vienen en este nuevo artículo 38. Quizás deberíamos ver con Secretaría 
cuáles son las correctas. El artículo 38 habla del inciso primero del artículo 67 de la Ley N* 17.556 y 
venía haciendo referencias más complejas. Probablemente las leyes referidas correctas sean las que 
vienen del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les pedimos que lo revisen y nos envíen las correctas. 


SEÑORA FERRARIS.- El artículo 36 del Poder Ejecutivo es el 38 del texto reordenado. Refiere a la 
posibilidad de presupuestar a aquellos funcionarios que se encuentren desempeñando funciones 
contratadas de carácter permanente en los Incisos del Presupuesto Nacional. ¿Por qué ponemos este 
artículo? Porque no eran funcionarios con contratos permanentes de función pública en la 
Administración Central antes del 1” de enero de 2007 donde, por el artículo 43 de la Ley N” 18.046, se 
estableció la presupuestación de todos los funcionarios con contrato de función pública permanente a 
esa fecha. En general, estas personas estaban redistribuidas y no tenían esa calidad al momento de la 
entrada en vigencia de la ley mencionado, por lo que no pudieron ser presupuestados. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Deduzco que la norma a la que refiere es del Presupuesto anterior, 
donde hubo una norma similar tendiente a subsanar estas situaciones. 


Al hacer obligatorio el cambio de régimen de contratado a presupuestado y hacerlo pasar a ocupar el último 
grado del escalafón y serie de la Unidad Ejecutora respectiva, ¿no se están violando los derechos adquiridos 
de los funcionarios? Digo esto porque pasan al último grado del escalafón. 


SEÑOR GANDINL.- Quería saber si esto está haciendo referencia a los que fueron incorporados por el 7* de 
la Ley de Presupuesto de 2005, porque la referida habla de eso. La norma referida, es decir, el artículo 13 de 
la Ley N* 18.172 dice: "Una vez computado un año desde la designación en contratos de función pública de 
los funcionarios ingresados en los incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 7? de la Ley N* 17.930 [...]". Esa es la referencia. Parece estar hablando de los que fueron 
regularizados por las comisiones paritarias en la aplicación de lo dispuesto por el artículo 7”. ¿Es eso de lo 
que estamos hablando? 


SEÑORA TEJERA.- Lo que dice es, precisamente, con excepción de esas personas. Dice: "[...] con 
excepción de los alcanzados por el artículo 13][...]". 


SEÑOR GANDINI.- ¿Esos son los que no se van a presupuestar? 

SEÑORA TEJERA.- Las personas naturalizadas por el artículo 7” tienen su propia norma de 
presupuestación. Por eso es que acá los excepcionamos. Acá estamos tratando de que se presupuesten 
los que al 1” de enero de 2007 no tenían contrato de función pública permanente y al día de hoy sí lo 
tienen. Entonces, es un grupo de personas que quedó sin poder presupuestar. 

SEÑOR BEROIS.- Solo quería hacer esa aclaración que refiere a los contratos de función pública. 
SEÑORA TEJERA.- Con respecto a la pregunta de si entraban en el último grado del escalafón, quiero 
decir que si ingresan en otro, se está vulnerando la carrera administrativa de los funcionarios ya 


presupuestados. 


El artículo 37 es el que refiere a la acumulación de vínculos y también refiere a un grupo de normas 
desordenadas. Esto lo va a explicar la doctora Lemes. 


SEÑORA LEMES.- El artículo 37 no tendría esta ubicación. El primer artículo que correspondería 
tratar acá es el que figura con el número 48 en el proyecto del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GANDINI.- ¿No es el 38? 


SEÑORA LEMES.- No, es el 48, porque está vinculado con una excepción relacionada con un artículo 
que debió ir antes, que establece el principio general de la prohibición. La prohibición, en forma 
general, fue dispuesta en el artículo 48 del proyecto original del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GANDINL.- Me estoy guiando por el comparativo para entender. El que vendría ahora es el 
40, que nos dicen que equivale al 38 del Poder Ejecutivo. 


(Diálogos) 


Para ordenar: acabamos de tratar el artículo 39, renumerado por la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
que equivale al 36. Ahora, vamos a ver el artículo 40, y yo abro el librito que nos mandó la Oficina Nacional 
del Servicio Civil y veo que dice que el 40 equivale al 38. O sea que tengo que mirar el 38 del Poder 
Ejecutivo y el 40 de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


(Diálogos) 


SEÑORA LEMES.- Creo que la confusión que se da acá es que en un principio veníamos siguiendo el 
orden de artículos del proyecto del Poder Ejecutivo, que luego se salteó al tratar el tema de la 
redistribución porque había que agrupar y reordenar todos esos artículos. Una vez terminado el tema 
de la redistribución, correspondería continuar, nuevamente, con el orden del proyecto del Poder 


Ejecutivo, pero si así se quiere, se puede continuar con el orden establecido por la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. 


SEÑOR GANDINI.- Yo quiero seguir un solo criterio. El único criterio que puedo seguir ahora es el del 
comparativo que nos mandaron. No voy a introducir un tercer criterio. Desordeno el del Poder 
Ejecutivo y ahora desordeno el que nos mandó la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil ordena los artículos de vuelta y me dice que el 40 -que es el que 
vendría a tratar ahora- equivale al 38 del Poder Ejecutivo, y yo tengo que seguir con eso; si no, tendría que 
irme a un tercer comparativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es cierto que se había decidido -a pedido de algunos señores legisladores- 
trabajar sobre el articulado original; fue así. Luego, cuando planteamos la necesidad de agrupar, se 
toma el nuevo documento que nos remiten y comenzamos a trabajar sobre esa base. 


Lo que propone el Diputado Gandini es no volver nuevamente al proyecto original. Entonces, le pregunto a la 
doctora Tejera si es posible continuar como veníamos en el sentido de que ahora correspondería tratar el 
artículo 40 del texto reordenado, o si hay que hacer alguna modificación por eso de agrupar. 


SEÑORA TEJERA.- Quizás fui yo quien indujo a confusión, porque hablé del artículo 36 del proyecto 
original y después venía el 37, que era sobre acumulación. Es decir que seguí el orden del proyecto y no 
el que nosotros habíamos establecido. 


Con respecto al artículo 40 del texto reordenado -38 del texto original-, se habilita a solicitar por parte de los 
funcionarios la transformación de sus cargos en función de haber estado desempeñando funciones en un 
escalafón diferente al cargo presupuestal. Lo que se exige es que tenga los títulos correspondientes, si es para 
pasar al escalafón A y B. Y continúa diciendo: "El jerarca del Inciso deberá avalar que la transformación del 
cargo solicitada es necesaria para la gestión de la unidad ejecutora.- El Poder Ejecutivo, previo informe de la 
Contaduría General de la Nación y de la Oficina Nacional del Servicio Civil, transformará los cargos 
respectivos asignándoles el equivalente al último grado ocupado del escalafón. Dicha transformación se 
financiará, de ser necesario, con cargo a los créditos autorizados en la unidad ejecutora correspondiente, en el 
grupo 0 'Servicios Personales'.- En todos los casos se mantendrá el nivel retributivo de los funcionarios. 
Efectuada la transformación, la diferencia que existiera entre la retribución del funcionario en el cargo 
anterior y al que accede será asignada como una compensación personal transitoria, que se irá absorbiendo en 
futuros ascensos. La misma llevará todos los aumentos que el Poder Ejecutivo disponga para los funcionarios 
de la Administración Central". 


Este artículo reedita el artículo 40 de la Ley N* 18.046, porque ha quedado personal; se estableció un plazo 
para la transformación de los cargos y volvemos a reeditarlo. 


SEÑOR GANDINLI.- Solo quiero dejar una constancia. 


Nos llegó un trabajo en el que se pinta de colores lo que cambia y, aunque aparece en nuestro repartido como 
si no los hubiera, en este artículo hay cambios con respecto al proyecto original. Por ejemplo, dice que el 
Poder Ejecutivo, previo informe de la Contaduría General de la Nación y de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, transformará los cargos respectivos asignándoles el equivalente al último grado ocupado del escalafón 
siempre y cuando no signifique costo presupuestal ni de caja. Luego dice: " Dicha transformación se 
financiará (...)". Esto lo marqué, porque si no tiene costo, por qué se financia. Ahora creo que aquí viene 
corregido. Es otra redacción. 


Decía que no debe tener costo y después decía: "se financiará con cargo A". Si no tiene costo no hay por qué 
financiar. Acá queda resuelto. Tiene costo, porque dice que de tenerlo se financiará. 


SEÑORA TEJERA.- El artículo 41 dice: "A partir de la vigencia de la presente ley, las funciones de 
Alta Prioridad y Alta Especialización que se detallan a continuación (...) serán cargos de particular 


confianza (...)". Acá se establece que aquellos directores de unidades ejecutoras que tienen su cargo a 
través del artículo 7”, es decir, Alta Prioridad, pasen al escalafón Q. 


En este proyecto se elimina el Director Técnico de Proyectos de Desarrollo, porque se saca a DIPRODE. 
Debemos agregar al Director Técnico de Estadísticas y Censo, que no lo pusimos en el articulado al momento 
de remitirlo. 


SEÑOR ASTI.- ¿Cómo se designaban hasta ahora estos caros? 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- En el sistema vigente, en muchos casos, cuando esto sucedía, se 
designaban los encargados de despacho. Si bien el sistema no ha funcionado adecuadamente, nos 
parece que en el mismo artículo podrían incorporarse algunas condiciones técnicas mínimas para 
ejercer esta función a partir de la modificación que se está planteando. 


En la medida en que pasan a ser de particular confianza y dejan de ser cargos de Alta Prioridad y 
especialización, parece imprescindible que se incorporen algunas condiciones técnicas mínimas al 
desempeño de la función. 


SEÑORA TEJERA.- Creo que al dejar de ser cargos de Alta Prioridad y de alta especialización y pasar 
a ser de particular confianza, cambia la condición. Precisamente, se está suprimiendo el artículo 7” de 
la Ley N” 16.320. 


SEÑOR POSADA.- Me llama la atención que estos cargos, que ahora pasan a ser de particular 
confianza, en tanto eran de Alta Prioridad y alta especialización, tenían, entre otras condiciones, lo que 
está referido en las normas citadas: "Los técnicos contratados en este régimen estarán absolutamente 
inhabilitados para ejercer cualquiera otra actividad remunerada, excepto la docencia directa en la 
enseñanza superior; en caso de ser funcionarios públicos estarán comprendidos en el beneficio de 
reserva de cargo establecido en el artículo 1” del decreto-ley N” 14.622, de 24 de diciembre de 1976, por 
el período de su contratación". Al pasar a ser cargos de particular confianza dejan de ser "full time" 
para la Administración. 


SEÑOR GANDINI.- Está claro que la Administración quiere prescindir de estos cargos que están 
ocupados, en algunos de los casos, por concurso, y, en otros, por funcionarios con determinada 
especialidad en la materia, y pasarlos a cargos políticos. Me parece que no tiene ningún otro requisito 
que la confianza política. 


¿En qué situación quedan quienes hoy ocupan estos cargos? Algunos de ellos podrán ser nombrados en ese 
mismo cargo como de particular confianza, o ser sustituidos. ¿O son sustituidos al vacar? 


SEÑOR ASTI.- Quisiera reiterar la pregunta que hice al inicio. ¿Cómo son designados en la actualidad 
estos cargos que se detallan en este artículo? Me consta -y creo que a todos- que para llenar el cargo de 
Auditor Interno de la Nación no se llama a concurso. 


SEÑORA TEJERA.- Estos cargos los ocupan personas que son Directores de unidades ejecutoras. 
Como no está establecido el cargo de particular confianza por ley, ingresan por Alta Prioridad; no es 
por concurso. Se establece un expediente con el currículum y son designados, pero no a través de un 
concurso. 


SEÑOR GANDINLI.- No hay ninguna alta especialización. 
SEÑOR TEJERA.- No. 


En cuanto a qué pasa con los que aún tienen cargos de Alta Prioridad, el artículo 42 establece: "Suprímase las 
funciones de Alta Prioridad creadas al amparo del artículo 7” (...) que se encuentren vacantes a la fecha de 


vigencia de la presente ley.- Con respecto a las funciones de Alta Prioridad ya provistas se suprimirán al 
vacar". 


SEÑOR ABDALA.- Cuando se habla del Director Técnico de Energía -nombre que no me resulta del 
todo familiar-, ¿estamos refiriéndonos a lo que conocemos comúnmente como Director Nacional de 
Energía del Ministerio de Industria, Energía y Minería? 


SEÑORA TEJERA.- Sí. 


SEÑORA FERRARIS.- Me da la sensación -aquí de alguna manera se ha planteado- que en el espíritu 
de esta norma está presente el transparentar la realidad. De hecho, son cargos de particular confianza. 


Con referencia a lo que planteaba el señor Goodtdofsky sobre las incompatibilidades, debo decir que a 
medida que pasan a ser cargos del escalafón Q conservan las incompatibilidades de cualquier otro 
funcionario público. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- En realidad, todos los Directores 
eran de confianza política y técnica. Acá se los está suplantando por una figura que es del mismo tipo, 
pero con una diferencia. Según el artículo 22, se pagaba por un bolsón, que era el 5%. En términos 
prácticos, lo que se crea se debe a que los cargos Q de confianza de muchas Direcciones no eran 
competitivos en el mercado con algunos profesionales que se precisaban, ya fuera de confianza política 
o técnica, porque, a veces, se necesita de un técnico específico, más allá de que no sea de confianza 
política. Por el artículo 22 tenían un sueldo bastante mayor. Al pasar a ser un cargo de confianza, va a 
estar dentro de las generales de la ley en esto, y, más adelante, van a ver que tendrá topes salariales 
referenciados a porcentajes con respecto a los jerarcas. 


También se va en la dirección de igualar los cargos Q, ya que los Directores Generales en diferentes áreas 
van a ganar lo mismo. Lo que pasaba era que un Director Nacional de un área no ganaba lo mismo que otro. 
Con el artículo 22 pasaba algo muy similar: había una variación bastante importante. De esta forma, se 
contempla la exclusividad y otras cosas. 


SEÑORA TEJERA.- El artículo 43 deroga el artículo 7% de la Ley de Presupuesto anterior, Ley 
N* 17.930, que permitió la naturalización de los vínculos desvirtuados. 


SEÑOR GANDINI.- Este artículo tan sencillo nos lleva a un tema más complejo: el de la situación que 
reguló en su momento el artículo 7” de la Ley de Presupuesto, procurando ordenar una situación que 
venía de un tiempo atrás, producto de las leyes que prohibieron el ingreso al Estado y habrían 
generado distorsión en los nombramientos, desnaturalizando su contrato original. 


Luego, el artículo 7” permitió crear Comisiones Paritarias que identificaran aquellas situaciones en que se 
desnaturalizaba el contrato original y, a partir de allí, se regularizaron miles de funcionarios de distinta 
categoría: becarios, pasantes, contratos a término y algunos más. 


Nosotros advertimos que hoy estamos ante una situación muy parecida. Quizás no tenga el mismo volumen, 
pero es parecida. Contamos con datos concretos de situaciones en las que se ha desnaturalizado el contrato 
original. Hay becarios que cumplen funciones que no son las que define el contrato de beca; no hacen una 
tarea de apoyo y, como contraprestación, reciben una ayuda para su estudio o para su manutención; tienen 
tareas jerárquicas. 


Algunos que se han recibido profesionalmente en el transcurso de su beca han pasado a cumplir funciones de 
profesionales de hecho. También hay becarios o pasantes que acuden a las audiencias en nombre del 
Ministerio con un poder otorgado por el Poder Ejecutivo para representar al Estado. Esa no fue la tarea para 
la que fueron contratados como pasantes. Hay becarios y pasantes que han superado el límite de plazo para el 
cual fueron contratados, y como la Administración argumenta la necesidad de servicio, los mantiene en su 
cargo. 


Así se desnaturalizó su contrato original, y, lo que es peor, hay contrataciones que se hacen a través de 
tercerizaciones. Creo que las más notorias son las que se hacen a través de la fundación de la Universidad de 
la República. Es una burda tercerización que oculta una verdadera relación de dependencia. El Poder 
Ejecutivo o el organismo transfiere por convenio a una fundación de derecho privado un monto de dinero, y 
ésta traslada personal que cumple tareas, marca tarjeta en el organismo y está referida a una escala jerárquica 
dentro de esa organización y no de la que lo contrató realmente. 


No es un funcionario que trabaja para una empresa contratada y responde a esa empresa; es un funcionario al 
que se le paga por esa empresa y responde al organismo en el cual desempeña tareas. Se ha desnaturalizado 
su relación original y se transforma -como las tan cuestionadas unipersonales- en una relación de 
dependencia encubierta del organismo en el que desempeña tareas, por un plazo mayor al determinado. A 
nosotros esta situación nos preocupa, aunque, seguramente, tiene un volumen menor. 


No quiero mencionar el tema de los caché; saludablemente, aquí se elimina el contrato de esa naturaleza. Sin 
embargo, no fue dicho por la Oficina Nacional del Servicio Civil en su comparecencia por la Rendición de 
Cuentas que se venía aplicando un decreto ilegal para justificar la contratación a través del cachet de 
administrativos y no exclusivamente de artistas, técnicos o periodistas, como establecía la ley de 2005. 


Se utilizaba el mecanismo del decreto, que, de hecho, había quedado derogado pero era al que se apelaba 
para poder contratar esas funciones desnaturalizadas con relación a la ley. Al final, la única solución es 
eliminar el contrato. 


Entendemos que debe consagrase en la ley presupuestal una norma que permita abordar estas situaciones 
excepcionales de becarios, pasantes, contratados a términos y aún estos empleados de instituciones 
tercerizadas -como la Fundación Ricaldoni, observada reiteradamente por el Tribunal de Cuentas por realizar 
ese tipo de contratos; tengo aquí las observaciones-, y prever la creación de Comisiones Paritarias que 
puedan identificar esas situaciones. Esta es una reivindicación de COFE, que ya fue recibida en esta 
Comisión y planteó que no ha tenido la oportunidad de negociar en la mesa del sector público el abordaje de 
este tema, que debió ser previo al envío de este proyecto al Parlamento. 


De todos modos, estamos en la etapa de tratamiento parlamentario y vamos a proponer a la Comisión un par 
de artículos para enfrentar esa situación; también se los vamos a entregar a ustedes para que los conozcan, los 
consideren y, si lo estiman oportuno, nos den opinión al respecto. Esto es a los efectos de evitar conflictos, 
angustias y otras situaciones. 


También quiero preguntar si el Decreto del 24 de abril de 2010 se está aplicando o si se han contratado 
personas fuera de las excepciones previstas por el Decreto y se han renovado relaciones o vínculos laborales 
a partir de ese decreto. A mí se me dice que se han hecho excepciones más allá de las que establece esa 
norma. 


SEÑORA TEJERA.- En relación a la naturalización del artículo 7* de la Ley N” 17.930, estamos en una 
situación totalmente diferente. 


Antes de venir aquí consulté a través del SGH cuántos becarios y pasantes hay en la Administración Central. 
Tenemos en toda la Administración 708 becarios y 136 pasantes. Es decir que no hay duda de que no es la 
misma situación que ameritó el artículo 7? de la Ley N* 17.930. 


Un solo Inciso ha desvirtuado el vínculo por el tiempo: el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Ello se 
estableció por Decreto debido a necesidades impostergables, de urgencia y sin que sentara precedente para 
solicitar la naturalización a través de otro artículo similar al mencionado. 


Yo estuve presente en la negociación con los funcionarios públicos en el Consejo Superior de Salarios y en la 
primera reunión manifestamos que los becarios y pasantes no van a ser naturalizados porque entendemos que 
no se desvirtuó el vínculo contractual con la Administración Central. Sin embargo, una vez que realicemos la 
reestructura, si las funciones de esos becarios son permanentes y estratégicas, se creará el cargo y podrán 
presentarse a concurso recibiendo un puntaje mayor por la experiencia en esa función. 


Con respecto al Decreto N* 138, voy a poner un ejemplo. Un becario con un contrato de un año podía renovar 
por otro más, pero hasta el 31 de marzo de 2011.Si al 31 de marzo de 2011 a ese becario le quedan cuatro 
meses para llegar a los dos años, podrá pedirse la renovación por esos cuatro meses. 


Con respecto a qué va a pasar con los caché o los contratos a término, hay un artículo de transición que 
después vamos a ver. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Parte sustancial del eje, de la 
transformación, del fortalecimiento institucional del Estado, pasa justamente por estudiar, a partir de 
las reestructuras que se están planteando, los tres pilotos iniciales, las funciones estratégicas y 
permanentes en el Estado y aquellas que son temporales. Evidentemente, en cada uno de estos 
Ministerios que empiezan, uno puede a priori saber cuáles son permanentes. Esto no lo puede definir 
COFE en particular, sino que tiene que ser estudiado en un proceso que se vive en cada uno de los 
Ministerios. A partir del mes que viene ya se comienza a analizar cada uno de los tres Ministerios que 
fueron elegidos como piloto. Eso es parte del eje. 


En el caso de los becarios, como decía la Directora Tejera, no había un caso que no se estuviera cumpliendo 
sino algunas excepciones; eso fue lo que se comunicó a COFE en las negociaciones. También se les 
manifestó la necesidad de tratar alguno de estos temas de reestructura, pero como no se avanzaba en temas 
salariales no se pudo avanzar en temas de diálogo. 


SEÑOR GANDINI.- A nuestra Comisión y a la Comisión de nuestro Partido que tenemos funcionando 
para el Presupuesto, llegan otras situaciones que no refieren exclusivamente al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social sino que están vinculadas al Ministerio de Economía y Finanzas y a algunas otras 
organizaciones. Esto lo hizo saber COFE en una reunión que mantuvo con el Partido Nacional y 
algunas delegaciones de becarios que comparecieron ante esta Comisión y ante nuestra Comisión 
partidaria. 


Asimismo, aparece la situación de la Fundación de la Universidad que contrata con observación del Tribunal 
de Cuentas personal para algunos organismos. Lo hace amparada en el literal w) del Artículo 33 del TOCAF 
sin estar incluida, porque ese literal lo prevé exclusivamente para el Ministerio de Desarrollo Social. Es decir, 
se inventó otra puerta, otra ventanilla, una ventanilla nueva. Ahora la Universidad de la República provee 
personal que entra amparado en el literal w), aprobado en este Parlamento por la urgencia de crear el MIDES, 
como una excepción para ese organismo, pero lo están utilizando otros. Tengo aquí observaciones de ese tipo. 
El Ministerio de Educación y Cultura dispone la transferencia a la Fundación Julio Ricaldoni de $ 8:000.000 
el 20 de abril de 2009 para contratar becarios, y el Tribunal de Cuentas le dice que no, que eso está previsto 
solamente para el Ministerio de Desarrollo Social. 


Entrando a la página Web respectiva, vemos varios de estos casos. Hay funcionarios que nos vienen a contar 
cuál es su situación, que se sienten funcionarios del organismo pero van a cobrar a la Fundación, que no es 
pública, sino de derecho privado. Es una creación de la Universidad, no tiene control de ningún tipo. 
Entonces, inventamos una ventanilla. El ordenador de gastos, el Director de la Unidad Ejecutora, preocupado 
por cumplir con los cometidos que le han asignado y carente de funcionarios -están de licencia por estudio, 
por enfermedad, han renunciado o se jubilaron-, ante cargos que no entraron todavía a la reestructura y no 
han podido renovarse, va a estos mecanismos. Vamos sustituyendo un caos por otro. Lo que a nosotros nos 
dicen es que sigue ingresando gente por estos mecanismos y se sigue prorrogando la función más allá del 
tiempo. No nos manifiestan que haya tan pocos como se nos comunica aquí; nos dicen que hay bastante más. 


Voy a dejarles el artículo que tenemos; quizás no nos pongamos de acuerdo pero en los próximos días lo 
podemos ir analizando frente a una casuística más concreta y detallada. A mí me preocupa la existencia de 
empresas o instituciones a través de las cuales se está tercerizando relaciones de dependencia. El Estado 
castiga, a partir de nuevas legislaciones, cuando el particular lo hace, cuando se encubre con una unipersonal 
una relación de dependencia. Me parece que acá se está encubriendo con una fundación una relación de 
dependencia, porque es la manera de pasar por el costado y entrar. No hay mecanismo de selección, no tienen 
los mismos derechos de los otros trabajadores que pertenecen al Estado, pero hacen la misma tarea, uno al 
lado del otro. Creo que eso está en la base de lo que queremos cambiar, pero no se está cambiando con la 
legislación que tenemos. 


SEÑORA TEJERA.- Vamos a analizar esto porque evidentemente se trata de un convenio con la 
Universidad de la República, por lo tanto no pasa por la Oficina Nacional del Servicio Civil sino que 
pasó por el Tribunal de Cuentas. Estoy de acuerdo con el Diputado Gandini en que en este aspecto hay 
que dejar definitivamente muy atadas las cosas para que no suceda que el ordenador del gasto contrate 
a través de estos mecanismos. 


Esto tiene que ver con lo que hablábamos en el día de hoy respecto al fortalecimiento de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil a los efectos de que pueda detectar las necesidades de personal de los Incisos y establecer 
los mecanismos para que lo tengan y no dejarlo librado a la creatividad del jerarca del momento. 


SEÑOR GANDINI.- Hemos recibido también ciertas alertas en relación a contratos irregulares que se 
continúan haciendo; algunos de ellos han tomado estado público en estos días por el conflicto que se 
desarrolla en el SODRE, particularmente con el cuerpo de baile. Hay una denuncia de COFE en la 
prensa -pero nos llegó con anterioridad- en relación a que en ese organismo se han contratado 
personas utilizando mecanismos que no son los regulares. Tenemos algunos detalles de cómo se ha 
hecho pero prefiero no hacerme eco de ellos sino preguntarles a ustedes directamente acerca de esa 
circunstancia, porque tiene que ver con lo que yo acabo de preguntar. Hubo un decreto y hay una 
normativa, y sería bueno saber qué está pasando porque, por otro lado, se desató una situación 
conflictiva en un organismo muy sensible. 


SEÑORA TEJERA.- No sé qué mecanismo utilizó el SODRE para contratar. Es decir, nosotros 
hacemos el control de legalidad de todos los ingresos y de todos los contratos que necesariamente deben 
pasar por la Oficina Nacional del Servicio Civil, pero como no sé cómo los contrató, y si no tienen que 
pasar por la Oficina, desconozco realmente qué es lo que el SODRE está haciendo con respecto a esos 
contratos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda, cuando concurran las autoridades de la Universidad de la 
República va a ser planteado este tema. 


SEÑOR POSADA.- El problema es del Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, pero no obstante hay una Fundación, sería importante dialogar 
sobre el particular. Más allá de la respuesta que dé la visita, también sin duda vamos a preguntar 
cuando venga el Ministerio de Educación y Cultura sobre el tema del SODRE. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Creo que en definitiva todo hace a la política pública que queramos desarrollar 
en el país, pero también tenemos que ver las competencias de cada organismo -en este caso 
especialmente la Oficina Nacional del Servicio Civil- en torno a este tipo de contrato, donde realmente 
las fundaciones funcionan en la órbita privada. Podíamos también extender la enorme irregularidad. 
Ahora yo podría traer no sé cuántos ejemplos de contratos recientemente hechos en los Gobiernos 
Departamentales, que con la bandera de la autonomía desvirtúan todos los vínculos del Estado. Hay 
gente que ha sido cesada por varios jerarcas que asumieron ahora en julio y se produjeron torrentadas 
de nuevos ingresos por parte de esos jerarcas. 


Tenemos que encauzar las cosas por el lado donde debemos caminar, y si es el de aclarar la normativa que 
tenemos a estudio, avancemos en esto. Lo que tengamos que discutir con quien debamos hacerlo es para otro 
plano, y no para el que veníamos encaminados en el día de hoy, que es el de analizar todos estos elementos. 
Es bastante complejo el articulado que tiene que ver con los funcionarios públicos; todos intentamos saber 
cuáles son los tipos de vínculos que trata de regular esta normativa. 


SEÑOR ASTL.- Quiero dejar una constancia porque de las expresiones vertidas por el señor Diputado 
Gandini parecería que cuando la delegación de COFE estuvo presente en esta Comisión hubo 
denuncias concretas respecto a contratos realizados por fuera de la norma. Mientras yo estuve presente 
en la sesión -creo que estuve casi todo el tiempo- no hubo denuncias concretas de casos que podamos 
analizar y repreguntar a la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR GANDINI.- La delegación de COFE, en una pequeña entrevista porque había poco tiempo, 
refirió a este tema en términos generales. Al Partido Nacional lo visitó una delegación de COFE 
presidida por el señor Luigi Bazzano e integrada por becarios y pasantes, quienes explicaron la 
situación y dejaron documentos que podemos incorporar. Seguramente en la próxima reunión con 
COFE trataremos esto. 


Además, quiero dejar constancia de que no estamos hablando de un tema que no corresponda, sino de la 
derogación del artículo 7”, que por algo se deroga: no se quiere volver a aplicar. Estamos hablando de un 
artículo concreto de este proyecto de ley de Presupuesto que remite el Poder Ejecutivo. Me parece que no 
estamos fuera de tema sino dentro, y estoy planteando la situación. 


Me alegra que propongan derogar el caché. Hace algunos meses tomó conocimiento público una 
investigación oficial realizada durante todo el 2009 en la que se demuestra que en el SODRE, por régimen de 
caché, se ha contratado a gente en formar irregular por todos los costados. Y está la investigación oficial. 


No hay más remedio que derogar el sistema porque perfora la voluntad del jerarca, termina siendo una 
tentación para que ingresen secretarios de jerarcas en lugar de artistas. Y no hay vuelta: se ha querido cambiar 
una y otra vez, y no se ha podido hacer. Hay que terminar con el sistema. Además, esas personas trabajan en 
negro, no aportan al Banco de Previsión Social. ¿O me equivoco? Es un régimen que no aporta a la previsión 
social: no lo hace el Estado como patrón ni el funcionario como empleado. 


Está bien liquidar este sistema; tenemos que ir a otros, pero no neguemos que estas cosas están pasando. Hoy 
se están analizando en este ámbito. Ya llegaremos a la ventanilla única y hablaremos de otras cosas que están 
pasando para ver si las podemos corregir. Lo digo con la mejor buena voluntad. 


Obviamente, discrepamos con algunas de las cosas que se expresan -tenemos derecho a hacerlo- y con otras 
que creemos no resuelven el problema de fondo. Es nada más que eso. 


SEÑOR GROBA.- También quiero dejar una constancia respecto a lo que escuché y hablé con los 
funcionarios de COFE, en particular, en relación a los becarios y pasantes. 


Los trabajadores de COFE precisaron qué es un becario, qué es un pasante y en qué términos debe manejarse 
esa situación. Lo dijeron con total claridad. En determinado momento, en su visita a esta Comisión 
manifestaron: "[...] hay pasantes y becarios que están cumpliendo una función y no hemos pedido que su 
situación se regularice porque se están desempeñando como lo que verdaderamente son, haciendo tareas de 
apoyo, con un plazo preestablecido; cuando se termine el plazo se irán y vendrán otros. [...]". Más adelante 
agregaron: "[...] No estamos diciendo que se haga una regularización general y que todos los pasantes y 
becarios pasen directamente a ser funcionarios presupuestados con un contrato de función pública. Creemos 
que hay que estudiar cada situación; si se necesita un funcionario, se tiene que hacer un llamado a concurso y 
debe ponderarse la experiencia que pueda tener quien ya haya desempeñado la función [...]". 


Nosotros también hemos conversado con los trabajadores de COFE, hacen precisiones sobre este aspecto y lo 
que aquí se está planteando es una regulación y temas claros sobre este asunto que se viene arrastrando desde 
hace mucho tiempo. 


Por lo tanto, quiero que quede constancia de que los trabajadores de COFE estuvieron en este ámbito, con 
una decisión más amplia en la necesidad de construir, promover y profundizar la negociación colectiva. Creo 
que lo que se está analizando y lo que está en el proyecto de Presupuesto apunta, necesariamente, a 
perfeccionar y direccionar las tareas de los pasantes, de los becarios y de los contratados, lo que es muy 
saludable porque lo que se venía haciendo hasta ahora era una especie de zafarrancho que está ocurriendo 
desde hace tiempo y afectaba los derechos de los trabajadores. 


También quiero dejar constancia del ánimo con el que los trabajadores vinieron a esta Comisión e hicieron 
sus planteamientos. Recurriendo a la versión taquigráfica de esa sesión quise precisar algunas de sus 
manifestaciones sobre los becarios y pasantes, la necesidad de regularizarlos y puntualizar de una vez los 
temas específicos de esas situaciones. 


SEÑORA TEJERA.- Hemos decidido retirar el artículo 44, relativo a las licencias en los pases en 
comisión, porque es un error establecer treinta días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es el artículo 42 del proyecto de ley original que pasó a ser 44 con la nueva 
redistribución. 


SEÑORA DÍAZ.- El artículo 45 obedece a una necesidad planteada en los últimos tiempos con relación 
a la desnaturalización del objetivo de la prima por quebranto de caja. 


Al sumarse las retribuciones que percibe el funcionario en el mes en que se abonan los semestres -que es la 
forma de pago que tiene el quebranto de caja en la Administración Central, de acuerdo con la ley-, este se 
veía afectado por el tope de 90% del jerarca, dado que se sumaba todo el semestre al mes de junio, reitero, 
momento de percepción. 


Esto determinaba que muchos funcionarios no cobraran la prima de quebranto de caja, sobre todo en los 
organismos en los que la retribución del jerarca correspondía a un literal bastante bajo del artículo 9*. 


Por lo tanto, se trataba de exceptuar esta partida de los topes previstos y tomar el devengamiento en forma 
mensual. A los efectos, y solo a los efectos, del tope del artículo 105 de la llamada Ley Especial N* 7, se 
tomará la prima por quebranto de caja como devengada mensualmente y no en el momento de su percepción, 
que es en los meses de junio y diciembre. Esto es para que vuelva a tener los efectos que se supone tuvieron 
en mente todos los legisladores cuando votaron el artículo relativo al quebranto de caja para compensar las 
pérdidas que pudieran tener los funcionarios que manejan dinero en efectivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 44 del proyecto de ley original, que es el 
artículo 46 con la nueva propuesta. 


SEÑORA HENDLER.- Lo que hace esta disposición es dar una nueva redacción, sin perjuicio de que no lo 
dice. Como hasta el momento la licencia por estudios estaba regulada por diversas normativas -un Capítulo 
de la Ley N* 16.104 que luego fue modificado en parte por la Ley N* 16.736 y, después, otra, la Ley 

N? 17.556-, lo que hace esta disposición que presentamos es unificar en una sola todo el régimen por 
estudios. Pero lo más importante es que pretende simplificar el mecanismo de otorgamiento de la licencia por 
estudios. 


Hasta el momento, a las oficinas de personal se les ha complicado mucho la determinación del derecho de 
este beneficio porque la norma vigente establece una serie de porcentajes de cumplimiento o aprobación de 
materias de cada programa de estudios y, naturalmente, las oficinas de personal no cuentan con la 
información necesaria para definir si el funcionario tiene derecho o no. Entonces, lo que hace esta norma es 
simplificar el presupuesto que va a determinar el otorgamiento y el acceso a esa solicitud de licencia por 
estudios. 


El período es el mismo, la cantidad de días por año es la misma y, en definitiva, lo más sustancial de la 
propuesta es la simplificación a los efectos de que las oficinas de personal puedan definir fácilmente si existe 
derecho o no al goce de este beneficio. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- ¿Se reduce de treinta a veinte días? 


SEÑOR GANDINLI.- Tengo una duda. Este artículo 44 agrupa varias licencias por estudios, la de los 
típicos estudiantes y la de los postgrados. 


No me queda claro a qué refiere el cuarto inciso cuando dice: "Los funcionarios que hagan uso de esta 
licencia" -no sé si es la establecida en el inciso anterior o de todas- "tendrán derecho a un máximo de veinte 
días cuando acrediten que aprobaron por lo menos una materia en el año civil anterior; a un máximo de diez 
días cuando acrediten haber aprobado por lo menos una en los dos últimos años anteriores; quienes no 
acrediten este último mínimo, tendrán derecho a un máximo de cinco días.[...]". Esto refiere también para los 
del inciso primero, es decir para los estudiantes típicos. Todos van perdiendo días en tanto no acrediten estos 
extremos que aquí se establece. ¿Es así? 


SEÑOR ABDALA.- Creo que se trata de unificar los distintos regímenes o situaciones dispersas a lo 
largo de la Administración Central en un solo sistema y régimen que sería aplicable, por lo tanto, con 
carácter general. Además de eso, ¿hay una modificación en los requisitos o en los aspectos 
reglamentarios que hacen, fundamentalmente, a la acreditación del rendimiento de los exámenes y la 
aprobación de los mismos? Digo esto porque, por más que se trata de estatutos distintos, el 
Parlamento, en el Período pasado, aprobó una ley sobre licencias especiales que incluye, entre otras 
cosas, para el sector privado, un régimen bastante exhaustivo y reglamentarista de la licencia por 
estudios. Sé que son cosas distintas, pero nunca está de más tener una especie de referencia 
comparativa de cómo están las cosas en cada órbita. 


SEÑORA HENDLER.- En primer lugar, en cuanto al plazo, es el mismo; los veinte días ya están 
dispuestos en la norma anterior que se está derogando ahora. 


Cuando hice la breve presentación del artículo lo que dije fue precisamente eso. Es decir que lo que trata la 
norma es de unificar en una sola distintas disposiciones que hacen al régimen de licencia por estudios. Por 
eso, en las derogaciones se hace mención a todas esas normas que están contenidas en distintas leyes. 


En cuanto al trámite, está dispuesto en el proyecto. Tienen que acreditar -inclusive, la norma impone el plazo 
en que los funcionarios deben hacerlo- haber rendido la prueba o el examen, lo que después les va a permitir 
usufructuar esos días de licencia por estudios. 


SEÑORA FERRARIS.- Vamos a referirnos al artículo 45 enviado por el Poder Ejecutivo, que sería el 
artículo 47 del reenumerado. 


Se trata de un artículo bastante extenso. Voy a hacer alguna referencia general y lo iremos analizando en 
función de las consultas que deseen plantear. 


De la lectura del artículo surge que el espíritu que está presente en esta norma es el de simplificar y 
sistematizar el trámite administrativo en materia de licencias por enfermedad y toda la tramitación de las 
licencias médicas. 


Un aspecto importante a destacar es -en lo personal, como abogada de la Administración y compartiendo 
experiencia con otros colegas- que nunca entendimos cómo en algún momento se pudo haber incluido en una 
norma que, pasado determinado período de licencia por enfermedad, se tuviera que sustanciar un sumario. 
Siempre hemos entendido que el procedimiento disciplinario es algo completamente ajeno a la incidencia de 
la enfermedad. De alguna manera, esta norma recoge un poco esa idea. Es un tema que ha sido muy 
discutido. En los encuentros de las Asesorías Letradas con la Oficina Nacional del Servicio Civil es un tema 
que ha estado siempre presente porque se ha visto como una experiencia negativa en términos de eficiencia y 
de eficacia en el funcionamiento, por lo menos deseable, de la Administración a la hora de tramitar estos 
temas. 


Entonces, se consagra un procedimiento administrativo diferente que, finalmente, si el trámite termina con la 
constatación de que la persona requiere ser destituida por un problema de ineptitud física o psíquica, la norma 
es clara cuando dice: "[...] previo otorgamiento de las garantías del debido proceso [...]", es decir, en 
cumplimiento de lo que dispone el artículo 66 de la Constitución que, precisamente, consagra eso. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer dos consultas concretas. 


La primera de ellas tiene relación con el segundo inciso, en el que se establece un plazo adicional porque dice 
que podrá prolongarse el período por dieciocho meses más cuando no se determine imposibilidad permanente 
para el desempeño de las funciones. Pediría que se nos explicara un poco el alcance de esto porque parecería 
una extensión bastante significativa. 


El primer inciso sería bastante restrictivo en el sentido de establecer un número determinado y relativamente 
acotado de inasistencias por razones de enfermedad en un período relativamente breve. Habla de doce y de 
veinticuatro meses, pero después establece una prórroga de dieciocho meses más por encima de eso. No 


alcanzo a comprender bien cuál es el sentido o la significación. Parecería que fuera una prórroga adicional 
como que empezamos de cero, de nuevo. 


El otro tema que quería consultar tiene que ver con el anticipo jubilatorio. No sé cómo es hoy; me confieso 
ignorante en este aspecto, pero aquí se habla de un plazo mínimo de diez años de cumplimiento de la función 
para tener derecho al anticipo. Parecería -por lo menos objetivamente- un período demasiado prolongado 
para una persona que, quizás, está en una situación de una enfermedad sobreviniente, de una incapacidad 
física o psíquica que, en forma ajena a su voluntad, determina su incapacidad o su imposibilidad de trabajar. 
Establecer un plazo o exigencia de diez años de antigiiedad puede parecer un requisito excesivamente severo. 
Pregunto si no sería razonable pensar en un plazo menor para acceder a ese anticipo ya que, en definitiva, se 
trata de un anticipo; no estamos hablando de un beneficio adicional o distinto. 


SEÑORA FERRARIS.- Empiezo por la última pregunta del señor Diputado Abdala. Precisamente, esa 
parte de la norma no fue modificada. Esto ya viene de la Ley_N” 16.104; nosotros no hemos tenido 
incidencia en ese aspecto. 


Para contestar sobre los plazos, preferiría ceder la palabra a la doctora Hendler. 


SEÑORA HENDLER.- Con respecto a los plazos, una de las variantes importantes de esta norma que 
estamos proponiendo es el aumento del número de inasistencias para que se desencadene este 
procedimiento. La norma actual prevé 30 y 50 faltas, con lo cual este procedimiento -hasta ahora mal 
llamado sumario- se venía reiterando y generando en forma innecesaria, porque hay multiplicidad de 
afecciones que no van a determinar claramente una imposibilidad permanente para el desempeño de la 
función y, sin embargo, como la norma legal lo dispone, el procedimiento tenía que desarrollarse. 


Por lo tanto, lo primero a destacar es que se aumenta en forma considerable el número de inasistencias, tanto 
en los doce meses, como en los veinticuatro, para evitar que este procedimiento se desarrolle 
innecesariamente y que solo se active porque hay una afección que puede dar lugar a una sospecha de que 
exista algún tipo de incapacidad. 


En cuanto a esta prórroga de dieciocho meses, en esta norma estamos derogando el actual artículo 69 de la 
Ley N* 17.556, que es el que establece el plazo máximo durante el cual el funcionario puede estar certificado 
o con licencia médica. Actualmente, el plazo es de dos años y lo estamos subiendo a un año más, porque 
puede tener dieciocho meses de licencia médica, prororrogables por otros dieciocho meses más, si es que la 
junta médica de Salud Pública así lo autoriza, con lo cual, en realidad, estamos aumentando ese plazo. 


SEÑOR ABDALA.- Precisamente, eso fue lo que despertó la duda, porque en principio me parecía un 
poco extenso, pero queda dentro de lo subjetivo si es más o menos extenso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 46 del Mensaje del Poder Ejecutivo y 48 del 
propuesto por la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA HENDLER.- Acá lo único que se hizo fue eliminar la parte final de la frase de ese 
inciso primero porque, en realidad, no tenía sentido. El artículo vigente actualmente dice: "Se entiende 
por falta al servicio toda inasistencia justificada o no que no sea consecuencia de una licencia 
debidamente autorizada". Se está definiendo falta al servicio y una licencia debidamente autorizada no 
es una falta al servicio desde el punto de vista sancionatorio; claramente no va a ser una conducta que 
merezca sanción. Entonces, entendimos que la definición debía terminar en "inasistencia justificada o 
no" eliminándose el resto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 48 del Mensaje del Poder Ejecutivo y 49 del 
nuevo repartido. 


SEÑORA TEJERA.- El artículo 49 y siguientes tratan la acumulación de vínculos. 


SEÑORA LEMES.- El artículo 49 de la Oficina Nacional del Servicio Civil refiere a la acumulación de 
vínculos con el Estado. Al día de hoy, se está aplicando una ley del año 1953 que, por un lado, habla 
solamente de cargos públicos pero, por otro, habla de remuneraciones a cualquier título. Eso lleva a 
muchas confusiones porque dentro del Estado se fueron creando otro montón de figuras contractuales 
que permitieron que las personas se vincularan con el Estado. Y respecto a la acumulación con fondos 
públicos había que determinar qué se consideraba fondos públicos cuando entraban en juego 
préstamos de organismos internacionales. 


Entonces, se procuró contemplar el criterio que estaba utilizando la Oficina, que era restrictivo en cuanto a 
que el empleo público no se acumulara en una sola persona, y se redactó un nuevo artículo prohibiendo la 
acumulación de todo tipo de vínculos personales con el Estado, ya sea como funcionario público, a través de 
un arrendamiento de obra o de cualquier tipo de contratación, por préstamos o convenios internacionales. 
Una misma persona no puede tener dos vínculos con el Estado y ese es el principio general. 


El artículo siguiente reitera la nulidad de toda designación hecha en contravención a la norma anterior. 
SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- ¿También se refiere a personas públicas no estatales? 


SEÑORA LEMES.- No, porque las personas públicas no estatales son de derecho público, pero no son 
organismos del Estado; entonces, no estaríamos hablando de un vínculo con el Estado. 


SEÑOR POSADA.- Hoy se dijo que el artículo 37 del Mensaje del Poder Ejecutivo estaba relacionado 
con el 48. 


SEÑORA LEMES.- Sí, está relacionado. Hice referencia a este artículo 49 porque es el principio 
general de la prohibición. Después vienen las excepciones. El artículo 37 del Mensaje del Poder 
Ejecutivo es una de ellas. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Con respecto a la acumulación, ¿quedan derogados todos los 
regímenes de acumulación como, por ejemplo, el de los docentes? 


SEÑORA LEMES.- No quedan derogados todos los regímenes, pero sí el de los docentes porque se 
recoge en esta normativa. Con muchas normas sucede que se les van haciendo agregados y se crean 
tales engendros -por utilizar un termino no muy técnico- que muchas veces las terminan desvirtuando 
y generando situaciones en donde casos similares reciben un tratamiento completamente diferente. 
Para evitar eso, se eliminó toda la normativa que hablaba de acumulaciones, excepto alguna muy 
específica, y se recogió en este articulado la normativa ordenada respecto a todos los vínculos. 


SEÑOR GANDINI.- Tengo varias dudas. Da la sensación de que pretende ser una redacción muy 
estricta, para evitar las fugas. La primera duda que me surge refiere a la prohibición de tener dos 
vínculos con el Estado. Yo creo que lo que se quiere decir es que una persona no puede tener dos 
salarios del Estado, porque dos vínculos puede mantener aquel que reserva el cargo para tener otro. 
Puede darse el caso de una persona que tenga un vínculo con el Estado porque es funcionario público 
presupuestado y que reserve su cargo para ocupar uno de particular confianza política; en ese ejemplo, 
esta persona tiene dos vínculos con el Estado, pero no tiene dos salarios. Acá no está claro y se estaría 
eliminando la posibilidad de la reserva del cargo. 


En segundo lugar, me gustaría saber por qué se hicieron algunos cambios -que supongo que no corresponden 
al programa- y creo que deberían tener alguna explicación. El artículo decía "u otros servicios de naturaleza 
pública o estatal"; pero la palabra "pública" desapareció. Y decía "creados por ley", pero toda la expresión 
desapareció. Además, entre las prohibiciones, se incluían los arrendamientos de obra; taxativamente se 
nominaban cuáles no correspondía, pero también desapareció. Me refiero al artículo 48 del proyecto del 
Poder Ejecutivo. 


Por lo tanto, me gustaría saber a qué obedecen estos cambios y el alcance de la reserva del cargo y los dos 
vínculos con el Estado. Pregunto esto porque el artículo tiene que ser muy preciso puesto que incorpora una 


sanción penal. Se hace referencia a la omisión contumacial de los deberes del cargo; esto es para quien omita 
denunciar, es decir, para el jerarca, el ordenador o quien está en la Contaduría y no para quien tenga los dos 
cargos. Se refiere a aquel funcionario por el que pasa el tema y que debió saberlo. Como esto es muy severo, 
debemos ser muy precisos. 


SEÑORA LEMES.- Con respecto a los arrendamientos de obra, en realidad, deberían figurar en la 
redacción final. Por algún motivo, cuando se eliminó lo de "naturaleza pública creados por ley", se 
borró todo y no correspondía. Los arrendamientos de obra están incluidos en el artículo. 


En cuanto a la parte que se eliminó de los servicios de naturaleza pública o estatal creados por ley, cuando 
recién se empezó a armar el articulado, se tomó como base la normativa que existía hasta ese momento, que 
es la Ley N” 11.923 de 1953. Esto se basó en otra Constitución y con otra forma de creación de los órganos 
estatales; por eso se habló de que fueron creados por ley. Nosotros lo eliminamos y por algún error también 
quedó con esa redacción original. La expresión "de naturaleza pública" también fue eliminada para evitar el 
tema de las personas públicas no estatales. Sucede que son personas públicas regidas por el derecho privado. 
En muchos de los casos, el Estado ni siquiera aporta para su manutención. Entonces, las personas vinculadas 
a esas empresas no son una carga onerosa del Estado. Por ello tampoco corresponde que diga "naturaleza 
pública", sino "estatal", como figura en la redacción actual. 


SEÑOR GANDINL.- Faltó responder lo de los dos vínculos en lugar de los dos salarios. 


SEÑORA LEMES.- Nosotros hablábamos de prestación de servicios en forma onerosa. El que reserva 
el cargo no está en forma onerosa porque no está recibiendo compensación por uno de sus cargos. 
Quizás, correspondería agregar la expresión "prestación de servicios personales en forma onerosa". 


SEÑOR POSADA.- Me parece desaconsejable la eliminación de la referencia a los públicos. En todo 
caso, la gran mayoría de esas personas públicas no estatales son sostenidas por el Estado. Es más: en 
los últimos tiempos, se han creado por ley nuevas personas públicas no estatales. Entonces, si el 
principio es que no exista acumulación de cargos o que el Estado no remunera dos vínculos, eso 
debería ser aplicable también a las personas públicas no estatales. En todo caso, deberán exceptuarse 
muy claramente los casos en los que exista una financiación por parte de otros organismos ajenos al 
Estado. Pero la regla general es que el Estado -directa o indirectamente- es el que en definitiva financia 
este tipo de casos. 


El hecho de no incluir a los públicos es una forma de mantener la posibilidad de que haya una persona que 
sea funcionaria de, por ejemplo, la Corporación Nacional para el Desarrollo y, a su vez, de la Administración 
Central. Esto no debería permitirse. Y si se establece una norma de carácter general, deberían contemplarse 
todos los casos para que no se dieran irregularidades. 


SEÑORA LEMES.- Este es un tema bastante complejo porque se dan los dos casos. 


La situación planteada por el señor Diputado Posada podría darse con un funcionario de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo o con otra gran cantidad de empresas públicas no estatales que son una especie 
de mano derecha del Estado. También podría darse el caso de una persona que trabaja en la Caja de 
Profesionales Universitarios o en la Caja Notarial, a quien se le impediría tener un cargo. Quizás en este 
momento esté desempeñando las dos funciones porque son tareas y organismos completamente 
independientes. 


SEÑOR POSADA.- Con más razón, entonces. Si tenemos identificadas las personas públicas no 
estatales en las que se puede dar esa situación, exonerémoslas específicamente, pero establezcamos el 
principio general de que no se puede acumular. 


SEÑORA LEMES.- Tomamos nota de eso y modificaremos el articulado al respecto. 


SEÑOR GANDINI.- Estamos haciendo una modificación muy importante. Me preocupan los docentes 
y los médicos. 


SEÑORA LEMES.- Están contemplados en los artículos siguientes. Todo lo que al día de hoy está 
permitido, se mantiene. 


SEÑOR GANDINI.- Creo que hay que resolver bien esto de los dos vínculos y lo de los dos salarios. No 
me parece que la solución sea poner 'onerosos”, porque luego se habla de los contratos. 


Cuando la Oficina Nacional del Servicio Civil nos explicó el tema de los vínculos laborales a diferencia de 
los cargos, etcétera, en el momento en que tratamos las Rendiciones de Cuentas anteriores, quedó claro que 
con esa expresión se pretende incluir todo. De todos modos, si incluimos todo y usamos esa expresión aquí, 
podríamos estar generando una distorsión no querida. Por lo tanto, habría que reglamentarlo muy bien. 


SEÑOR MUJICA.- Este artículo habría que chequearlo junto con el 52, porque ahí se establecen las 
excepciones que se remarcaban.: 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedamos en que sobre este artículo vendrá una nueva redacción, contemplando 
las distintas inquietudes de los miembros de esta Comisión. 


Seguimos con el artículo 71 del proyecto del Poder Ejecutivo, que es el 50 del proyecto presentado. 


SEÑORA LEMES.- El artículo 50 es el que considera nula toda designación en contravención a la 
norma. El artículo 51 no está en el proyecto del Poder Ejecutivo y está en el agregado de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pediría que primero se considerara el artículo 71 original y 50 nuevo. 


El artículo 71 dice así: "Se considera nula toda designación o contratación en contravención a lo dispuesto en 
el artículo precedente". Es decir que el segundo vínculo, la segunda contratación que se hiciera o la segunda 
designación es nula de pleno Derecho. No le otorga a la persona que la tenga ningún tipo de derecho. 


SEÑOR GANDINL- Me quedaba una duda que ahora me acaban de aclarar. Entonces, sería bueno 
que lo estableciéramos y que quedara así: "Se considera nula la segunda designación o contratación en 
contravención (...)". Así la nulidad puede estar siendo interpretada como que todo es nulo, como que 
ambos contratos son nulos. Creo que sería saludable establecerlo. 


Lo otro que quiero preguntar refiere al artículo anterior. No me queda claro si también alcanza los contratos 
nuevos, que más adelante vamos a ver, que creo que se llaman "contratos laborales", que se rigen bajo el 
Derecho privado porque luego, cuando la norma refiere taxativamente, no lo nombra, y es una relación 
privada. Se supone que está hecho bajo el Derecho privado. La pregunta es si se podría acumular una función 
pública, un contrato estatal, con un contrato de estos nuevos, que se están regulando. Si es así, ¿no nos 
estamos haciendo trampas al solitario? ¿No cerramos dos puertas y abrimos otra? 


SEÑORA LEMES.- Por más que se regule por el Derecho privado, es un vínculo con el Estado, y ya 
estaría incluido. Pero, aparte de eso, el artículo, en su amplia redacción, habla de arrendamiento de 
servicio bajo cualquier normativa que lo prevea. Cualquiera de los nuevos vínculos que se están 
creando por esta normativa son arrendamientos de servicio y esta norma dice: "bajo cualquier 
normativa que lo prevea". Si en un futuro también se crearan nuevas modalidades contractuales, 
estarían también impedidas de acumular por esta misma normativa. 


SEÑOR GANDINI.- Correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el artículo 51 del proyecto nuevo, que es un aditivo que no 
está en el articulado del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA LEMES.- De este artículo se eliminarían los dos primeros incisos, que refieren a la 
modificación del Servicio Civil, y quedaría solo el inciso tercero. 


En realidad, los dos primeros incisos, responden a normativa ya existente que no se estaba derogando; por 
eso se prefirió eliminarlos. 


El inciso tercero responde a los retiros incentivados que se han dado en varias oportunidades en la 
Administración Pública. Quizás todavía queden algunas personas cobrando, los que correspondieron a la 
última normativa del año 2006 y empezaron a regir en 2007. Por eso se plantea que sea incompatible porque. 
si no, al haber eliminado el término "remuneraciones" o lo que correspondiera en el primer artículo, los 
retiros incentivados estarían ante la posibilidad de acumular. Alguien que se fuera incentivado de la 
Administración Pública podría volver con un nuevo contrato y cobrar dos veces. Ese es el motivo de este 
artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, modificaríamos el inicio del último inciso proyectado. Sacaríamos 
el término "asimismo", y figuraría: "Queda". 


SEÑORA LEMES.- Continuamos con el artículo 52 en el proyecto de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, que era el 72 del proyecto del Poder Ejecutivo. 


Ahí está contestada la pregunta que hacía anteriormente el señor Diputado, en cuanto a los docentes. Todas 
las excepciones que regían al día de hoy para los docentes fueron recogidas nuevamente en esta normativa, 
tanto en la que era legislativa como en la que, en algunos casos, era por decreto. Se incluyó todo en la norma 


El artículo 49 del Poder Ejecutivo y el 53 del proyecto de la Oficina Nacional del Servicio Civil, amplió un 
poquito las excepciones que tenemos al día de hoy porque, respecto a los profesionales de la salud, 
dependiendo del organismo en el que se desempeñaran, en algunos casos podían acumular y en otros no. 
Cuando anteriormente estábamos hablando de cargos, se daba la situación incoherente de que podían 
acumular cargos, pero si se les hacía contratos de arrendamiento de obras, por ejemplo, algún especialista en 
alguna neurocirugía muy concreta no podía ser contratado por dos hospitales públicos, como ser el Policial y 
el Militar. Entonces, en esta normativa se incluyó a todos los profesionales de la salud y todos pueden 
acumular. No se hizo diferencias entre los distintos organismos u hospitales en que estén prestando 
funciones. 


SEÑOR ASTI.- Una simple aclaración. En el penúltimo inciso de este artículo se dice: "régimen de 
acumulación regulado por el presente artículo queda exceptuado del tope horario establecido en el 
artículo 5” de la presente ley". 


SEÑORA LEMES.- Se refiere al artículo siguiente, que es el artículo 54 de la Oficina del Servicio Civil. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero hacer una sugerencia para evitarnos problemas. Aquí se hacen 
compatibles algunas funciones. Quizás sea innecesario, pero el Parlamento ha discutido este tema de la 
función legislativa y la acumulación de cargos, que si bien está prohibida, no estamos exentos de esto. 


Entonces, creo que habría que establecer un artículo en el que se dijera: "sin perjuicio de las 
incompatibilidades que establece la Constitución de la República" o algo por el estilo que no permita llamar a 
confusión. Los legisladores somos funcionarios públicos y tenemos un vínculo con el Estado. Seguramente se 
podría dar el caso de un funcionario de la salud que, según esto, podría acumular el cargo de la salud con el 
de legislador, pero según la Constitución no podría. Además, este tema se discute en el ámbito parlamentario 
y, por lo tanto, agregaría antecedentes a una polémica. Entonces, me inclinaría por no poner este asunto en la 
excepción expresamente. 


SEÑORA LEMES.- Creo que el artículo, por su redacción, no habilita a los médicos a acumular 
cualquier cargo público sino que refiere a los profesionales de la salud que desempeñan funciones de su 
profesión y acumulan otro cargo "originado por el desempeño de funciones de igual naturaleza", es 
decir, también relativo a su profesión. Es decir que el caso que estaba planteando el señor Diputado no 
podría admitirse porque, obviamente, en la función legislativa no están desempeñando funciones 
relacionadas con su profesión de la salud. 


SEÑOR GANDINI.- La verdad es que, expresado así, eso es correcto, pero me surge la pregunta de si 
no hay situaciones de profesionales de la salud con funciones que no son de la salud. Esto está claro en 
el caso de una persona que trabaja con un contrato, por ejemplo, en el Hospital Maciel y otro en el 
Hospital de Clínicas. Son cargos de dos organismos públicos -uno es la Universidad de la República y 
el otro ASSE- y los puede acumular. Eso me queda claro. Pero me parece que hay un montón de 
circunstancias en las que otras funciones públicas se compatibilizan con un cargo en la salud. 
Entonces, esto queda, desde ahora, prohibido. 


SEÑORA LEMES.- En la actualidad, la única situación que está permitida por ley refiere a los 
funcionarios del INAU, y esa normativa no se modifica. Esa es la única situación permitida. Cualquier 
otra situación en la que se estuviera acumulando cargos estaría en contravención de la normativa 
actual, que no permite eso. 


Además, este artículo recoge la situación de los estudiantes de Medicina que tienen que hacer la práctica y 
los posgrados que deben hacer la Residencia Médica. Al día de hoy se da una situación desigual entre ellos, 
porque unos pueden acumular y otros no. Ese es el motivo de la exoneración del tope horario. 


SEÑOR POSADA.- En el caso al que se refería la doctora Lemes, el artículo dice que podrán optar por 
acumular funciones de acuerdo con el inciso precedente. En este caso, evidentemente, no van a estar 
prestando funciones de médico. Entonces, me pregunto si estamos hablando de cualquier otro cargo en 
la Administración pública. 


SEÑORA LEMES.- No. En realidad, estamos hablando de los residentes médicos. Estos sí pueden 
cumplir funciones de médico porque la Residencia se da en el caso de los posgrados, cuando se está 
haciendo la especialización. En el caso del practicante de Medicina, se mantiene la situación en cuanto 
pueden acumular otro cargo público. 


SEÑOR POSADA.- Y esos no necesariamente... 
SEÑORA LEMES.- En el caso del practicante de Medicina, no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el artículo 53 del Poder Ejecutivo, correspondiente al 54 de 
las modificaciones presentadas. 


SEÑORA LEMES.- Este artículo corresponde al tope horario porque, obviamente, es conveniente 
poner un límite en la posibilidad de la acumulación. Se mantiene lo establecido al día de hoy, es decir, 
las sesenta horas semanales o doce horas diarias, porque en algunos casos los sistemas de trabajo son 
distintos. 


En cuanto al artículo 55 presentado por la Oficina Nacional del Servicio Civil -que corresponde al artículo 57 
del Poder Ejecutivo- cabe señalar que refiere a todas las derogaciones de la normativa que rige en la 
actualidad. Las únicas que no están incluidas y, por tanto, se mantienen, tienen que ver con la Ley N* 12.079, 
que permite acumular y exonerar del tope horario al Cuerpo de Baile estable del SODRE y a la Orquesta 
Sinfónica Nacional. Eso se mantiene como está en la actualidad. Lo otro que no está incluido en las 
derogaciones son las dietas permitidas por ley para los miembros de la Comisión Nacional del Servicio Civil. 


Después vendría el artículo 56 de la Oficina Nacional del Servicio Civil, que corresponde al artículo 51 del 
Poder Ejecutivo más el artículo 37. En la nueva redacción se elimina el inciso segundo del artículo original 
del Poder Ejecutivo porque era contradictorio con el artículo que acabamos de ver dado que, por un lado, 
estábamos impidiendo las acumulaciones y, por otro, en el artículo que quedó pendiente hoy, que es otra 
excepción de las acumulaciones, se establece el arrendamiento de obra de personas de notoria competencia 
cuando el Estado lo requiera. Acá poníamos que esto no podía recaer en personas que fueran funcionarios 
públicos. Ese artículo fue eliminado porque no tenía sentido dado que podía darse la situación, como la que 
se dio en el caso de La Haya, que se requiera de un profesional del Derecho de notoria competencia que fuera 
funcionario público. El Estado no podría recurrir a él siendo que específicamente hay una excepción a la 
normativa que permite recurrir a ese tipo de personas. 


El artículo 56 mantiene en forma ordenada lo que está al día de hoy, en materia de contratos de 
arrendamiento de obra. 


SEÑOR BERNINI.- ¿Estamos hablando del artículo 51 más el 37? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, exactamente. 


SEÑORA LEMES.- El artículo 37 dice: "Quedan exceptuados de la prohibición del artículo 49 de la 
presente ley los arrendamientos de obra que se suscriban con profesionales cuya competencia sea 
conocida en forma pública, clara y evidente que no admita dudas de su notoriedad a juicio del Jerarca 
del Inciso, y ante necesidades impostergables de la Administración y que la misma no se encuentre en 
condiciones materiales de ejecutar con sus funcionarios". 


SEÑOR GANDINI.- La primera duda que me surge es que, eliminado el segundo inciso, se agrega 
otro, aunque eso no figura en color verde aquí. 


SEÑORA LEMES.- ¿Cuál? 


SEÑOR GANDINI.- El que establece: "En el ámbito de la Administración central dichos contratos 
deberán ser aprobados por el Poder Ejecutivo, actuando en acuerdo con el Ministro de Economía y 
Finanzas y el Ministro respectivo, previo...”. 


SEÑOR ASTI.- Ese era el cuarto inciso del artículo 51. 


SEÑOR GANDINL- Se elimina el inciso tercero, que luego se coloca al final del que recién se hacía 
referencia, relativo a los profesionales cuya competencia sea conocida en forma pública. Y se vuelve a poner 
allí: "También están exceptuados de dicha prohibición aquellos contratos que sean necesarios para el 
cumplimiento de convenios internacionales, convenios celebrados por la Universidad de la República y por el 
Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas". 


SEÑORA LEMES.- En realidad, esto se debe al desorden que se armó con los artículos en el software. 
Las excepciones deberían estar juntas. Por eso es que se hizo la modificación. Por un lado está la 
definición del contrato de arrendamiento de obra y cómo se debe realizar, y después vienen las 
excepciones todas juntas. 


SEÑOR GANDINI.- Con estos artículos tendría mucho miedo de ir preso, porque el artículo 48 dice: " 
(...) quedando en consecuencia prohibida la acumulación de cargos, contratos de función pública, 
arrendamiento de obra, arrendamiento de servicio bajo cualquier normativa que lo prevea o al amparo 
de convenios internacionales". Acá estamos exceptuando los convenios internacionales. No sé cuál rige, 
porque aquí se dice a texto expreso que queda prohibido absolutamente. Inclusive se dice que el que no 
lo denuncie comete delito, mientras que acá lo permitimos como excepción. No lo entiendo. Me parece 
que son dos normas absolutamente contradictorias. 


SEÑORA LEMES.- En cuanto a los convenios internacionales, aclaro que el artículo 48 refiere a los 
arrendamientos de servicio. 


SEÑOR GANDINI.- Usted me acaba de contestar que alguien borró sin querer de la máquina el 
arrendamiento de obra. 


SEÑORA LEMES.- No. El arrendamiento de obra figura posteriormente. La redacción del artículo 49 
debería decir que ninguna persona podrá tener dos vínculos con el Estado para prestar servicios 
personales, ya dependan de la Administración Central, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados, 
Poder Legislativo, Poder Judicial, Gobiernos Departamentales, Municipios u otros servicios de 
naturaleza estatal, cualquiera sea el régimen jurídico, quedando en consecuencia prohibida la 
acumulación de cargos, contratos de función pública, arrendamientos de servicio bajo cualquier 


normativa que lo prevea o al amparo de convenios internacionales y arrendamientos de obra. Cuando 
habla de arrendamientos de servicio dice: "bajo cualquier normativa que lo prevea o al amparo de 
convenios internacionales". Después habla de arrendamiento de obra. 


SEÑOR GANDINI.- Eso no fue lo que interpretamos, ni lo que se me dijo cuando leí los artículos. Se 
dijo que se habían borrado sin querer del lugar en el que estaba originalmente. En el proyecto del 
Poder Ejecutivo habla de arrendamientos de obra y aquí dice: "(...) contratos de función pública, 
arrendamientos de obra, arrendamientos de servicio bajo cualquier normativa que lo prevea o al 
amparo de convenios internacionales”. El artículo 51 del proyecto del Poder Ejecutivo lo permitía. 
Cuando hice la pregunta de por qué sacaron los arrendamientos de obra pensé que me iban a decir que 
era porque había una contradicción, pero me contestaron que era porque alguien había borrado de 
más y que se volvía a poner. Yo lo puse en el mismo lugar. Aparentemente, ahora se colocaría al final, lo 
que permitiría que el arrendamiento de obra fuera excepcionalmente permitido para cumplir con 
convenios internacionales, y no los arrendamientos de servicio. 


SEÑOR ASTI.- Yo entiendo que hay un artículo especial para el arrendamiento de obra, que es el que 
estamos tratando, pero que lo aclare la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA LEMES.- Es un tema de dónde están colocadas las comas en la redacción. Cuando hablamos 
de "arrendamientos de servicio bajo cualquier normativa que lo prevea o al amparo de convenios 
internacionales", no hay ninguna coma que separe eso o lo haga coincidir con el arrendamiento de 
obra. En cualquiera de las dos redacciones, se podría colocar "arrendamiento de obra" al final. En 
cuanto a "cualquier normativa que lo prevea o al amparo de convenios internacionales", debo decir 
que está relacionado solamente con los arrendamientos de servicio. 


En la última redacción se cambió de lugar y se puso "arrendamiento de obra" al final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este artículo es un poco complejo. Además tenemos que unir los artículos 51 
y 37 del proyecto del Poder Ejecutivo. Por tanto solicito que se ponga especial atención a fin de lograr 
una redacción entendible para todos los señores Diputados. 


SEÑOR POSADA.- Respecto a este inciso, que refiere a quienes también están exceptuados de dicha 
prohibición, ¿cuáles son los casos de convenios celebrados por la Universidad de la República y por el 
Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas? ¿A qué contrato de obra se refiere? 


SEÑORA LEMES.- Esto está recogiendo la normativa actual en la que ya están exceptuados los 
arrendamientos de obra. El artículo 15 de la N” 16.462 ya tiene estas excepciones previstas cuando 
establece que los arrendamientos de obra no pueden recaer en personas que ya sean funcionarios 
públicos. Además, la legislación actual establece el sistema de autorización y estas excepciones. 
Simplemente recogemos las mismas excepciones que había. No estamos innovando en nada a este 
respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que se analice la redacción a fin de que, cuando ustedes la remitan, 
los señores Diputados puedan tener una comprensión cabal de su contenido. 


Continuamos con el artículo 57, que equivale al 47 del proyecto del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Lo que se pretende con este artículo que se proyecta es dar solución a 
la situación de los funcionarios que, por imperio de una norma anterior -el artículo 12 de la N* 17.930-, 
siendo que estaban exonerados de la asistencia por estar declarados excedentes, fueron ofrecidos a la 
Administración Central por un plazo temporal. Los organismos a los que fueron ofrecidos han 
manifestado su intención de que se mantengan en forma permanente, o sea que sean redistribuidos 
definitivamente. Lo que se incluye acá es la posibilidad de que aquellos funcionarios que fueron 
ofrecidos bajo este régimen sean incorporados en forma definitiva. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Este artículo habilita la reincorporación de funcionarios excedentarios a 
los organismos en los cuales se los reclama en forma permanente. Después que establecemos a lo largo 
del articulado todo un régimen de excedencia y redistribución concluimos en este artículo que establece 
la posibilidad de retomar a quien hoy está en una nómina de excedentarios. Es posible que para 
determinada oficina del Estado un funcionario sea excedentario para un jerarca y para otro no. ¿Es 
así? 


SEÑOR GANDINI.- Necesito una aclaración porque no logro entender. 


Este artículo refiere al artículo 12 de la Ley N* 17.930, que tiene que ver con los funcionarios excedentarios 
que están en su casa, para decirlo en un lenguaje común. Ahora, si están en su casa, ¿cómo se los reincorpora 
al organismo en que se vienen desempeñando? ¡Si no se vienen desempeñando en ninguno porque están en 
su casa! Eso es lo que no entiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- He reiterado esa misma pregunta en muchas oportunidades. Espero obtener 
una respuesta en la noche de hoy. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Es correcto lo que se manifiesta. 


El artículo 723 de la Ley N* 16.736 preveía que el funcionario, luego de un año de permanecer en la nómina, 
ya no podía ser redistribuido y se mantenía en esa situación. Lo que ocurrió fue que luego el artículo 12 de la 
Ley N* 17.930 permitió que se ofreciera personal que estaba exonerado de trabajar en forma transitoria en 
determinadas tareas por el tiempo que determinara el Servicio Civil para esas actividades excepcionales. 
Después de ser ofrecidos esos funcionarios se ha planteado al Servicio Civil la intención de incorporarlos en 
forma definitiva. La solución que se plantea aquí es esa y se prevé que la Contaduría habilite el crédito por 
las diferencias que, obviamente, existen entre el sueldo del funcionario declarado excedente que estaba 
cobrando cuatro rubros de acuerdo con lo establecido por el artículo 723 de la Ley 16.736 y lo que implicaría 
la incorporación, si se concreta la aprobación de este artículo. 


El señor Presidente planteaba que ha sido constante en requerir una solución para todos los funcionarios 
declarados excedentarios al amparo del artículo 723. El Servicio Civil hizo un informe pormenorizado al 
respecto estableciendo cuál es la situación jurídica en que quedaron luego de ese artículo que preveía una 
serie de pasos: la declaración de excedencia al amparo del artículo 723 de la Ley N* 16.736, el pasaje a la 
nómina de personal a distribuir por el plazo de un año y la imposibilidad de ser reubicados luego en otra parte 
del Estado. Modificar eso implicaría un artículo puntual, realizar análisis de costos y, a su vez, estudiar el 
perfil de los funcionarios porque, de acuerdo con la información que tenemos en nuestro Registro, todos 
tienen una edad bastante avanzada. 


SEÑOR GANDINI.- De todos modos, es extraño. Trato de interpretarlo así, pero tampoco me queda 
claro. 


El sujeto de esa frase es "los funcionarios", que "podrán". O sea que es voluntario. El funcionario es el que 
puede, si quiere. Después dice que será a solicitud del jerarca del Inciso, es decir que el jerarca del 

Inciso puede solicitar que se lo incorpore definitivamente y el funcionario puede decir que no, porque el 
"podrán" es para el funcionario. Es el funcionario el que tiene derecho a decir que sí o que no. 


¿Es esto lo que se quiso decir, o se quiso expresar que "se podrán" y, entonces, el jerarca será quien tenga la 
potestad de definirlo? 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Feliz o no, yo redacté este artículo. En la medida en que el 
funcionario tenía derechos adquiridos por estar en la situación puntual en que lo colocó la Ley 
N? 16.736, y pasar luego del año a cobrar cuatro rubros que están establecidos a texto expreso, el hecho 
de que se le imponga regresar al Estado debería contar con su conformidad. Por eso dice "podrá volver 
a solicitud del jerarca". Tendrían que darse las dos hipótesis: que el jerarca confirmara su intención de 
incorporarlo en forma definitiva y contar con la conformidad del funcionario. Eso podría establecerse 


a texto expreso. El "podrán" condiciona la incorporación a la voluntad del funcionario, a quien se debe 
consultar. Si no está de acuerdo, volvería a quedar en la situación planteada por el artículo 723. 


SEÑOR GANDINI.- Quedó muy claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo no lo tengo tan claro. No voy a polemizar con el doctor Ariel Sánchez 
desde el punto de vista jurídico pero sí desde el punto de vista político. Algunos integrantes de la 
delegación me han escuchado decir hasta el cansancio que a esto hay que darle una solución. 


Hay 169 excedentarios, muchos de los cuales -no hablo de los mayores de 60 años sino de los que tienen 
entre 40 y 50 años de edad- quieren volver a trabajar. Si para ello es necesario agregar un inciso a este 
artículo o un artículo aparte, políticamente considero que se debe incorporar, por respeto al Parlamento -que 
tiene la oportunidad de cambiar esta situación- y a la ciudadanía -que con sus impuestos está pagando parte 
de los salarios de funcionarios que no trabajan-, y porque mi fuerza política ha planteado esto desde 1996. Se 
ha manifestado reiteradamente la disconformidad absoluta con que haya funcionarios excedentarios que estén 
en su casa sin trabajar, aunque cobren la cuarta parte del salario. 


Mantuve una conversación con algunos integrantes de la delegación y se me dijo hace pocas horas que se iba 
a agregar un inciso a este artículo 47 para resolver esa situación que, por supuesto, no está salvada cuando se 
dice que los que tienen que definirla, a solicitud del jerarca, son los organismos en que vienen desempañando 
tareas. Muchos de esos 169 funcionarios no están desempeñando tareas, están en sus casas y quieren trabajar. 
Respecto al argumento del doctor Ariel Sánchez en cuanto a los costos, como parlamentarios buscaremos las 
soluciones, pero les ruego que se concreten los anuncios que se hicieron a un grupo de legisladores. 


Por otra parte, les pedimos que nos ayuden a redactar un inciso o un artículo para solucionar esta situación 
porque nosotros lo vemos desde el punto de vista de la dignidad del funcionario y de la custodia de los 
recursos de la ciudadanía. No es un argumento jurídico pero es político, lo impulsamos con mucha fuerza y 
no quisiera que redactáramos algo con errores. Por ello solicitamos a la delegación que redacte ese artículo. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Quiero hacer una precisión de tipo personal. 


Cuando hacía referencia a lo jurídico era por la forma en que estaba dispuesto el artículo 723. Como asesor 
del Servicio Civil, durante muchísimos años informé en el sentido de que ese artículo creaba una situación 
muy compleja para los funcionarios y de muy difícil aplicación para el Servicio Civil porque se daba una 
condición particular. Aclaro esto porque es un tema que me resulta muy caro y coincido rotundamente en que 
habría que darle una solución 


También corresponde señalar que la señora Directora nos dijo recientemente que se iba a considerar la 
situación de todos los funcionarios y que, en ese sentido, íbamos a redactar un complemento para el artículo. 
En un informe que se realizó en su momento mencionaba que esta normativa establece que por doce meses 
los funcionarios pasaban a redistribución. Al principio se comunicó por parte de la Administración Central las 
personas declaradas excedentes, pero luego dejó de informarse. Por ello se interpretó que los doce meses 
corrían a partir de la declaración de excedencia, con lo que, además, el Servicio Civil no llegó a tener 
conocimiento de que empezaba a correr el plazo para determinados funcionarios. Por otra parte, el cargo que 
se declaraba excedente se suprimía automáticamente del organismo de origen, debiendo el organismo de 
destino tener las vacantes correspondientes para satisfacer sus necesidades de personal. Entonces, no había 
chance material de redistribuir al funcionario declarado excedente por el Artículo 723 a otro Inciso, a la 
Administración Central, ámbito exclusivo al que se podía redistribuir, porque las vacantes en destino eran 
utilizadas por la misma Ley de Presupuestos a los efectos de pagar las inequidades y los incentivos al premio 
por desempeño; en los hechos, era materialmente imposible redistribuir a nadie. No era un planteamiento 
jurídico sino un planteamiento técnico. Coincido con que hay que buscar una solución, y la Dirección 
Nacional del Servicio Civil ya nos instruyó en ese sentido. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Le agradezco al Presidente la inquietud en este tema, porque de lo 
contrario nos hubiéramos perdido toda esta otra explicación, que por cierto es muy rica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda, viene una nueva propuesta o una ampliación del artículo 47 del 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ASTI.- Pido disculpas a la delegación porque con el tratamiento de uno de los artículos 
anteriores, en particular el artículo 49 del proyecto original, 53 de la reformulación hecha por la 
Oficina, en el tema de los profesionales de la salud, me quedó la duda de si con esa expresión 
"profesionales de la salud" queda claro todo el universo de los que están incluidos allí. Quiero saber si 
hay alguna norma que nos permita decir cuál es ese universo de profesionales de la salud, porque 
quizás los límites sean demasiado laxos, ya que hay distintas especialidades universitarias, terciarias, 
técnicas, que pueden ser consideradas profesiones de la salud, y eso, para una aplicación tan estricta 
como la que se prevé, me preocupa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos hablando del artículo 49 del proyecto y 53 de este nuevo repartido. 


SEÑORA TEJERA.- Nosotros tenemos la misma preocupación. Hablamos con el Ministerio de Salud 
Pública, y en el final del artículo establecemos que: "El Poder Ejecutivo con el asesoramiento previo y 
favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil, reglamentará la presente disposición”. La vamos a 
reglamentar, porque, justamente, la expresión "profesionales de la salud" es muy amplia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el Artículo 50 del proyecto y 58 de las modificaciones 
planteadas por la Oficina. 


SEÑORA TEJERA.- Este artículo modifica el régimen de ascensos permitiendo una mayor movilidad 
horizontal dentro del propio Inciso, ya que dice: '(...Ja los efectos de la provisión de vacantes de 
ascenso los Jerarcas de los organismos mencionados en el inciso anterior," -es decir, los del 02 al 15- 
"realizarán un llamado al que sólo podrán postularse los funcionarios presupuestados del Inciso, 
pertenecientes a cualquier escalafón, serie y grado, siempre que reúnan el perfil y los requisitos del 
cargo a proveer (...)". 


Antes, los concursos se hacían por Unidad Ejecutora y por escalafón y serie. Ahora, lo que privilegiamos 
dentro del Inciso es que reúnan el perfil del cargo al cual se está llamando. Se reglamentará este artículo con 
el previo y favorable asesoramiento de la Oficina Nacional del Servicio Civil, a los efectos de modificar 
incluso el decreto que reglamenta los ascensos. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Correspondería precisar, a nuestro juicio, el concepto de "desierto", es 
decir, si refiere solamente a que nadie se presentó, o puede, al mismo tiempo, estar reuniendo alguna de 
las otras definiciones que usualmente se utilizan para el término "desierto" en materia de concursos. 


Por otro lado, pensamos que la vacante debería llenarse siempre con los mismos requisitos que se exigieron 
en el concurso declarado desierto. Al mismo tiempo, dejamos constancia de que la referencia al 
"procedimiento de ingreso previsto en la presente ley", a nuestro juicio, también es muy vaga. 


SEÑOR BEROJIS.- Cuando la doctora se refería a Inciso, no es Unidad Ejecutora, es Inciso. 


Con respecto a la vacante, si nadie puede ocuparla porque no tiene el perfil, ¿ingresa por designación una 
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persona al cargo vacante pasando por encima de los funcionarios del escalafón y serie? 


SEÑOR POSADA.- Al final de este artículo que estamos considerando, así como en el artículo 53, al 
que se hizo referencia hace un instante, se establece: "El Poder Ejecutivo reglamentará el presente 
artículo con el previo y favorable asesoramiento de la Oficina Nacional del Servicio Civil". Creo que 
"con el previo asesoramiento de la Oficina Nacional del Servicio Civil" corresponde, pero con el 
"favorable", no, porque el Poder Ejecutivo tiene la potestad reglamentaria y en consecuencia, si es 
favorable, yo diría que será mejor, pero en todo caso creo que no corresponde la expresión 
"favorable", en ninguno de los dos artículos. 


SEÑORA TEJERA.- Con respecto a "favorable", no hay ningún inconveniente en retirar la palabra. 


Cuando se habla de resultar desierto el concurso es con carácter general, es decir, ya sea porque nadie lo 
salvó o porque nadie se presentó. Lo que se establece es que esa vacante va a transformarse en una vacante 
de ingreso y se llamará a concurso por fuera del Inciso a los efectos de que ingrese alguien. 


SEÑOR GANDINI.- A mi juicio, esta es una de las normas más removedoras que hemos visto hasta 
ahora, porque cambia radicalmente uno de los aspectos centrales del Estatuto del Funcionario Público. 
Ya no se asciende por el escalafón sino que se puede cruzar escalafones, es decir, hay Incisos que son 
muy grandes. Pongamos el ejemplo de un funcionario de una Unidad Ejecutora del Ministerio de 
Educación y Cultura. Un funcionario de servicios de la Dirección de Registros puede presentarse a un 
concurso para un cargo de administrativo en la Dirección General de Secretaría. Es eso lo que quiere 
decir "dentro del Inciso", "fuera de la Unidad", y "dentro del escalafón". Un administrativo, si tiene 
perfil, puede presentarse a un concurso para un escalafón técnico profesional. Esto es lo que quiere 
decir; se cambia radicalmente el Estatuto del Funcionario en materia de ascensos. Se modifica el 
régimen habitual de ascensos en la Administración y, por lo tanto, hay que ver si no se lesionan los 
derechos de los que están hoy. Yo tengo mis dudas. 


Respecto del concurso desierto, tampoco me convence demasiado que se tome como un ingreso, o sea, que se 
regule mediante el mecanismo del ingreso y no haya otro mecanismo que dé facilidades de llenar esos cargos 
a quienes ya están. 


Por último, no comparto -una vez más debo decirlo- la delegación de atribuciones que el Parlamento haría 
por esta ley al Poder Ejecutivo cuando se establece que este es quien reglamentará este artículo, porque me 
parece que su reglamentación es clave en la modificación del Estatuto del Funcionario, y eso debe hacerse 
por ley, no por la reglamentación del Poder Ejecutivo. 


Por lo menos quiero dejar estas constancias. 


SEÑORA TEJERA.- Con respecto a la reglamentación, la ley anterior facultó los ascensos -de hecho, 
hay un decreto reglamentario-; el primer llamado se hace dentro de la Unidad Ejecutora, el segundo 
dentro del Inciso, y el tercero, dentro de la Administración Central. Eso está reglamentado por el 
Poder Ejecutivo. En cuanto a proveer la vacante por el procedimiento, se transforma en una vacante 
de ingreso y no en un ascenso. Al declararse desierto, pasa a ser una vacante de ingreso. 


El artículo 59 en la nueva numeración, 52 del proyecto de ley, refiere a los becarios y pasantes. Aquí se 
establece una novedad. El artículo expresa: "Es becario quien, siendo estudiante, sea contratado por una 
entidad estatal, con la única finalidad de brindarle una ayuda económica para contribuir al costo de sus 
estudios a cambio de la prestación de tareas de apoyo. [...]". Establecemos a texto expreso que no podrá ser 
contratado para la realización de tareas permanentes. 


Luego, repetimos lo que ya figura: "El contratado no podrá superar las 30 horas semanales de labor y tendrá 
una remuneración de 4 BPC; en caso de pactarse un régimen horario inferior, la remuneración será 
proporcional al mismo.- Es pasante" -esta es la otra novedad- "quien, habiendo culminado los estudios 
correspondientes, sea contratado por una entidad estatal, con la única finalidad de que desarrolle una primera 
experiencia laboral relacionada con los objetivos educativos de la formación recibida.- El contratado tendrá 
una remuneración de hasta 7 BPC, por un régimen horario de 40 horas semanales de labor. En caso de 
pactarse un régimen inferior, la remuneración será proporcional al mismo.- La extensión máxima de los 
contratos de beca y pasantía que se otorguen a partir de la vigencia de la presente ley será de dieciocho meses 
incluida la licencia anual, y en ningún caso podrá ser prorrogable. [...]". Esto último es a diferencia de lo que 
hoy existe, que es un plazo de un año, con prórroga de un año más. 


Respecto a los becarios y pasantes con derecho al FONASA, no figura dentro del proyecto enviado por el 
Poder Ejecutivo, por lo que retiramos esa disposición. 


El artículo 59 continúa diciendo: "[...] Los créditos asignados para tales contrataciones no pueden aumentarse 
por medio de trasposiciones ni refuerzos. No obstante, dichos créditos podrán reasignarse a los efectos de 
financiar otras modalidades contractuales [...]". 


La selección de los becarios y pasantes se realizará a través del Sistema de Reclutamiento y Selección de los 
recursos humanos de la Oficina Nacional del Servicio Civil; a su vez, se establece la licencia anual, licencia 
por estudio y licencia maternal. 


Más adelante, se agrega: "[...] Será causal de rescisión del contrato haber incurrido en cinco o más faltas 
injustificadas por año.- Los becarios y pasantes, para cobrar sus haberes, deberán acreditar el haber inscripto 
su contrato en la Oficina Nacional del Servicio Civil.- La ONSC deberá mantener un registro actualizado con 
la información de los contratos de beca y pasantía.- El haber sido contratado bajo el régimen de beca y 
pasantía inhabilita a la persona a ser contratado bajo este régimen en la misma oficina o en cualquier otro 
órgano y organismo del Estado [...].- La unidad ejecutora contratante, previo a la suscripción del contrato, 
deberá consultar a la Oficina Nacional del Servicio Civil si el aspirante ha sido contratado en estas 
modalidades.- Suscrito el contrato de beca y pasantía deberán comunicarlo en un plazo de diez días.- Queda 
exceptuado de lo dispuesto en el presente régimen el establecido en los artículos 10 a 13 de la Ley No. 
16.873 de 3 de octubre de 1997, salvo en lo que refiere a la extensión máxima de los contratos de beca.- 
Autorízase a las unidades ejecutoras de los Incisos del Presupuesto Nacional a contratar en calidad de 
becarios o pasantes, de acuerdo con la definición anterior, a estudiantes y egresados, cuando se cuente con 
crédito presupuestal [...]". 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- No entendí cuando la doctora dijo que en este caso los becarios y 
pasantes no tendrían derecho al FONASA. 


SEÑORA TEJERA.- Esto es un error porque no estaba en el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo, 
y primero lo tenemos que trabajar con el Ministerio de Economía y Finanzas. Es un tema de créditos y, 
si no estaba, no lo queremos agregar acá. 


SEÑOR ASTI.- La doctora Tejera recién leía: "[...] El haber sido contratado bajo el régimen de beca y 
pasantía inhabilita a la persona a ser contratado bajo este régimen en la misma oficina o en cualquier 
otro órgano y organismo del Estado [...]". 


Hoy se había mencionado que quienes estaban bajo este régimen podían ser considerados para otro tipo de 
contratos si se les podía dar un beneficio en la consideración especial, pero si son becarios, no pueden ser 
pasantes, y si son pasantes, no pueden ser becarios. ¿Se limita solo a esa prohibición y pueden ser contratados 
por alguna de las modalidades que figura en el resto del articulado? 


SEÑORA TEJERA.- Este inciso ha sido redactado así desde la ley anterior. Siempre se inhabilitaba a 
ser contratado nuevamente como becarios o pasantes dentro del Estado. Existe la obligación de 
consultar a la Oficina Nacional del Servicio Civil en cuanto a si la persona contratada ha tenido un 
contrato de beca o pasantía. 


SEÑOR ASTI.- Entonces, luego de finalizados sus estudios, ¿un becario puede ser contratado como 
pasante? 


SEÑORA TEJERA.- No, no puede, porque el régimen es único. 


SEÑOR POSADA.- Tanto el de becario como el de pasante es un régimen de trabajo. Por lo tanto, 
deberían tener acceso al FONASA, porque, de lo contrario, el Estado estaría incurriendo en una 
irregularidad con respecto a lo que se exige en el sector privado. Debería ser de orden que cualquier 
funcionario, independientemente de la relación que tenga con el Estado, tenga acceso al Fondo 
Nacional de Salud mientras dure esa relación. 


Esta es una constancia que quería establecer. 


SEÑOR GANDINI.- En términos generales, comparto la redacción y la solución que se dan en este 
artículo. 


Me surge la inquietud respecto al inciso que establece que los contratos de becas y pasantes no pueden ser 
prorrogables más allá de 18 meses, incluidas las licencias. Y si ocurriera, ¿qué sucedería? ¡Nada! Esto 
generaría reclamos posteriores, ilusiones de los funcionarios becarios, tal como ocurre ahora. ¿No se puede 
establecer una sanción al jerarca que contrate nuevamente, tal como se indica en otros casos cuando se afirma 
que será nulo el acto y que el funcionario que lo realice incurrirá en la omisión del artículo 164 del Código 
Penal? 


Digo esto porque después se genera una relación de afecto y compañerismo, y se escuchan expresiones 
como: "¡Parece una injusticia! ¡Qué bien que trabaja! ¡Cómo lo queremos!", y le buscamos la vuelta. Así es 
la naturaleza humana. 


Se desnaturaliza la relación, y por eso hay que establecer esas limitaciones, entre otras cosas, porque detrás 
de ese becario que, en muchos casos, está haciendo su primera experiencia laboral, hay otro joven que está 
esperando para hacer lo mismo. Muchas veces, este es el trampolín que deben utilizar para tener la referencia 
necesaria para ingresar al mercado laboral. Cuando hay uno que se queda, hay otro que no podrá hacer esa 
experiencia. 


El régimen tiene una esencia y esta no es que el Estado se aproveche de una persona pagándole sueldos más 
baratos, como recursos humanos baratos, sino que sea una oportunidad de preparación y formación 
profesional o personal para salir al mercado de trabajo. Para muchos, es la primera experiencia laboral o 
profesional. Esa es la esencia, y mientras tanto, el Estado recibe algunos aportes de esas personas. 


Si esto se desnaturaliza, el régimen pierde sentido y se transforma en otra cosa, que no es la que queremos. 


Me parece que hay que incorporar alguna norma que sancione al jerarca por incurrir en una omisión o 
determine que el contrato será nulo, tal como lo fijamos en otro artículo. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Ya lo establece el artículo. 


Dice así: "[...] Los becarios y pasantes, para cobrar sus haberes, deberán acreditar el haber inscripto su 
contrato en la Oficina Nacional del Servicio Civil.[...]". Si venció el contrato a los dieciocho meses y a 
alguien se le ocurre hacer otro contrato, no cobra. Entonces, el jerarca se hará pasible de la responsabilidad, 
pero eso hay que advertírselo al becario y al pasante cuando firmen el primer contrato. 


SEÑORA FERRARIS.- En principio, me parece apropiada y pertinente la observación que hace el 
señor Diputado Gandini en el sentido de promover la nulidad absoluta del acto. En materia de 
responsabilidad, podemos hacer alguna referencia a la norma, sin perjuicio de lo cual la Constitución 
regula ampliamente todos los mecanismos a través de los cuales, si hay voluntad, se podrían ejercer las 
medidas, responsabilizando al jerarca omiso en el cumplimiento de estas normas. 


SEÑOR GROBA.- En primer lugar, quiero decir que comparto la idea de que los pasantes tengan 
derecho al FONASA; seguramente, es algo que se va a corregir. 


Por otro lado, la redacción dice: "[...] La extensión máxima de los contratos de beca y pasantía que se 
otorguen a partir de la vigencia de la presente ley será de dieciocho meses, incluida la licencia anual, [...]", y 
más abajo, dice: "[...]Los becarios y pasantes sólo tendrán derecho a una licencia por hasta veinte días hábiles 
anuales por estudio, [...]". Me gustaría quitar la palabra "solo" y dar una redacción distinta porque, en mi 
opinión, leído de esta manera, parece que solo tendrán derecho a la licencia por estudio, y son dos cosas 
diferentes. 


SEÑORA TEJERA.- Con respecto a esta modalidad de vínculo, la preocupación data de mucho 
tiempo, porque acá estamos estableciendo que tienen que hacer tareas de apoyo, y nosotros nos 
preguntamos: ¿cuál es el criterio para definir las tareas de apoyo? Y si incumplen y les dan otras tareas 
que entienden que son permanentes y estratégicas, también estamos en un problema. Es decir, es una 
figura que siempre genera algunas dudas. 


SEÑOR POSADA.- Con relación a la extensión máxima de los contratos de beca y pasantía a los que 
recién hacía referencia el señor Diputado Groba, dice: "[...] que se otorguen a partir de la vigencia de 


la presente ley será de dieciocho meses incluida la licencia anual, [...]". La pregunta que uno se hace es 
cuál va a ser el criterio para los contratos actualmente vigentes. Porque esto podría dar lugar a que se 
interpretara que hay una extensión de dieciocho meses adicionales. Me parece que la redacción en ese 
sentido debería quedar lo suficientemente clara como para evitar esa interpretación. 


SEÑORA TEJERA.- Entendemos que ya tienen los contratos firmados y continúan con la vigencia del 
contrato que suscribieron. Este es uno nuevo. 


SEÑOR BERNINI.- Voy a hacer una consideración política. 


En primer lugar, quiero saludar el texto que enviaron respecto a la regulación de becarios y pasantes. 
En segundo término, quiero saludar a los integrantes de la Comisión que venimos perfeccionando ese texto. 


Creo que aquí, definitivamente, si bien hemos venido avanzando desde el período anterior, estamos 
regulando el tipo de contratación en la Administración que más se ha desvirtuado con el transcurso del 
tiempo. ¿Quién no conoció a un becario de cincuenta años hace un tiempo atrás? Creo que se fue avanzando, 
y ahora, con esta redacción perfeccionada, se va a terminar de definir. Como bien decía la doctora Tejera, 
aquí hay dos condiciones que tienen que darse en forma simultánea para no desvirtuar el tipo de contrato que 
se está haciendo. Una es el plazo y, otra, la función que se cumple. 


En cuanto al plazo, creo que vamos a perfeccionarlo, y va a quedar muy bien. Me preocupa, como a la 
doctora Tejera, el tema de la función. ¿Qué es apoyo y qué es tarea permanente o estratégica? A mí también 
me vinieron a visitar los becarios estos días pasados. Ellos no cuestionan los plazos. Salvo la excepción del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, los propios compañeros de COFE no cuestionan que se haya 
desvirtuado el tema del plazo. Lo que sí cuestionan es la función que cumplen respecto a la estructura 
permanente o estratégica de los distintos Incisos. 


Esta consideración política viene a cuento de que, en esta oportunidad, estaríamos terminando una larga pelea 
que se ha dado para tratar de regular de la mejor manera algo que, por momentos, de la forma en que se 
desvirtuó fue realmente terrible. 


Ahora bien; es importante definir cuáles son las tareas de apoyo, y eso es muy difícil hacerlo a través de una 
ley. Seguramente, a través de una reglamentación se podrá, por lo menos, dar un marco -porque es imposible 
ser tan preciso- para lograr que dentro de él se puedan considerar tareas de apoyo y que se escape muy poco 

de lo otro. De esa forma, estaríamos reduciendo el problema a la mínima expresión posible; alguna se podrá 

escapar, pero, en general, va a estar regulada de la manera adecuada. 


Quería hacer una reflexión política en este sentido, porque las expectativas del trabajo y de la función pública 
son muy grandes y son lógicas, ya que es parte de la condición humana; lo decía recién por lo bajo el señor 
Diputado Gandini. Pero las expectativas pueden ser ajustadas a la realidad cuando las reglas de juego son 
claras desde el principio y no cuando son difusas, porque, de esa manera, se da lugar a los reclamos, etcétera. 
Por lo tanto, a modo de una pequeña valoración política, creo que este es un artículo que va a quedar muy 
bien y que va a resolver gran parte de los problemas que tenemos. 


SEÑORA TEJERA.- El artículo 60 renumerado artículo 53 del proyecto del Poder Ejecutivo, es el que 
regula el contrato artístico. Establece: "Los incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional podrán contratar 
artistas bajo la modalidad del 'contrato artístico', siempre y cuando los contratados presten 
efectivamente servicios de esa naturaleza.- Se suscribirá un contrato que documentará las condiciones 
y objeto de la prestación, pudiendo la Administración disponer por resolución fundada, en cualquier 
momento, su rescisión.- Dichas contrataciones serán de carácter transitorio y no darán derecho a 
adquirir la calidad de funcionario público.- Respecto de los contratos de caché vigentes a la fecha de 
promulgación de la presente ley que se ajusten a la definición pasarán a revistar bajo dicha modalidad; 
los restantes, pasarán por única vez a la modalidad de Contrato Temporal de Derecho Público.- 
Habilítase a la Contaduría General de la Nación a realizar las reasignaciones de créditos 
correspondientes, a los efectos de financiar las contrataciones que se crean por el presente artículo". 


Acá lo que establecemos es que los caché vigentes que realmente fueron por contratar artistas continuarán 
bajo la modalidad de contrato artístico, y los caché que no son de esa modalidad pasarán a contrato temporal 
de derecho público, otra figura que vamos a ver con posterioridad. 


SEÑOR ASTI.- El texto que acaba de leer la Directora no es exactamente el que nosotros tenemos; por 
lo tanto pediríamos que nos enviara el nuevo texto. 


SEÑOR GANDINIL.- Comparto este artículo. Creo que va blanqueando una situación, va resolviendo 
un tema. Incluye la novedad de que ahora todos los Ministerios, y no solo el de Educación y Cultura, 
podrán contratar bajo la modalidad de artistas que, a su vez, también habrá que definir porque es 
bastante amplia. Muchas veces, se contrató bajo la modalidad de caché. El artículo dice: "(...) siempre 
y cuando los contratos presten efectivamente servicios de esa naturaleza". Creo que eso hay que 
reglamentarlo. 


Por otro lado, como es un contrato nuevo, no queda claro cómo se regula su régimen salarial y de qué forma, 
porque el sistema de caché está bajo cuestión. No sé si acá tienen un contrato, si el Estado y el contratado 
pagan BPS, si el contrato implica una relación directa de dependencia o el régimen de caché sigue siendo 
como es ahora, como si fuera una empresa que no es empresa, porque es muy "sui géneris". Eso no está dicho 
aquí y me preocupa que no nos inventemos otro problema para el futuro. 


Por último, aún no hemos llegado al Contrato Temporal de Derecho Público, pero me gustaría saber si este 
contrato temporal tiene algunos requisitos que deban cumplir quienes tengan que pasar de un régimen a otro 
o pasan automáticamente. Recuerdo que en la Dirección General de Secretaría del Ministerio de Educación y 
Cultura había un número bastante importante -alrededor de setecientos-, entre los que habrá gente que está en 
régimen de caché o en alguna unidad ejecutora que depende directamente de la Dirección General, pero hay 
muchos administrativos y otros. Por tanto, quisiera saber si este régimen nuevo tiene un plazo o si en algún 
momento se transforma en otro tipo de contrato; quisiera saber qué implica esta transición de un contrato a 
otro que estamos aprobando. 


SEÑORA TEJERA.- Todos los contratos de caché vigentes están estipulados por escrito, tienen un 
plazo y la Administración tiene la posibilidad de rescindirlos previa comunicación al contratado con 
una anticipación de treinta días o algo así. Lo que pretendimos con este artículo fue que quienes 
tuvieran contratos vigentes no se quedaran sin una transición por no entrar dentro de la modalidad del 
contrato artístico. Por eso fue que establecimos que "pasarán" -aunque debería decir "podrán pasar"- 
a la modalidad de Contrato Temporal de Derecho Público. Entiendo que la administración que tenga 
contratadas a esas personas, si no son realmente artistas, las tendrá que ubicar dentro de otras figuras. 
Por ejemplo, si son administrativos, supongo que perfectamente podrán pasar a la modalidad Contrato 
Temporal de Derecho Público, con el plazo máximo que se establece para esa modalidad y después, una 
vez que se hagan las reestructuras, si realmente son funciones permanentes y estratégicas, se crearán 
los cargos para esas personas. Estamos tratando de diferenciar: lo que es caché es caché y lo otro se 
tendrá que resolver una vez que se realicen las reestructuras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 55 del Mensaje del Poder Ejecutivo y 61 de 
esta propuesta. 


SEÑORA TEJERA.- A través de este artículo estamos regulando el otro vínculo contractual, que es el 
Contrato Temporal de Derecho Público, o sea "aquel que se celebre para la prestación de servicios de 
carácter personal, a efectos de atender las necesidades que la Administración no pueda cubrir con sus 
funcionarios presupuestados, por un término no superior a los tres años, y una prórroga por única vez, 
de dieciocho meses.- El contratado cesará indefectiblemente una vez finalizado el período para el cual 
se le contrató, operándose la baja automática de la planilla de liquidación de haberes.- Las 
contrataciones se realizarán mediante llamado público abierto, a través del Sistema de Reclutamiento 
y Selección de los recursos humanos de la Oficina Nacional del Servicio Civil.- Se suscribirá un 
contrato en el que se establecerán las condiciones de trabajo respectivas.- El Poder Ejecutivo 
reglamentará la escala máxima de retribuciones a aplicar.- La modalidad contractual referida no crea 
derechos ni expectativas jurídicamente invocables para acceder a un cargo presupuestal.- El Poder 
Ejecutivo, con el asesoramiento previo y favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil, 


reglamentará la presenta disposición en un plazo de 90 días." Quizás debamos eliminar el término 
"favorable". '"Habilítase a la Contaduría General de la Nación a realizar las reasignaciones 
correspondientes, a los efectos de financiar las contrataciones que se crean por el presente". 


Este nuevo vínculo estaría sustituyendo a los contratos a término que consideramos que era vínculo que no 
daba derecho ni al trabajador privado ni al funcionario. Estamos tratando de que sea un contrato donde se 
establezca específicamente cuál régimen jurídico será aplicable a estos trabajadores. 


SEÑOR ABDALA.- Solicito a la delegación si fuera posible ahondar en la explicación de esta solución, 
en su fundamentación. Me parece que no alcanza con lo que acaba de expresarse -aunque, por 
supuesto, es bienvenido-, en el sentido de que esto simplemente sustituye el contrato a término. 
Advierto que la disposición es de una gran amplitud y de cierta ambigiiedad. Inclusive, la referencia al 
Sistema de Reclutamiento y Selección -de eso vamos a hablar después- de recursos humanos, que 
popularmente se conoce como "ventanilla única", en verdad no resuelve lo que, en definitiva, termina 
siendo la voluntad discrecional, a mi juicio, de cada unidad ejecutora. Y en esa perspectiva es donde yo 
no advierto que la creación de esta nueva figura contribuya a racionalizar los mecanismos de ingreso a 
la Administración. 


Además, esto se vincula con lo que también veremos más adelante, que es el contrato de derecho laboral. Me 
parece que es seguir poniendo opciones, tipificando figuras nuevas que, en tal caso, me quedan dudas de que 
francamente vayan a contribuir a la eficiencia, y entiendo que seguimos, en algún sentido, delegando o 
autorizando a los responsables de las distintas unidades ejecutoras a que actúen con una enorme 
discrecionalidad en lo que tiene que ver con los mecanismos de ingreso. Es establecer nuevas ventanas, 
nuevas alternativas cuando, a mi juicio, a lo que deberíamos ir es a una racionalización y a definir criterios 
absolutamente objetivos donde, en algún sentido, inclusive, minimicemos la posibilidad de que los jerarcas 
actúen con criterio discrecional y prácticamente infundado. 


Yo aquí veo que se hace referencia a necesidades que la Administración no pueda cubrir con funcionarios 
presupuestados, y me parece -repito- que eso suena a excusa. Antes de eso, el artículo 54 del Mensaje 
original hace referencia a los procesos de reformulación de las estructuras organizativas. No sé si este artículo 
se mantiene vigente -porque me pareció que la señora Directora lo salteó, o está más adelante-, pero en todo 
caso tiene que ver con la misma figura. 


Francamente, creo que la exposición de motivos es débil, y no me estoy refiriendo a lo que acaba de decir la 
señora Directora Nacional del Servicio Civil, sino a la propia concepción del artículo. Entiendo que, en todo 
caso, esto es contradictorio con lo que desde el propio Poder Ejecutivo y a nivel de todo el sistema político 
hemos sostenido en cuanto a racionalizar los ingresos y, en tal caso, no hacernos trampas al solitario y no 
habilitar, por vía oblicua o indirecta, lo que entendemos puede ser simplemente una manera adicional de 
hacerle fintas a la reglamentación o a los mecanismos de presupuestación de funcionarios. Creo que, además, 
son plazos extensos, prorrogables por definición: podrían llegar a abarcar, prácticamente -de hecho, abarcan-, 
un período de Gobierno entero -porque estamos hablando de tres años prorrogables por dieciocho meses-, y 
eso me hace pensar que lo dicho por COFE, que me dejó pensando, es cierto. En definitiva, estos 
funcionarios no son del Estado sino del Gobierno, y nosotros tenemos que legislar para el Estado. En todo 
caso, tenemos que crear normas para funcionarios que estén referidas al cumplimiento de servicios 
personales en el Estado. Yo quiero eso antes que habilitar a este Gobierno -o a cualquier otro- alternativas de 
designación, nombramiento e ingreso de funcionarios sin que se me convenza de la necesidad de esa 
resolución. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Quiero hacer una reflexión acerca de la necesidad de acotar estos plazos. 


Debe tenerse en cuenta que se establecen tres años y dieciocho meses de prórroga. Si tomamos este plazo a 
partir de 2011, estaremos desembocando en la discusión del próximo Presupuesto. Y ya hemos visto que 
Presupuesto a Presupuesto -es ya casi una tradición- quedan pendientes asuntos de este tipo. Esto quiere decir 
que cuando termine el período de contratación de esta gente, estaremos otra vez aquí reunidos y 
probablemente discutiendo un nuevo artículo para ver qué hacemos con todos estos contratos temporales de 
derecho público. 


SEÑOR POSADA.- Comparto las apreciaciones del señor Diputado Abdala. Me parece que la 
fundamentación de este tipo de contratos no aparece muy clara en lo que refiere a la norma ni en lo 
que ha aportado la doctora Tejera. 


Si se necesita a un funcionario para cumplir una determinada función en el Estado y se habilita que se 
contrate por el término de tres años, con una prórroga de dieciocho meses, quiere decir que hay una 
necesidad permanente, salvo que se fundamente en una necesidad de carácter político. Claramente, si hay una 
necesidad de carácter permanente, deberemos regular los contratos de carácter permanente Si queremos 
establecer un régimen excepcional, debería tener corta vida. De pronto, en la Administración pública puede 
existir la necesidad de tomar a algún funcionario para una determinada tarea durante un año, prorrogable por 
una única vez por seis meses, pero no se me puede decir que haya una necesidad por tres años, prorrogable 
por dieciocho meses más. Eso altera la propia esencia del contrato de la función pública. Realmente, esto es 
complicado. Se opta por una situación de cesión y hablamos de un contrato verdaderamente temporal o, de lo 
contrario, se va instrumentando un ingreso a la función pública, ya con carácter permanente. 


SEÑOR ASTI.- Me remito al inicio de esta sesión, cuando la Directora nos planteaba los tres ejes 
acerca de los funcionarios y, uno de ellos, radicaba en la simplificación de los vínculos laborales con el 
Estado; se detallaron los que se derogaban y los nuevos. 


En estos últimos artículos se establece la creación de estas figuras, pero eliminando otras formas de 
contratación que tuvo el Estado durante mucho tiempo, inclusive cuando existía la prohibición del ingreso a 
la función pública. 


SEÑOR MUJICA.- Quiero precisar la naturaleza del problema, porque hay cosas que no están en 
discusión. 


Estos contratos van a ser celebrados por la Oficina Nacional del Servicio Civil mediante un llamado público 
abierto. De modo que con respecto a la posibilidad de que estos sean contratos del Gobierno, tenemos una 
salvaguarda institucional. 


Si el problema o la suspicacia está en la duración del contrato, que son tres años y dieciocho meses -y se lo 
quiere llevar a una duración que no coincida con un período de Gobierno, con dos años y un año de 
prórroga-, podríamos discutirlo. 


No puede objetarse la necesidad de este tipo de contratos y la forma en que está redactado el artículo genera 
garantías con respecto a que este no es un contrato hecho por los jerarcas o a su sugerencia, en forma directa. 
Este es un elemento que no puede obviarse. 


Lo que es de fondo es la necesidad del Estado de contar con un tipo de contrato que le permita generar 
vínculos "ad hoc" específicos, que no son de tipo becarios o pasantes, sino vinculados a la necesidad de 
cubrir una función en el Estado, de esas concretas y por un tiempo. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Al comienzo de la intervención de las autoridades de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil se hizo referencia a los objetivos estratégicos y, entre otras cosas, se dijo que 
la reestructura iba a realizarse paulatinamente y por etapas. Creo que hay tres Ministerios que están 
planteados como objetivo inicial. Eso me da la pauta de que el proceso de reestructura se va a realizar 
durante este Período de Gobierno y también esperemos que pueda culminarse en él. Nosotros 
desearíamos enormemente eliminar todo ese tipo de formas. Acá hablamos de transformarlas y de 
adecuarlas a los efectos de que no suceda lo del Período anterior, que tratamos de corregir ahora. 
Hablo de deformaciones, de reclamaciones de los funcionarios y de la legítima aspiración de la gente 
por permanecer en la Administración Pública 


Seguramente, el plazo no hace referencia a hacer permanente esta situación o esta forma de contrato para 
tener enganchada a la gente. Como decía el señor Diputado Mujica, esto se plantea de forma transparente, a 
través de la Oficina Nacional del Servicio Civil, y con todas las garantías, mediante un llamado público. 


Creo que, en definitiva, esto está vinculado y debemos tener en cuenta que, hasta que no se reestructure el 
conjunto de la Administración, siempre tendremos que apelar a formas de contratación que no 
necesariamente están enmarcadas en una cuestión definitiva, que es lo que todos deseamos. 


SEÑOR ASTI.- Continuando el razonamiento del porqué de este tipo de contratos, quiero decir que 
este es un Presupuesto que se ha elaborado en base a áreas programáticas y, en particular, a programas 
de ejecución que tienen sus objetivos y, en algunos casos, sus indicadores de gestión. Yo supongo que 
estos programas no necesariamente son permanentes en el Estado. Pueden durar uno, dos, tres, cuatro 
o cinco años, sin que tengan carácter de permanentes y sin que se intente, precisamente -como se dice 
en la definición de este contrato-, generar un vínculo laboral con la persona que realiza las tareas, por 
ejemplo, para un programa, invocando eso para acceder a un cargo presupuestal. 


Creo que esto hay que verlo a la luz de eso y a la luz de lo que decíamos anteriormente con respecto a la 
simplificación de formas o vínculos laborales con el Estado, pues si bien se crean estos nuevos, se suprime 
otra cantidad. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Simplemente quería dejar una constancia. 


Realmente parecería que con estas figuras se está inventando la contratación temporal en el Estado. Al 
contrario, si vemos la propuesta en los siguientes artículos, veremos que se sugiere derogar una serie de 
normas que hoy habilitan al Estado en materia de contratación. Es más: muchos de los contratos que figuran, 
se hacen como contratos anuales de renovación permanente. Es decir que hay innumerables formas de 
contratar por parte del Estado, que no han sido creadas desde el 2005 a esta parte; hay normas muy anteriores 
a esa fecha. Esa es la precisión que queremos hacer. 


Nos parece que, si bien podemos rediscutir en la Comisión lo relativo a los plazos, esta es una figura que 
tiende a ir unificando las formas de contratación. Los que hemos transitado por diferentes tareas del Estado, 
sabemos que, en diferentes circunstancias, existen trabajos y funciones que no son permanentes y que a 
veces, realizarlos en determinado momento, excede a la plantilla estable de cualquier organismo. 


Entonces, quiero dejar la constancia de que no estamos innovando en el sentido de que el Estado nunca haya 
contratado; todo lo contrario. Inclusive en los principales momentos de desregulación del trabajo en este país 
la figura del contrato siempre estuvo presente. 


SEÑORA FERRARIS.- Quiero hacer un comentario. 


Más allá del tema de los plazos, que podremos discutir y eventualmente modificar, quería señalar el valor de 
esta modalidad en el sentido de sustituir el contrato a término. Pocas figuras, de las tantas que se derogan, me 
han parecido -por lo menos a mí- más injustas que la del contrato a término, visto desde el punto de vista de 
los derechos del trabajador. Son trabajadores que no son totalmente privados, porque muchos de los derechos 
de los trabajadores del sector privado, estos no los tienen pero tampoco tienen todos los del ámbito público. 


Entonces, me parece que esta nueva modalidad, por lo menos, contribuye a despejar esta incógnita dado que 
a partir de ahora se van a regir por el derecho público, con todo lo que eso significa. 


Valía la pena destacar eso y en cuanto al tema de los plazos, lo analizaremos. 


SEÑORA TEJERA.- Tenemos que tener en cuenta -como lo han dicho ustedes- todas las normas que 
estamos derogando y el régimen de transición que estamos estableciendo en el artículo 63. COFE dice 
que deben ser prorrogados los contratos a término y nosotros le planteamos que la transición es a 
través de un contrato temporal de derecho público que estamos estableciendo en la ley. Sin embargo, le 
dice a los legisladores que no está de acuerdo con el contrato temporal de derecho público y sí con el 
contrato a término; son cosas que no entendemos. 


Creemos que con esto mejoramos la situación del trabajador porque lo pasamos de un contrato híbrido a uno 
con una naturaleza jurídica fija. 


Por otra parte, planteamos el plazo porque la Oficina Nacional del Servicio Civil pretende realizar las 
reestructuras de los Incisos. Inclusive, van a ver que en la Ley de Presupuesto hay muchos artículos que 
establecen una partida para contrataciones. Sucede que los Incisos pretendían crear cargos y nosotros les 
planteamos que no queríamos que en este Presupuesto se crearan demasiados cargos porque así quedábamos 
atados. Nosotros, en las reestructuras, al analizar los puestos de trabajo, vemos realmente lo que requiere 
cada Inciso. 


COFE también nos planteaba que los contratos a término hacen tareas permanentes y estratégicas. Entonces, 
establecimos un plazo a los efectos de que, una vez finalizadas las reestructuras, podamos valorar que esos 
cargos hacen tareas permanentes y estratégicas y, por lo tanto, crear los cargos. Además, no nos quedaba otra 
porque haciendo tres o cuatro reestructuras por año, nos va a llevar tres o cuatro años terminar todos los 
Incisos. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTOS.- Quería reafirmar la idea de que el 
plazo no era al azar. Se pensó en ir al máximo en el período de Gobierno en el tema de reestructuras; se 
comenzaba por tres y se continuaba por el resto. Y lo que no se quería era que en marzo de 2015 cayera 
todo. Por eso se agregaba algunos meses, de manera de dar cierta flexibilidad. Esa era la explicación 
del plazo que no es casual, no es simplemente para completar el período de Gobierno; eso es a futuro; 
esta es una transición, para tratar de llevar a cabo las reestructuras que se mencionaron. 


SEÑOR GANDINL.- Quisiera formular algunas aclaraciones. 


Por la síntesis de estas normas, quedan derogados los contratos zafrales, que desaparecen, como los 


eventuales, los contratos a término, los de Alta Prioridad, y con respecto a los de función pública, me queda 
la duda. 


En cuanto a los contratos temporales, no me queda claro cómo son. Quizás bajo la denominación de derecho 
público se abarca, de manera de regularlo todo. No se sabe cuál es su retribución; de aquí no surge así como 
tampoco sus condiciones laborales. Se supone que van a tener los mismos derechos de los funcionarios 
públicos en prestaciones sociales y en compensaciones del organismo que los va a nombrar. Es decir que si 
en ese organismo hay tickets alimentación -por decir algo-, los tendrán, o si hay compensaciones por horario, 
también y si hay otras, será igual. ¿Son considerados, a los efectos de las retribuciones, igual que los demás o 
tienen una modalidad diferente? ¿Cuál es el régimen jurídico bajo el que quedan contratados? Es un contrato 
que no es de funcionario público, pero es con el Estado. Por lo tanto, ¿cuáles son los parámetros? ¿Eso lo 
determinará la reglamentación posterior? 


Por otra parte, ¿cuál es el volumen presupuestal que se piensa destinar para estos contratos? Se supone que 
todos los recursos que hoy se destinan a todos estos otros que se derogan podrían pasar a los contratos 
temporales, es decir, a contratos a término, zafrales o eventuales. Muchos organismos tienen partidas para 
contratar, y existe una transición por la cual esos contratos vigentes se transforman en estos otros. Y hay otros 
que pudiendo no estar vigentes, tienen dentro del Rubro 0 posibilidad y rubros para contratar zafrales, 
eventuales o contratos a término. Todos esos créditos quedan disponibles -según lo interpreto- para los 
contratos temporales. A esto debe sumarse un volumen importante de partidas anuales que recorren todos los 
Incisos del Presupuesto, con partidas diferenciales según el caso, para contratar en tanto no se aprueben las 
reestructuras, que van lento. 


Por lo tanto, uno debería suponer que todo ese monto también se va a destinar a esto. La idea es cuánto de los 
recursos presupuestales se va a destinar a estos contratos temporales, cuyas retribuciones salariales no 
conocemos ni tampoco hay establecido aquí parámetros para imaginarnos cuáles podrían ser. 


Por último, la mención a que se hará un llamado público para la contratación es relativa a la referencia que 
hace que las contrataciones se realizarán a través del Sistema de Reclutamiento y Selección, que está 
regulado que es por llamado público. Supongo que esto es correcto. ¿Son funcionarios siempre convocados y 
seleccionados por el Sistema de Reclutamiento y luego pasan a ser contratados del Inciso respectivo, pero 
siempre los llama este Sistema de Reclutamiento que entiendo depende de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil? Es decir, ¿el organismo tiene que pedir a la Oficina o esta hace un llamado que a lo mejor en su 
conjunto es para proveer contratos en varias reparticiones del Estado? Supongo que debería ser así, si están 
precisando personal. 


Creo conveniente ajustar estas definiciones y tener una idea de montos presupuestales —que es de lo que se 
trata nuestro trabajo- que se piensan destinar a esta modalidad de contrato temporario. 


SEÑORA TEJERA.- Con respecto a la escala máxima de retribuciones, el mismo artículo dice que el 
Poder Ejecutivo lo va a reglamentar. Los Incisos no podrán establecer la remuneración que quieran; 
habrá una reglamentación del Poder Ejecutivo. 


En cuanto a qué son, debo decir que se trata de funcionarios públicos. No quiere decir que tengan derecho a 
la carrera administrativa; son cosas diferentes. Son funcionarios públicos sin derecho a la carrera 
administrativa. 


Con relación a cuánto crédito va a tener cada Inciso, debo aclarar que tendrá el mismo crédito que en la 
actualidad para hacer contrataciones de contratos a término. Si tiene crédito de Alta Prioridad lo podrá 
reasignar a los efectos de contratar a través de este artículo. 


Con respecto a las partidas que se establecieron en casi todos los Incisos de la ley de Presupuesto para 
contrataciones, en todos los artículos dice que ese crédito se asignará a las reestructuras. Lo dejamos 
expresamente establecido porque 


—wvuelvo a decir- lo que pedimos es que no se crearan cargos hasta tanto nosotros no hiciéramos la 
reestructura. Pero quedamos supeditados, y ese crédito no puede ser trasladado para estas figuras 
contractuales. 


En cuanto al reclutamiento y a la selección a través de lo que llamamos ventanilla única, la doctora Ferraris 
va a hacer una aclaración. 


SEÑORA FERRARIS.- En esto me someto a la voluntad de los señores Diputados. No sé si quieren que 
expliquemos ahora más o menos de qué forma estamos visualizando la ventanilla o si lo dejamos para 
luego. 


SEÑOR GANDINI.- Después. 


Entonces, todos los recursos que se destinan a los Incisos para contratar antes de que se haga la reestructura 
se utilizarán bajo este mecanismo de contrato temporal. Uno debe suponer que son recursos para este tipo de 
contrataciones. 


SEÑORA TEJERA.- Artístico o laboral; depende de las necesidades del organismo. 


SEÑOR GANDINI.- Además, está el crédito que obtengan de las transformaciones o de la transición y 
la disponibilidad que tengan de todas las otras modalidades que se derogan. ¿La suma de todo eso es lo 
que podrá destinarse bajo el régimen de contrato laboral? 


SEÑORA TEJERA.- Los créditos estipulados en las leyes que se derogan los va a poder reasignar la 
Contaduría en el Inciso para cualquiera de los vínculos contractuales que ahora estamos analizando. 


Pasamos a considerar el artículo 62, que es el 67 del proyecto del Poder Ejecutivo. Este es el que se utilizará 
en función de aquellos casos en que se deba contratar a personas por un plazo determinado. Estamos 
manejando la posibilidad de utilizar este mecanismo para contratos eventuales o zafrales. Por ejemplo, el 
caso del MIDES, cuando contrata personas para los refugios o para hacer determinadas actividades los fines 
de semana en los liceos o escuelas. Este artículo debe ser utilizado cuando hay un plazo determinado de 
finalización; no estamos estableciendo un contrato laboral de derecho privado que se transformará en un 
contrato con un plazo indefinido. En este caso, estamos planteando que se suscribirá un contrato en el que se 
establecerán las condiciones de trabajo respectivas y solo podrá ser utilizado por razones de necesidad, 
expresamente justificadas y con un plazo determinado. 


También estas contrataciones se hacen bajo el sistema de ventanilla única. Se habilita a la Contaduría a 
realizar las asignaciones correspondientes. Dice: "Quienes a la fecha de la vigencia de la presente ley tengan 


contrato vigente ya sea en carácter de eventual o zafral, continuarán en funciones hasta el cumplimiento del 
plazo contractual establecido en los respectivos contratos o en las resoluciones de designación 
correspondiente". Aquí entrarían los eventuales que contrata el Instituto Nacional de Estadística para el censo 
agropecuario. 


SEÑOR ABDALA.- Tenemos enormes dudas con relación a esta alternativa que se sugiere. Inclusive, 
las queremos formular en una versión bastante agravada con relación a la que dimos en ocasión de 
tratarse el contrato temporal de Derecho Público. 


En este caso advertimos que -además de que es una nueva modalidad y que ya formulamos nuestras reservas 
con relación a seguir diversificando las alternativas de ingreso por estos mecanismos "sui generis”- estamos 
frente a una solución bastante más vaga y de una excesiva amplitud que la que analizamos recientemente al 
referirnos al tema del contrato temporal. 


Por otro lado, aquí está claro que lo que se proyecta es la coexistencia de dos regímenes diferentes: uno de 
Derecho Público y otro de Derecho Privado. Es una solución que nos sugiere dudas, inclusive desde el punto 
de vista jurídico. Por tratarse del empleador del Estado, no tengo muy claro qué pueda realizar. No lo estoy 
afirmando contundentemente —quiero ser cauteloso—, pero me deja dudas la juridicidad de que el Estado 
pueda firmar contratos individuales de trabajo y someterse a un régimen de Derecho Privado como aquí se 
sugiere. Por lo pronto no me parece que sea lo más conveniente, porque el Estado por definición está 
sometido a un régimen de Derecho Público, y desde ese punto de vista parece razonable que el Derecho 
Público sea el que lo rija. Esto incluye, por supuesto, las condiciones de trabajo y el régimen de 
administración de sus recursos humanos. 


Creo que es bastante más indeterminada la solución porque aquí no hay plazo. Se hace referencia a un plazo 
determinado que es lo mismo que la nada. En la solución anterior no nos gustaba que el plazo fuera de tres 
años prorrogables por dieciocho meses pero aquí, reitero, la discrecionalidad de la Administración es de una 
amplitud verdaderamente inconmensurable. 


Por otro lado, por tratarse de un régimen de Derecho Privado, no tenemos muy claro cómo funcionarán los 
controles. Supongo que controlará la Justicia laboral. Tuvimos un largo debate en el Período pasado en 
cuanto a la competencia en casos similares a estos, cuando se transfirió la misma del ámbito de la Justicia 
laboral al ámbito de la Justicia en lo contencioso administrativo. Tampoco tenemos claro qué incidencia 
tendrá en todo esto el Servicio Civil; supongo que la tendrá, pero la solución parece bastante kafkiana, en la 
medida en que, reitero, estamos hablando del Derecho laboral común. No entendemos cuál es el sentido. 


Asimismo, no entendemos, por qué, habiéndose previsto la solución anterior, era necesario, además, 
consagrar esta. Si la anterior es ilimitada desde el punto de vista del número de contratos que la 
Administración podría realizar en ese régimen de duración temporal, ¿a santo de qué agregar esta modalidad 
que creemos que puede generar controversias y dar prerrogativas al Estado y a la Administración que no son 
propias de la actividad pública sino que, en todo caso, pertenecen al ámbito del mercado de trabajo? 


Por eso las explicaciones que se han dado no nos parecen suficientes. Esto no es una crítica a la Directora del 
Servicio Civil ni a la delegación; en todo caso es una constatación objetiva. 


Desde ya decimos que nos vamos a oponer a esta solución que va en contra de lo que ha sido la prédica 
oficial en el sentido de reformar la Administración y el Estado y de racionalizar y eliminar la duplicidad o 
multiplicidad de criterios en lo que tiene que ver con la administración de los servicios personales. Por lo 
tanto, nos generó bastante sorpresa cuando el Poder Ejecutivo remitió la iniciativa y tuvimos la oportunidad 
de leerla. 


No creo necesario formular más preguntas, salvo la que dejé formulada: ¿cuál es el fundamento de introducir 
esta variante adicional, sobre todo, a la luz de la que analizamos anteriormente? Se dijo que la anterior era 
para reemplazar el contrato a término o para sustituir una serie de modalidades. Bueno, si esa es la que tiene 
efecto residual y resuelve todas las demás, ¿por qué agregamos esta ahora? Eso no se dijo y me parece que su 
explicación queda pendiente. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Simplemente, queremos algunas aclaraciones sobre cuándo se hará 
este tipo de contratos y, sobre todo, los procedimientos para la contratación, la remuneración y el plazo 
que no quedó claro en la exposición. 


SEÑOR POSADA.- De la explicación que daba la señora Directora Nacional del Servicio Civil surge 
que esta modalidad se aplicaría en determinadas circunstancias y que vendría a sustituir los contratos 
zafrales o eventuales. Por lo tanto, presumo que en la modalidad de contratación hay una justificación 
en cuanto a que no se trate de tareas que requieran calificación especial desde el punto de vista de su 
realización o que tengan un plazo relativamente breve. 


Me queda la duda respecto a la juridicidad de estos contratos; es decir, si desde el punto de vista del amparo 
constitucional el Estado puede realizar este tipo de contrataciones. Esa es la primera duda. 


La segunda se refiere al plazo. Creo que debiera haber un plazo determinado, al menos un plazo máximo. En 
este tipo de situaciones el Estado está en falta hoy porque muchas de estas tareas se terminan tercerizando, 
por ejemplo, a través de contratos con Organizaciones No Gubernamentales, donde el Estado hace un "by 
pass" y genera este tipo de contratos. 


El hecho de que se prevea no me parece mal, lo que me preocupa es que esté ajustado a Derecho y que se 
establezca un plazo determinado máximo para este tipo de contrataciones. 


SEÑOR ASTI.- En este tipo de contratos, ¿cuál es el régimen de aportación a la Seguridad Social por 
parte del Estado? 


SEÑOR GANDINI.- Realmente, surgen muchas dudas. 


La primera es quién "podrá", porque dice "se podrá". ¿Serán los Incisos 02 al 15, los Entes Autónomos, los 
Incisos del Presupuesto Nacional o todo el Estado? No sé. ¿Quién podrá? ¿Los Gobiernos Departamentales? 
¿Todos podrán? 


La segunda pregunta es por qué se derogan los eventuales y los zafrales. ¿Cuál es la valoración negativa para 
derogar estos contratos y sustituirlos? ¿En qué mejora? 


La tercera duda está referida al plazo. Acabamos de establecer un plazo máximo para los otros contratos que 
sustituyen los que eran a término; sin embargo, para esto no se fija un plazo. Dice "un plazo determinado" 
pero nadie sabe cuánto puede ser. Pueden ser muchos años o no. En este caso, habrá que poner un límite 
máximo en que podrá funcionar este tipo de contratación. 


Después me quedan dudas como las que ya se han planteado. ¿Cómo es el régimen? El Estado es patrón en 
una relación de Derecho Privado. Me gustaría saber cómo es ese cambio. Hay doctrina que establece que el 
Estado no puede ser titular de contratos de Derecho Privado; por ser el Estado y por ser público, siempre es 
titular de Derecho Público. Sobre esto hay debate y hay doctrina, pero parece que esto supera ese debate y 
establece definitivamente que el Estado puede serlo. Entonces, surgen otras preguntas. ¿Cuál es el régimen de 
aportación a la Seguridad Social? ¿Bajo qué norma se está regulando? ¿Qué Derecho impera? No es como el 
caso del contrato temporal en que se nos acaba de decir que son funcionarios públicos y, por lo tanto, les 
corresponden todos los derechos como tales. ¿A este sujeto contratado qué le corresponde? ¿Tiene licencia de 
funcionario público o privado? Sería de privado, eventualmente; entonces, el Estado pasa a ser una figura que 
tiene unos empleados bajo un régimen y otros bajo otro régimen. Eso es lo que se discute. 


SEÑORA TEJERA.- Normalmente, en el Derecho laboral cuando se hace un contrato con un plazo 
determinado es porque la actividad que se va a realizar tiene de antemano un plazo. Si estamos 
hablando de un hecho de la naturaleza, ella es la que va a decidir cuándo finaliza. Si se trata de un 
contrato de trabajadores de la construcción, se realiza un contrato por un plazo determinado hasta que 
finalizan las tareas en determinada obra. A eso nos referimos y por ello no fijamos el plazo en el 
artículo. Si contrato un funcionario para hacer el censo agropecuario, evidentemente, el contrato va a 
decir "hasta que finalice el censo agropecuario". Esa es la idea que manejamos para el uso de esta 
figura de Derecho laboral. Pueden ser diez días, quince días o tres meses. 


Se plantea el uso de la figura del Derecho Privado para estos casos porque el procedimiento de contratación 
es más probable que sea mucho más rápido que el del contrato temporal de Derecho Público, sobre todo, para 
aquellas cosas que son muy dinámicas. Por ejemplo, el MIDES tiene el problema de que si falta la persona 
para atender los refugios la precisa ya hoy, de noche, no mientras yo hago toda un contrato a través del 
Derecho Público, formalizo el expediente, lo mando a la CGN, etcétera. Quizás, en la medida en que se 
aplique, veremos cuáles son las deficiencias de este modelo, pero cuando lo estamos planteando lo hacemos 
desde ese punto de vista. 


SEÑOR ABDALA.- Entiendo la explicación que la señora Directora ensaya. De cualquier manera, me 
parece que está fuera del contexto de lo que el sentido literal del inciso primero del artículo 67 
establece. Lo que ella menciona es una alternativa -no digo que la comparta, la estoy analizando 
clínicamente, por decirlo así-, pero hace referencia en todo caso a un objeto. Se hace un contrato para 
determinada tarea, para determinado objeto, y eso define el plazo, que es la propia configuración o 
realización de ese objeto, pero no es lo que dice el inciso primero. El inciso primero habla de una 
relación de trabajo más bien estable; hace referencia a un plazo, pero da la sensación de una relación 
que es de tracto sucesivo, que no es para cumplir una tarea que se agota en sí misma. Entonces, la 
redacción que se proyectó y se insertó en el proyecto de Presupuesto está mal, no refleja la verdadera 
intención de la Administración o estamos hablando de dos cosas completamente distintas. 


SEÑORA TEJERA.- Quizás no refleje la intención que tuvimos con esta figura contractual. La 
intención es la que estábamos planteando recién. Para nosotros es claro porque lo trabajamos durante 
mucho tiempo y la redacción es la que nosotros pretendemos que los demás entiendan. No hay ningún 
inconveniente en mejorar la redacción y establecer que sí se podrá en los Incisos 02 al 15, está abierto 
para todo el Estado; podrá ser acotado un poco más el término del plazo determinado. La idea es, 
justamente, tener esta figura para aquellos casos en que el Estado necesita tener una persona de un día 
para otro. 


SEÑOR ASTI.- Con respecto a lo que estaba planteando la Directora, si podemos tener un plazo 
determinado, podríamos también tener una tarea determinada para los casos que planteaba recién; o 
sea, por plazo y tarea determinada. De esa manera estamos salvando el hecho de contratar a una 
persona por diez años; es para una tarea determinada, y al culminar la tarea, culmina el contrato. 


SEÑOR MUJICA.- En el sentido de lo que se viene diciendo, me dio la impresión, por la explicación 
dada por la señora Directora, de que se está tratando de tener una forma de vínculo con el Estado 
rápida y para tareas de no mucho plazo, para dar elasticidad a los distintos organismos a fin de que 
puedan hacer contratos con velocidad y agilidad. Da la impresión de que la naturaleza del vínculo que 
se define es pasajera; no está pensado como podría ser el anterior contrato que se nos presentó, que de 
alguna manera es para necesidades de largo plazo que no pueden ser cubiertas con los cargos 
presupuestados a disposición de ese Inciso. En este caso, es otra cosa. 


Entonces, de alguna forma, la redacción debería recoger ese carácter provisional de este tipo de contrato. 
También aclaro una cosa. Si nosotros estamos pensando en un Estado dinámico -esto no lo digo como 
defensa del artículo en sí mismo sino como concepto-, que tiene muchas funciones, muchas tareas, y le 
empezamos a encorsetar que la única forma de vincularse con él sea a través del Presupuesto o las becas y las 
pasantías, lo que termina pasando es que desnaturalizamos los pocos vínculos que tenemos, porque al final el 
jerarca se mueve con lo que tiene a mano. Ya prohibimos el ingreso al Estado y nos pasó que los que no 
podían entrar por la puerta terminaron entrando por la ventana porque los organismos tienen que funcionar. 
Entonces, simplemente propongo que el artículo se redacte dándole a este tipo de contrato ese carácter que yo 
defino mal como pasajero o eventual. Más allá de lo que me parece, es un tipo de vínculo que el Estado 
necesita; eso es obvio, todos lo sabemos. 


SEÑOR BERNINI.- Entiendo el concepto, sabemos lo que quiere decir. Entre otras cosas, estamos 
simplificando mucho, porque esto viene a cuenta de que a partir de este Presupuesto estamos 
eliminando un sinnúmero de formas de contratación caóticas. Estamos concentrándonos claramente en 
determinados instrumentos contractuales y nada más que en ellos. Entiendo que la forma en que está 
redactada esta norma es de un nivel de amplitud que objetivamente puede dar lugar a utilizarla de 
distintas maneras, y creo que es obligación nuestra -primero que nada de la bancada de Gobierno- 


tratar de ser precisos a la hora de buscar las redacciones adecuadas al objetivo para el cual se están 
introduciendo. Es en este sentido que a mí me parece adecuado. 


Entiendo que puede haber diferentes plazos para las distintas eventualidades que puedan surgir; es muy 
difícil establecer un plazo. Y entiendo que uno no puede ser tan taxativo de poner para qué tipo de tareas 
porque siempre puede haber alguna más, pero tendríamos que buscar cierto nivel de acotamiento que nos dé 
las garantías necesarias como para evitar que esto pueda ser mal utilizado cuando el objetivo es bien 
intencionado. En función de ello, prefiero este tipo de cosas y no que el Estado contrate a una empresa 
tercerizada para hacer una encuesta, por ejemplo. Porque, entre otras cosas, el trabajador de esa encuestadora 
va a cobrar mucho menos porque una parte de su salario se la va a quedar el intermediario. Prefiero mil veces 
que sea el Estado quien lo contrate directamente, porque en definitiva, va a ser una tarea a término, con reglas 
de juego claras y con un salario adecuado a la función y sin intermediarios en el camino. Lo pongo de 
ejemplo, porque sin esto, perfectamente se puede contratar a una empresa tercerizada para hacer determinado 
tipo de funciones. 


Sí me queda una duda, y tengo que ser honesto, en cuanto a la relación a nivel de contrato privado de trabajo. 
Al ser contrato a término, en ninguna hipótesis va a haber despido. Pero si lo hubiera en el medio, ¿cuál es el 
régimen jurídico que prevalece? ¿Un juzgado laboral bajo el régimen privado? ¿O en definitiva el Estado 
tiene su propio ámbito que es el Tribunal de lo Contencioso Administrativo? Esa es la duda que me queda y 
la quiero explicitar, porque me parece que tenemos que ser bien claros en esto. Acompañamos en un todo el 
objetivo y el espíritu del planteo, pero a la hora de votar un artículo de esta magnitud, debemos tener la 
certeza de que estamos haciendo las cosas bien. 


SEÑORA FERRARIS.- Casi todos los señores legisladores ya lo han precisado, y no es una cuestión 
menor. Me parece que una innovación de este tipo merece un texto que efectivamente tenga un mínimo 
de claridad y seguramente lo vamos a poder solucionar. 


No sé quién de los señores legisladores planteó el tema de la posible aplicación de esta disposición a los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. Seguramente saben más que yo acerca de que si esta norma 
es votada con la mayoría especial de dos tercios, de acuerdo con el artículo 64 de la Constitución, podría 
eventualmente ser aplicada a los Entes Autónomos, a los Servicios Descentralizados y a los Gobiernos 
Departamentales. 


SEÑOR ASTI.- Quedan dos preguntas por responder: una tiene que ver con el régimen de aportes a la 
Seguridad Social y la otra con cuál sería el Tribunal que debería atender los conflictos laborales individuales. 


SEÑORA TEJERA.- Respecto a los aportes, aún no hemos hablado con el Banco de Previsión Social. 
En cuanto a si los contratos a término tienen derecho a seguro de desempleo y a otros similares de la 
actividad privada, no hay duda de que este es un aspecto a resolver antes de aprobar el artículo. 


En cuanto a los Juzgados correspondientes, está establecido que los conflictos individuales de trabajo a que 
refiere el artículo 106 de la Ley N* 12.803 no incluyen aquellos casos en los que, cualquiera sea la naturaleza 
de la relación, una parte en la misma sea una Administración estatal. Ese aspecto podría estar solucionado por 
ese artículo. 


SEÑOR ABDALA.- ¿De quién es la competencia? 
SEÑORA TEJERA.- Del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


El artículo 63, que equivale al artículo 54 del proyecto del Poder Ejecutivo, refiere al régimen de transición. 
Allí se establece: "[...] las personas contratadas al amparo de los regímenes previstos en los artículos 30 a 43 
de la Ley N* 17.556" -son los contratos a término- "de 18 de setiembre de 2002, literal B del artículo 3* de la 
Ley N* 18.362 de 6 de octubre de 2008" -esto refiere a arrendamientos de servicios- "art. 539 de la Ley 

N* 13.640 de 26 de diciembre de 1967" -Fondo de Contratación del Ministerio de Economía y Finanzas- 

"art. 63 de la Ley N* 17.296 de 21 de febrero de 2001" -es la que permite al INE contratar eventuales, que en 
realidad hacen la encuesta de hogares y es en forma permanente- "[...]Jart. 22 del Decreto Ley 14.189" -para la 


contratación de Alta Especialización y Alta Prioridad; el artículo 7% de la Ley N* 16.320 lo quitamos porque 
hay una artículo que establece que las altas prioridades actuales se suprimirán al vacar, por lo que no es 
necesario establecerlo aquí- "[...Jcuyo plazo de vencimiento es al 31 de marzo de 2011 o que continúen 
vigentes a la misma fecha, podrán ser contratados por única vez bajo la modalidad del Contrato Temporal de 
Derecho Público, previa conformidad del Jerarca y de la ONSC, debiendo cesar indefectiblemente cuando se 
haya completado el proceso de reformulación de las estructuras organizativas y de puestos de trabajo, o, 
cuando finalice el plazo contractual, en caso de que no se hubieren completado las referidas reestructuras. 


[..J". 


Con esta transición estamos tratando de que si al año 2011 ya tenemos la reestructura y podemos determinar 
qué cargos hay que crear -por ejemplo, en el caso de los Ministerios de Industria, Energía y Minería, de Salud 
Pública y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente-, estos dejarán de ser contratos 
temporales y tendrán que concursar para ocupar un cargo presupuestado. Por eso es que se establece hasta la 
finalización de la reestructura. 


El artículo 64, correspondiente al artículo 58 del proyecto de ley, modifica el acápite del artículo 8” de la Ley 
N* 16.320 con respecto a los adscriptos a las Direcciones Generales de Secretaría de los Incisos. Allí se 
establecía que el adscripto debería ser funcionario público del Inciso. Ahora se establece que debe ser 
funcionario público, no importando si es o no del Inciso del que lo contratarán como adscripto. 


SEÑOR ABDALA.- No sé si podemos tener una fundamentación más completa con relación a este 
artículo. Si mal no recuerdo, los adscriptos a la Dirección General vienen a ocupar la función que 
históricamente cumplieron los Subdirectores Generales de Secretaría de los distintos Incisos. El hecho 
de que fueran funcionarios del Inciso parecía de toda lógica en la medida en que implicaba una suerte 
de confianza presupuestal -por decirlo así- de parte del jerarca. Y por tratarse de una función 
directamente vinculada a la administración del Ministerio respectivo, parecía de toda lógica que esa 
persona fuera un funcionario de carrera de ese mismo Inciso. 


Más allá de que se me diga que esto puede apuntar a que haya mayor amplitud en las posibilidades y un 
aumento en la discrecionalidad, no entiendo cuál es el fundamento del aumento de la discrecionalidad. ¿Por 
qué razón es previsible que en determinado Inciso sea conveniente traer un funcionario de otro -por más 
antigua que sea su permanencia en la función pública-, tratándose de un Ministerio diferente al cual 
pertenece? No entiendo muy bien el sentido. Algún motivo habrá para establecerlo, pero no lo entiendo. 


Es más, a mí me daría más tranquilidad dejar las cosas como están. Parece de toda lógica que quien sea 
designado y se le otorgue la confianza para actuar en una posición de gran relevancia administrativa a efectos 
de la administración del Inciso sea un funcionario de carrera y de larga actuación en el mismo Inciso en que 
está siendo designado. 


SEÑORA TEJERA.- La idea es que el jerarca tenga mayor amplitud y discrecionalidad. 


SEÑOR ABDALA.- Se ha dicho que el fundamento de este artículo es dar mayor discrecionalidad al 
jerarca. ¿Se puede saber cuál es el origen de esta iniciativa? ¿Quién tuvo la idea de establecer esta 
disposición? ¿Esto surge a partir de una propuesta técnica de la Oficina Nacional del Servicio Civil? 
¿Es una definición política del órgano jerarca? No sé si esto lo podemos saber. 


SEÑOR MUJICA.- Básicamente se modifican dos aspectos de la Ley N* 16.320. Uno de ellos es que el 
adscripto ya no debería ser funcionario del mismo Inciso con un año de antigiiedad en ese órgano y el 
otro es que hay un listado de funcionarios jerárquicos que estarían habilitados a solicitar este 
adscripto. Por lo tanto, esto se hace genérico para toda la Administración Central y, por otro lado, al 
adscripto se le quita el carácter de pertenecer al Inciso. 


Entiendo de orden preguntar cuáles son las razones de esto. 


SEÑORA FERRARI.- Con esta norma se intenta no acotar al jerarca a la designación de un adscripto 
que sea funcionario de su propio Inciso. Esto le daría posibilidades de apelar a otro funcionario, 
porque ha pasado que algunos jerarcas no encontraron a nadie en su Inciso, capaz de desempeñarse en 


esas funciones. Esto no impide que el jerarca designe un adscripto de su propio Inciso. Pero si no 
encuentra a nadie, lo que habilita esta norma es a ubicar en esa posición institucional a un funcionario 
público de otro Inciso de la Administración Central. 


SEÑOR GANDINI.- También cambia el requisito de un año de antigiiedad, que ahora no se exige. No 
sé, quizás me equivoco. 


Además, me gustaría saber cómo funciona porque, en los hechos, es una suerte de pase en comisión. Al estar 
en otro Inciso, ¿qué hace? ¿Deja su cargo en suspenso, o le pagan su salario y lo que recibe es un 
complemento? Si recibe un complemento, tiene un salario original, o sea que es un pase en comisión. Sigue 
siendo funcionario de su Inciso, percibe ahí su salario y va a tener un complemento. Por lo tanto, reitero, es 
un pase en comisión. El jerarca podrá tener en comisión un funcionario que revistará en la calidad de 
adscripto, que es algo muy diferente a lo que teníamos. No solo cambia la naturaleza de su relación laboral, 
que antes era en el Inciso y ahora puede ser en cualquier otro. Esta es la primera impresión sobre este 
artículo, más allá de las valoraciones que ya se han hecho. 


La idea era, originalmente -recuerdo haber participado en el debate-, por ejemplo, que en una Unidad 
Ejecutora en que no existía la función de Subdirector -porque, en muchos casos, se había derogado-, esta se 
sustituyó por el sistema del adscripto. Entonces, del organismo surgía alguien con experiencia y 
conocimiento, que era seleccionado para esa tarea que hacía las veces de Subdirector. Ahora esto cambia: no 
tiene experiencia, se lo puede traer de cualquier lado, refiere a la confianza política y no a la confianza de 
gestión y tiene una naturaleza de pase en comisión. Inclusive, al eliminarse el requisito de la antigúedad 
puede ser alguien que haya entrado recientemente a la Administración. De lo contrario, no se debió haber 
eliminado esa referencia. Por lo tanto, nosotros lo tomamos como una nueva decisión política de incorporar 
gente de confianza política e incrementar esa cantidad de funcionarios de confianza, buscando los resortes 
que da el texto que se proyecta, porque no asegura conocimiento del organismo, no se le pide antigiledad, 
sigue siendo funcionario del Inciso anterior y se le complementa el salario. Realmente no le encontramos 
ninguna explicación desde el punto de vista técnico sino más bien político. 


SEÑORA TEJERA.- Quería responder al señor Diputado Gandini que siempre es de confianza del 
Director General, aun cuando sea funcionario del Inciso. Normalmente no se designa un adscripto que 
no sea de confianza política del Director General. En cualquiera de las modalidades, ya sea dentro del 
Inciso o fuera del Inciso, será alguien de su confianza. 


SEÑOR GANDINI.- Pero está en comisión. 


SEÑORA TEJERA.- Sí; estaría en comisión. 


Habría que ver la diferencia en la remuneración, porque aquí se establece el mismo artículo que figuraba en 
la Ley N* 16.320, para los que son del Inciso. Creo que en este caso ameritaría estudiar la redacción en 
cuanto a la forma del pase de un Inciso al otro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al artículo recién considerado, nos harán llegar un ajuste de 
redacción. 


Pasamos a considerar el artículo 59 del proyecto del Poder Ejecutivo, que sería el artículo 65 de los 
renumerados. 


SEÑORA TEJERA.- Este artículo tiene relación con la figura de los adscriptos sobre la que hoy 
estuvimos hablando. 


El artículo dice: "Facúltase a los Ministros de Estado a contratar adscriptos que colaboren directamente con 
estos, por el término que determinen y no más allá de sus respectivos mandatos.- Las personas comprendidas 
en la situación precitada no adquirirán la calidad de funcionarios públicos. Si la contratación recayere en 
funcionarios públicos, podrán estos optar por el régimen que se establece en el presente artículo, 
manteniendo la reserva del cargo de su oficina de origen, de acuerdo al régimen previsto en el artículo 21 de 


la Ley N* 17.930 de 19 de diciembre de 2005. [...]". Luego, se asignan los créditos necesarios a los efectos de 
la contratación de esta figura de adscriptos. 


También se establece: "El Poder Ejecutivo reglamentará la escala máxima de retribuciones a aplicar.- La 
Contaduría General de la Nación habilitará los créditos correspondientes a los efectos de atender las 
erogaciones resultantes del presente artículo". 


Como hoy informé, el crédito que se otorga a cada Ministro, a cada Inciso, es en función de la cantidad de 
Unidades Ejecutoras, de la cantidad de funcionarios y de la complejidad de los objetivos estratégicos que 
tiene que cumplir. 


SEÑOR BEROIS.- ¿Hasta cuántos adscriptos puede tener cada Ministro? Acá no lo dice y, 
supuestamente, la remuneración la fija el Ministro. 


SEÑORA TEJERA.- El Poder Ejecutivo va a reglamentar la escala máxima de remuneración. 
¿Cuántos? Lo expliqué hoy. Dependerá de la remuneración y de los perfiles de las personas que quiera 
contratar como colaboradores. El límite es el crédito. El límite del monto a abonar será establecido a 
través de la reglamentación del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MUJICA.- De los contratos que vimos anteriormente, ¿cuál sería el contrato que haría el 
Ministerio a estos adscriptos? 


SEÑORA TEJERA.- Estamos hablando del contrato de adscripción, que es la misma figura 
contractual que tiene el Presidente de la República para contratar adscriptos. 


SEÑOR OTEGUL.- Me queda claro que el caso del artículo anterior es pase en comisión y este artículo 
es contratación de adscriptos, que pueden ser o no funcionarios públicos y el límite máximo está 
supeditado al crédito que tenga cada Ministerio y la asignación máxima que se le otorgue. ¿Es así? 


SEÑORA TEJERA.- Sí. 


SEÑORA OTEGUI.- Es decir que en este caso son realmente adscriptos y, en el otro caso, son pases en 
comisión. ¿Ese es el concepto? 


SEÑORA TEJERA.- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 60 del Mensaje del Poder Ejecutivo y 66 de la 
propuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA LEMES.- Mediante esta disposición se deroga el artículo 441 de la Ley N” 15.809, que indica 
que los profesionales del escalafón AaA -que actualmente corresponde al escalafón A- que no presten 
funciones en hospitales y similares, deberán cumplir una jornada laboral de cuatro horas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 62 del Mensaje del Poder Ejecutivo y 67 de la 
propuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA TEJERA.- En este artículo se modifica la redacción del artículo 313 de la Ley N* 16.736, que 
establecía que la designación de los cargos Director Nacional de Hidrografía, Director Nacional de 
Transporte y Director General de Transporte por Carretera debería recaer en profesionales. 
Cambiamos "profesionales" por "personas de notoria solvencia y conocimiento en la materia, lo que se 
expresará en la resolución correspondiente". Es decir que se elimina el requisito de ser profesional. 


SEÑOR POSADA.- Dejo constancia de que, claramente, hay un desmerecimiento del cargo. 


SEÑOR GANDINI.- Me parece que pasó algo con el artículo 61 del Mensaje del Poder Ejecutivo, por 
el que se sustituye el artículo 13 de la Ley N” 16.104. 


SEÑORA HENDLER.- El artículo 13 era el que disponía o preveía que si del procedimiento tal cual 
estaba el artículo 12, que es el que regula las inasistencias actualmente en la Ley _N” 16.104, surgía la 
omisión del funcionario -es decir, no que hubiera faltado por enfermedad, sino que hubiera incurrido 
en omisión-, se dispusiera el correspondiente sumario administrativo. Como ahora este artículo 12 se 
cambia y ya no contempla la hipótesis de inasistencia en forma genérica, sino que apunta solo y 
estrictamente a la configuración de licencias por enfermedad, de este procedimiento nunca va a poder 
resultar la hipótesis de omisión. Entonces, entendimos que la existencia del artículo 13 no tenía sentido 
y, por lo tanto, retiramos el artículo 61 del proyecto, que lo modificaba, ya que cambiaba la referencia 
a "sumario administrativo" por "procedimiento", e incluimos la derogación de ese artículo 13 al final 
del que regula la licencia por enfermedad en el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 63 del Mensaje del Poder Ejecutivo y 68 de la 
propuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA DÍAZ.- Lo que se está intentando establecer como regla general es que toda compensación 
que haya sido clasificada como compensación personal -esto surgió a través de la simplificación de 
objetos del gasto que se dio en el Período anterior- sea absorbida en ascensos o regularizaciones de su 
titular, posteriores a su otorgamiento, salvo disposición expresa en contrario. 


Con esto se procura paliar la situación de que esas compensaciones personales acompañen a la persona y se 
sigan manteniendo las inequidades que implican que personas que ocupan el mismo cargo y cumplen la 
misma función tengan distinta retribución por provenir de distintos lugares. Entonces, se trata de ir 
absorbiendo las futuras modificaciones para la persona que recibe estas compensaciones personales, a efectos 
de minimizar las diferencias entre quienes cumplen la misma función y tienen el mismo grado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 64 del Mensaje del Poder Ejecutivo y 69 de la 
de la propuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA TEJERA.- Este artículo establece: "Autorízase al Poder Ejecutivo para que, a instancias de 
los organismos comprendidos en los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, utilice los créditos de 
cargos vacantes a los efectos de la creación y/o transformación de los que se consideren necesarios para 
su funcionamiento, hasta tanto se apruebe la reestructura organizativa de puestos de trabajo del 
Inciso correspondiente, de conformidad con lo que dispone el Art. 6 de la presente Ley.- A los efectos de 
la potestad conferida en este artículo, se requerirá informe previo y favorable de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil y de la Contaduría General de la Nación. De lo actuado, se dará cuenta a la Asamblea 
General". 


Lo que estamos procurando a través de esta norma es que para aquellas vacantes que los Incisos no proveen 
porque entienden que el escalafón, el grado o la serie que tienen actualmente no es lo que ellos necesitan, 
sino que requieren otros perfiles, se permita transformar o crear cargos antes de la reestructura. 


SEÑOR GANDINI.- Este artículo también me llama mucho la atención. Primero, establece creaciones 
de cargos, cosa que no se puede hacer por vía administrativa. Las creaciones son por ley. Así lo 
establece la Constitución de la República. Esta es otra delegación inconstitucional. Segundo, no 
entiendo, porque estamos esperando la reestructura para saber qué cargos creamos, pero mientras 
tanto permitimos crearlos, y una vez que se crearon, se llenan, y cuando se llenaron, alguien adquirió 
derechos. La reestructura toma una foto y la va a reformar. Si vamos cambiando la foto mientras la 
reestructura se va a haciendo, no sé cuándo llegamos a la reestructura. Además, le estamos dando una 
partida a los organismos para que, mientras no tenemos la reestructura, puedan hacer contratos 
laborales pero, al mismo tiempo, les permitimos transformar las vacantes y crear cargos. 


La verdad es que no entiendo cuál es la política de la Administración en este sentido, pero no parece ser 
consistente con todo lo que ha venido diciendo la Oficina Nacional del Servicio Civil. Las reestructuras van 


lentas. Para las reestructuras hay que hacer algunas otras cosas que estamos esperando. Lo vimos en los 
primeros artículos. Mientras no se hacen las reestructuras les permitimos crear contratos temporales y les 
damos partidas para eso pero, de paso, mientras no los llenan, les permitimos tomar los cargos vacantes que 
tienen y sus créditos y crear cargos sin que los habilite una ley o se transformen. 


Alguien ocupa esos cargos y generan un ascenso, por lo menos, salvo que los ocupen nuevos funcionarios 
por la vía del ingreso. Y después, sobre esa foto que cambió, hacemos una reestructura. Creo que esto es de 
no terminar, y no es de buena salud administrativa. Bastante se hace con lo de los contratos temporales, que 
permiten tener un colchón de cargos y de tiempo hasta la reestructura. Pero no es bueno crear cargos a mitad 
o al final del camino, porque no se dice hasta cuándo puede hacerse; pueden crearse estos cargos un mes 
antes de que se apruebe la reestructura. Entonces, la reestructura viene al Parlamento, y la creación, no. La 
verdad, no lo entiendo muy bien. 


SEÑORA TEJERA.- Entonces, se podría modificar el artículo y solo establecer la transformación. Se 
elimina la creación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 65 del proyecto del Poder Ejecutivo y 70 de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA TEJERA.- En este caso, si hay voluntarios en algún Inciso, deben registrarse en la Oficina. 
Digo esto porque en un principio se estableció que el registro debía llevarlo el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Nosotros no tenemos en cuenta esta modalidad porque en la Oficina no hay ningún 
registro. Planteamos sustituir el Ministerio por la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 66 del proyecto del Poder Ejecutivo y 71 de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA HENDLER.- Esta norma pretende desenganchar el monto del subsidio de los cargos de 
particular confianza, de la modificación que se introduce unos artículos más adelante para 
determinados cargos a partir de la vigencia de la ley. 


SEÑOR ASTI.- Entiendo la intención de desengancharlo de la equiparación que se hace con el sueldo 
de los Ministros y de los señores Senadores. Pero cuando se hace referencia al subsidio, se habla del 
85% del cargo en ejercicio, y acá se refiere al monto de los cargos correspondientes a valores al 31 de 
diciembre de 2010. Supongo que quiere decir al 85% de la retribución de los cargos correspondientes 
al 31 de diciembre de 2010. 


SEÑOR BERNINI.- Yo tengo al 1” de enero de 2010. 


SEÑOR ASTLI.- Entonces, hay dos problemas: la fecha y aclarar si se refiere al 85% de la retribución 
del cargo correspondiente a valores de la fecha que se determine. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Suponemos que la fecha es 31 de diciembre de 2010. 
SEÑOR POSADA.- En primer lugar, no tenemos la referida del artículo 1? de la Ley N* 16.125. 


En segundo término, cualquier referencia al Acto Institucional N* 9, debe decir "al llamado Acto Institucional 
N? 9", entre otras cosas, porque ese Acto fue dictado en un gobierno dictatorial y, por lo tanto, no debemos 
reconocerlo como tal. Es un Acto ilegítimo. 


De todos modos, dentro de las normas referidas, la mención al literal C) del artículo 35 de ese llamado Acto 
Institucional N* 9 hace referencia a la jubilación anticipada. Se entiende perfectamente cuál era el objetivo de 
la Oficina para desenganchar el aumento que se plantea para los Ministros con el tema del subsidio. En todo 
caso, acá hay un tema que no ha sido correctamente referido en las normas. 


SEÑORA HENDLER.- En cuanto a la redacción, vale aclarar que la Oficina no redactó este artículo. 
Apareció en el sistema informático en la Sección II, "Funcionarios", pero no somos los autores de esta 
norma. De todos modos, apunta al monto de los subsidios de los cargos de particular confianza, y 
habrá que revisar la concordancia entre ese literal C) y la Ley _N” 16.195, porque no es la Ley 
N? 16.125. 


En definitiva, el objeto de la norma es desengancharlo del aumento que van a tener a partir del 1* de enero de 
2011 las retribuciones de los cargos incluidos en el artículo que modifica las retribuciones de los P) y Q). 


El sentido de la norma es claro, porque la referida hace mención a los cargos en actividad. Por lo tanto, si no 
se establece este desenganche, significaría un arrastre. 


SEÑOR ASTLI.- Creo que todos coincidimos con la intención de desengancharlo. De todas maneras, el 
texto nuevo debería decir que refiere al 85% de la retribución de los cargos a que corresponde. De lo 
contrario, quedaría la duda de si el 85% cayó conjuntamente con esta norma, y quedaría el 100%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que sobre este artículo va a haber un ajuste de redacción. 
SEÑORA TEJERA.- Así es. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el artículo 70 del proyecto del Poder Ejecutivo, 72 de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA DÍAZ.- Antes que nada, quiero decir que este artículo fue redactado por el Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


Ya que no soy abogada de profesión, quería precisar que según la asesoría jurídica del Ministerio y de la 
Contaduría General de la Nación, cuando se hace referencia a la llamada Ley Especial, es a la N* 7; con 
respecto a los actos institucionales, no me piden que le ponga "llamado" ni nada por el estilo. La diferencia 
está en el nombre; la otra se llama Ley Especial, y para diferenciarla, se dice "la llamada Ley Especial". 


Lo que se trató de solucionar en este caso es un tema operativo bastante importante que tiene el Ministerio de 
Economía y Finanzas en cuanto a la interpretación del famoso artículo 35 y del artículo 5% de la Ley 

N* 15.900. La declaración de incompatibilidad para la percepción de haberes de los subsidios de cargos de 
confianza se mantiene con respecto al ejercicio de todas las actividades que no sean docentes y de enseñanza 
pública, que era lo que se decía en la norma general 


No obstante, se interpreta -como sucedió en otra oportunidad para la suplencia de legisladores y otras 
situaciones- que aquellos funcionarios que se retiran del cargo de confianza y tienen una tarea o una 
jubilación docente, pueden acumularla, dado que en la actividad también se permite esa acumulación. 
Entonces, de pronto, por dos horas docentes en la Facultad de Ingeniería, se puede perder un año de subsidio. 
Esas situaciones han sido muy complejas de resolver en los organismos técnicos, por lo que se nos pidió la 
incorporación de esta interpretación lo antes posible. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GANDINI.- No logré entender esto de que se refiere exclusivamente a los docentes, por la 
redacción final que dice: "[...] no impide el acceso al subsidio por cese en cargos políticos y de 
particular confianza, declarándose compatible la percepción del subsidio por haberes de jubilación, 
pensión o retiro, provenientes de cualquier afiliación sea pública o privada". ¿O sea que es compatible, 
por ejemplo, el subsidio de un cargo político con un retiro militar o policial? Según lo que dice, es así; 
no está restringido a lo docente, y por eso no entendí lo que se explicaba recién. 


(Diálogos) 


Para sintetizar: ¿la intención es que el subsidio político sea compatible con cualquier jubilación o retiro? 
O sea que, si por ejemplo un legislador es jubilado bancario y deja la banca, va a poder cobrar el subsidio y la 


jubilación bancaria. ¿Esto es lo que quiere decir? 


SEÑORA DÍAZ..- Efectivamente, dice eso, porque, lamentablemente, es lo que nos está sucediendo. En 
especial, los retirados policiales han acudido a la justicia a efectos de recurrir la aplicación de la 
norma, y hemos tenido que pagar igual, con la diferencia de que quienes no recurrieron, no cobran. 


Entonces, dado que la interpretación del Poder Judicial es esta, fue la que recogimos en la norma. La 
situación excede lo que fue originalmente el espíritu de la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el artículo 68 del proyecto del Poder Ejecutivo y 73 de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA TEJERA.- Este artículo modifica el sistema de ingreso a la Administración pública que era 
con lo que denominábamos contrato de función pública. 


En este artículo se establece: "[...] La designación del personal presupuestado del Poder Ejecutivo en los 
Escalafones del servicio civil, deberá realizarse cualquiera sea el origen de los fondos empleados para ello, 
previo pronunciamiento favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil.- El organismo solicitante 
comunicará previamente a la Oficina Nacional del Servicio Civil las necesidades de personal que motivan la 
solicitud, así como la descripción y requisitos del cargo a ser provisto". En el proyecto original establecíamos 
"cargo o función"; ahora es "cargo a ser provisto". 


Luego, continúa: "Dentro de los diez días hábiles de recibida la solicitud, la Oficina Nacional del Servicio 
Civil informará si en el registro de personal a redistribuir existen funcionarios que reúnan los requisitos 
solicitados. En caso afirmativo, propondrá la redistribución de ese personal, la que se realizará de 
conformidad con las normas vigentes.- De no existir en el registro de personal a redistribuir personas que 
cumplan con el perfil requerido, el organismo solicitante podrá proceder a la provisión de la totalidad de las 
vacantes, convocando a interesados mediante el procedimiento del Sistema de Reclutamiento y Selección de 
los recursos humanos de la Oficina Nacional del Servicio Civil.- Se entiende por vacantes de ingreso las que 
se encuentren en el último nivel del escalafón correspondiente, o aquellas que habiéndose procedido por el 
régimen del ascenso no se hubieran podido proveer.- Los ingresos se verificarán en el escalafón que 
corresponda en la respectiva Unidad Ejecutora, en forma provisoria por dieciocho meses, utilizando como 
máximo los créditos habilitados para las vacantes correspondientes, pudiendo ser separados en cualquier 
momento por resolución fundada por la autoridad que los designó.- Transcurrido el plazo del inciso anterior y 
previa evaluación, el funcionario será incorporado en el cargo presupuestado. La no aprobación de la 
evaluación, determinará la rescisión automática del provisoriato. La Oficina Nacional del Servicio Civil 
reglamentará el sistema de evaluación.- En ningún caso la presupuestación prevista en el presente artículo 
podrá significar lesión de derechos funcionales ni costo presupuestal [...]". 


Este artículo modifica el régimen de contrato de función pública. Antes era por un año, e inmediatamente 
después de la evaluación del jerarca, se presupuestaba. Acá se plantea un plazo de dieciocho meses y luego 
una evaluación. La no aprobación de esa evaluación implica que no sea presupuestado en forma directa, 
como sucede ahora. 


SEÑOR ABDALA.- Aunque la señora Directora no lo dijo -supongo que está implícito en su 
exposición-, interpreto que esto se vincula con el mecanismo de la ventanilla única. Por lo pronto, 
aparece reflejado de manera cabal, sin perjuicio de las referencias que aparecen en las disposiciones 
anteriores. 


No vamos a tachar este artículo de inconveniente, negativo o inútil -después veremos cuál es nuestra actitud 
política final con relación a él-, pero sí quiero, por el momento, catalogarlo de insuficiente. 


La referencia del Gobierno a "ventanilla única", fue hecha por el Presidente de la República, o el Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social, interpretándolo, el 2 de marzo, después de que aquel hiciera una serie de 
manifestaciones muy críticas de los concursos, diciendo que, muchas veces, los funcionarios entran por la 
ventana. Al otro día el Ministro habló de "ventanilla" y no de "ventana", y desde allí se desencadenó todo un 
proceso de análisis y debate con relación a la alternativa de establecer un sistema unívoco que racionalizara y 


definiera un solo mecanismo de ingreso a la Administración pública o a la Administración Central, en este 
caso. 


Nosotros trabajamos en una propuesta que el Partido Nacional ha definido, que va a impulsar en esta 
discusión presupuestal, y que nos parece un poco más audaz o, por lo menos, obviamente, nos gusta bastante 
más, porque termina de erradicar lo que a nuestro juicio debe erradicarse, que es la infinidad, multiplicidad y 
pluralidad de procedimientos, mecanismos, criterios, normas, usos y costumbres a la hora de definir los 
mecanismos de ingreso de funcionarios a la Administración. Creo que hay un criterio y una cultura -podría 
decirse, capaz que con cierta exageración, pero muy gráficamente- en cada Inciso y en cada Unidad Ejecutora 
a la hora de definir las bases y los mecanismos, aun en el marco de los concursos para proceder a estos 
ingresos. 


Nosotros entendimos -así lo interpretamos en su momento a partir de las expresiones del Poder Ejecutivo, del 
Presidente de la República y el Ministro respectivo- que íbamos hacia definir un solo ámbito de competencia, 
un solo órgano -alguno de los que ya existe o uno nuevo que fuera a crearse- que concentrara la competencia 
exclusiva en todo lo que atañe a los ingresos a la Administración Central. Me parece que esa sí sería la 
manera de definir claramente o de introducir elementos de racionalidad en esto, y de la mayor transparencia. 


Esto no pretende -repito- adjetivar o calificar negativamente la propuesta que viene. En todo caso, la 
calificamos de insuficiente, porque nos parece que nos perdemos una buena oportunidad en ese sentido. 


El Partido Nacional presentó un proyecto de ley, que vamos a reiterar en la instancia presupuestal, que apunta 
a crear un órgano específico -desconcentrado del Poder Ejecutivo y, naturalmente, con independencia 
técnica-, cuyos integrantes sean designados por decisión del Poder Ejecutivo, con venia del Senado aprobada 
por los dos tercios de los votos, lo cual da la garantía de la coparticipación de todo el sistema político en esa 
definición. 


Allí se establecerá la competencia de los ingresos y nombramientos de funcionarios públicos de toda la 
Administración Central, con una serie de procedimientos y mecanismos, entre los que se establece el 
asesoramiento de la Oficina Nacional del Servicio Civil, a los efectos de avanzar en el camino más correcto. 


Yo creo que esto es más de lo mismo, o, en algún sentido, vestir lo que ya tenemos a partir de una serie de 
procedimientos, que pueden ser compartibles pero que terminan en lo que a mi juicio es la raíz del problema 
o el aspecto central de lo que estamos discutiendo. El artículo termina diciendo que el organismo solicitante, 
después de haber pedido información al Servicio Civil y haberle hecho llegar su necesidad de personal, podrá 
proceder a la provisión de las vacantes correspondientes. 


Creo que hubiera sido bueno un mecanismo en que el organismo solicitante planteara su necesidad de 
personal, pero no terminara por resolverlas, sino que, en todo caso, las terminara por resolver un organismo 
ajeno, que a todos nos diera las garantías, empezando por la propia Administración, de la transparencia y de 
la mejor decisión a la hora de los ingresos de los funcionarios. Este es el comentario que nos merece el 
artículo. 


Queremos dejar planteada una sola pregunta sobre la referencia que se hace a lo que se llama el 
"provisoriato" en cuanto al ingreso de los funcionarios. Ese aspecto nos deja enormes dudas desde el punto 
de vista de la constitucionalidad, porque estamos hablando de funcionarios presupuestados. Yo creo que la 
Constitución es muy clara en los artículos 60 y 61 cuando establece la inamovilidad de los funcionarios 
presupuestados y que la destitución de los funcionarios solo puede hacerse de acuerdo con las reglas 
establecidas en la Carta. 


Lo planteo como una duda razonable y muy poderosa en el sentido de que se plantean estos mecanismos que 
establecen ingresos provisorios, que a los dieciocho meses eventualmente pueden confirmarse o no. Además, 
como dice el inciso subsiguiente, en el curso de esos dieciocho meses, la Administración, después de haber 
celebrado un concurso y designado provisoriamente al funcionario, discrecionalmente, sin expresión de causa 
y por una resolución no necesariamente fundada, puede cesar esa relación de trabajo y, en algún sentido, 
cesar al funcionario inicialmente presupuestado. No sabría bien como llamarlo porque esto es bastante 
novedoso. Este aspecto es Y francamente lo digo% de dudosa constitucionalidad. 


Por lo tanto, el artículo no nos gusta, en parte, porque tiene sabor a poco, y en parte, porque nos ofrece dudas 
desde el punto de vista de su legalidad o constitucionalidad. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Les he preguntado a algunos señores Diputados más veteranos en esta 
Comisión si tienen conocimiento exacto de dónde está regulado el sistema de reclutamiento y selección. 
Es más: como no sabemos dónde está, y entendemos que no está, debería estar acá, en el Presupuesto. 
Este artículo establece el régimen de ingreso, lo abrevia y toma el atajo de la referencia al sistema de 
reclutamiento y selección de los recursos humanos de la Oficina Nacional de Servicio Civil. Insisto: me 
parece que debería estar expresamente detallado en el Presupuesto, inclusive, aprovechando la 
oportunidad que han tenido de incorporarlo en esta norma. De lo contrario, en tanto no encontramos 
dónde está regulado dicho procedimiento, podemos entender que el sistema de ingreso al Estado 
pudiera terminar siendo establecido a través de un decreto. 


SEÑOR BERNINL- No voy a realizar preguntas. Simplemente, como se han hecho evaluaciones 
políticas, también las voy a hacer. 


Creo que con este Presupuesto estamos poniendo las bases Y desde mi punto de vista, sólidas para una 
reforma del Estado. Un Estado que ha sido vilipendiado durante mucho tiempo y al que se apostó a debilitar, 
porque había una concepción prevaleciente en la década de los noventa según la cual éste, prácticamente no 
tenía que aparecer en ningún lado, porque el mercado lo iba a resolver todo. Hoy estamos pagando el precio 
de ese ataque que se le hizo al Estado durante tanto tiempo, a tal punto que estamos viendo -aún con 
imperfecciones y correcciones que le vamos a tener que hacer- que habrá que buscar un marco adecuado para 
hacer de un Estado debilitado -yo diría, monstruoso, producto de lo castigado que fue durante tanto tiempo- 
un modelo de cristalinidad y de democracia en cuanto al ingreso de funcionarios y a la igualdad de 
oportunidades, fundamentalmente, tratando de fortalecerlo y hacerlo eficiente, porque creemos en él. 


A partir de esa concepción, yo enmarco este artículo, fundamentalmente, porque de lo que se trata es de 
buscar mecanismos para que al Estado ingresen los mejores trabajadores. Yo considero que para ser eficiente 
el Estado tiene que buscar permanentemente a aquellos trabajadores que den con el perfil adecuado para 
poderlo sostener y ponerse al servicio de la gente. Ese es el concepto que hay detrás de este planteo. 


De hecho, una forma de ingreso al Estado está vinculada con el tema de los excedentarios, con la búsqueda 
de perfiles dentro de los otros Incisos que pueden tener excedentarios, para que puedan ingresar 
directamente. Si no los hubiera, a partir de las definiciones del perfil, una forma de ingreso sería el concurso; 
el hecho sería no asumir que una vez que se traspasa la línea del Estado, estoy salvado y no pasa nada. 


En cualquier actividad laboral en el mundo hay períodos de prueba. ¿Por qué no los podemos tener en el 
Estado? ¿El hecho de salvar un concurso significa que tenemos el cielo ganado y vamos a ser funcionarios 
públicos para toda la vida? Acá se trata de corregir un vicio que ha contenido el malentendido de la 
estabilidad laboral a nivel del Estado. Cuando uno salva un concurso y entra a cualquier empresa privada o es 
designado por la empresa privada, tiene un período de prueba. Yo lo tuve cuando ingresé a mi trabajo y 
seguramente los que trabajaron en la actividad privada lo habrán tenido. Es el derecho del empresario. Es él 
quien considera, en determinado momento, con reglas preestablecidas y sin sorpresas, y a partir de una 
evaluación -acá habla de evaluación-, si definitivamente la persona accede a ese cargo o no. 


Yo no creo que esto signifique que desde el primer día se está presupuestado y que es absolutamente 
inconstitucional que deje de tener ese vínculo laboral, cuando la propia ley establece que es un período de 
prueba, y como tal, las reglas de juego están marcadas. Será presupuestado dieciocho meses y un día después 
de ser confirmado en su cargo, como pasa en cualquier actividad. Es así. Por eso defiendo este mecanismo 
que apunta a fortalecer el estado con los mejores trabajadores, que sean eficientes, para que cumplan el rol 
que deben cumplir. Entonces, ¿lo que no nos sorprende para la actividad privada sí nos sorprende para la del 
Estado? ¡No! Yo quiero un nuevo Estado y considero que las reglas de juego para el ingreso, el período de 
prueba y la evaluación constituyen el mecanismo más adecuado en la concepción de lo que debe ser el Estado 
al servicio de la ciudadanía. 


SEÑOR ABDALA.- Por supuesto que no es la oportunidad de abrir el debate. No es esa mi intención y 
supongo que tampoco habrá sido la del legislador preopinante. 


No creo que el tema esté centrado en quién quiere debilitar o quién quiere fortalecer al Estado. Supongo que 
todos queremos fortalecerlo siempre, más allá de las distintas concepciones filosóficas. En este caso, lo que 
he objetado es la forma de resolver finalmente quién toma la decisión y en qué oportunidad del ingreso de los 
funcionarios. Y he postulado, a los efectos de fortalecer al Estado, que mucho mejor que seguir admitiendo - 
como, por lo visto, estaremos condenados a seguir haciendo; aunque esto no empezó con la anterior 
Administración sino que viene de antes- que cada unidad ejecutora, que cada Inciso y que cada repartición 
del Estado tenga este funcionamiento compartimentado con una cultura en cada lugar -en función de la cual 
se definen los perfiles y los mecanismos para llamar a concurso y designar funcionarios-, se puede plantear la 
oportunidad -simplemente, lo estoy postulando; se puede compartir o no- de definir un solo mecanismo, un 
solo instrumento y un solo ámbito y una sola competencia para introducir lo que todos queremos: 
racionalidad y transparencia. Y estas no hay que entenderlas en términos de que antes existían y ahora no o 
viceversa. Me parece que es un objetivo que tendremos que perseguir siempre. Es una tarea que nunca está 
concluida, que está más allá de cualquier valoración política 


No estoy haciendo valoraciones políticas, estoy haciendo un análisis objetivo. 


Tal vez el tema del provisoriato sea una excelente solución, pero debe cumplir con la Constitución y en eso 
podemos tener opiniones diferentes. Lo que se ha planteado es una duda razonable en cuanto a la 
constitucionalidad de la solución. El fin no justifica los medios y, nos guste o no -y esto reedita la discusión 
que tuvimos con relación a los contratos laborales-, podrá ser una magnífica solución la del contrato laboral, 
pero si jurídicamente es inviable -por lo que se decía más temprano y aquí rige el principio de especialidad- 
no la podemos poner en práctica. En todo caso, reformemos la Constitución. 


Me parece que los artículos 60 y 61 son absolutamente elocuentes y me reafirmo en la duda que he 
manifestado. Estamos en una innovación por la vía de la ley -lo planteo en términos de duda; me parece un 
debate interesantísimo- que puede ir bastante más allá de los límites que la Constitución establece. 


SEÑOR ASTI.- Como otras veces en que tocamos estos temas, se ha hecho referencia a la 
constitucionalidad y, en particular, al artículo 60 de la Constitución. 


El segundo inciso del artículo 60 de la Constitución dice: "Establécese la carrera administrativa para los 
funcionarios presupuestados de la Administración Central, que se declaran inamovibles, sin perjuicio de lo 
que sobre el particular disponga la ley por mayoría absoluta de votos del total de componentes de cada 
Cámara". En primer lugar, estamos hablando de funcionarios presupuestados y, en el proyecto, claramente, 
estamos en un régimen previo a la presupuestación. Además, si hubiera alguna duda en ese tema, la segunda 
parte de este artículo establece que la ley por mayoría absoluta puede declarar que no están comprendidos en, 
determinadas condiciones, la inamovilidad que prevé para la generalidad de los funcionarios presupuestados. 


SEÑORA FERRARIS.- Quisiera responder una duda que planteaba el señor Diputado Gloodtdofsky 
en el sentido de la institucionalización de la mal llamada "ventanilla única", denominación que no me 
gusta y que se ha instalado en el imaginario colectivo. 


En el proyecto se incorpora a los cometidos de la Oficina Nacional del Servicio Civil instrumentar y 
administrar un sistema de reclutamiento y de selección de los recursos humanos en el ámbito de los 

Incisos 02 al 15 del Presupuesto, de aplicación gradual, lo que se reglamentaría en un plazo de ciento veinte 
días. Quiere decir que está previsto inicialmente como un cometido más de la Oficina. Creo que el doctor 
Ariel Sánchez, quien ha trabajado fuertemente en este tema, podría arrojar luz sobre el asunto. 


SEÑOR SÁNCHEZ (don Ariel).- Siguiendo el análisis que se venía haciendo, creo que la lógica de la 
fundamentación de las competencias que se atribuyen o se proyectan en la Ley de Presupuesto está 
dada porque el artículo 60 expresa que la ley establecerá el Servicio Civil y sus competencias. En la ley 
de creación del Servicio Civil, la Ley_N” 15.757, hay una serie de literales y por el artículo 131 del 
proyecto del Poder Ejecutivo estaríamos incorporando un literal O) que establece instrumentar y 
administrar un sistema de reclutamiento y selección de los recursos humanos de los Incisos 02 al 15. De 
esta forma, se estaría atribuyendo una nueva competencia al Servicio Civil en el sentido de administrar 
el sistema de reclutamiento y selección. Este artículo pudo haber estado entre los primeros, pero está 


aquí porque es parte de los cometidos que se atribuyen al Inciso 02, concretamente, al Servicio Civil. 
Por eso está en un capítulo posterior de la ley 


A su vez, cuando se proyectan los artículos sobre los contratos de función pública o las nuevas modalidades 
contractuales, también se remite a este sistema de reclutamiento y selección. 


El Servicio Civil hizo un llamado a licitación pública a los efectos de contratar un sistema informático que le 
permita unificar y clarificar todos los procesos, basado en la posibilidad de que cada Inciso proyecte las 
necesidades de personal; el Servicio Civil analizaría y complementaría lo que se solicita y, posteriormente, 
participaría en los tribunales de selección. Esa es la forma en que podría funcionar el sistema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguimos con la consideración del artículo 69 del proyecto del Poder 
Ejecutivo y artículo 74 de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA TEJERA.- El artículo 74 también es un desenganche del artículo siguiente y establece: 
"Interprétase, con carácter general, que en todos los casos en que se dispongan retribuciones cuyo 
monto deba determinarse en función de otras, por aplicación de porcentajes o de cualquier otro 
parámetro de valoración, la base de cálculo quedará establecida por las que se incluyan 
específicamente por la ley que las crea o modifica, o en su defecto, por las que se encuentren vigentes a 
la fecha de promulgación de la norma". 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- La verdad es que nos gustaría que se precisara el alcance de este 
artículo, en el que en particular aparece el tema de los salarios de los Jueces y Fiscales. Los primeros 
están vinculados al sueldo de Ministro, y en el proyecto se pretende introducir un aumento. Los 
segundos están equiparados a los primeros. Como pregunta ante esta reflexión: ¿este artículo afecta la 
equiparación del Ministro de la Suprema Corte de Justicia con la retribución de los Ministros de 
Estado? Y consecuentemente, de los salarios de los Jueces y la equiparación de los Fiscales con ellos, 
¿tendrán Jueces y Fiscales el aumento derivado del aumento del sueldo de Ministro? ¿Se previeron las 
partidas presupuestales para ello? Este es un tema que nos parece álgido y fundamental para la 
relación que vamos a tener con funcionarios de la jerarquía y de la importancia de la que nos estamos 
refiriendo. Reiteramos: ¿este artículo afecta la equiparación de los sueldos de los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia con la retribución de los Ministros de Estado, y consecuentemente, los 
salarios que van a tener entonces los Jueces y Fiscales? ¿La equiparación de los Fiscales se admite? 


SEÑOR ASTI.- De aprobarse este artículo presentado por la Oficina Nacional del Servicio Civil -esto 
tendremos que reiterarlo en el momento del tratamiento en Cámara- va a quedar clara la voluntad del 
legislador de desenganchar con carácter general retribuciones cuyo monto se determine en función de 
estas que vamos a ver a continuación, en tanto no estén directamente expresadas por una ley o se 
encuentren vigentes a esa fecha. Por lo tanto, hay un desenganche de lo que sean las referencias de 
otras leyes a los sueldos de los Ministros y por lo tanto a toda la escala jerárquica descendente que 
tenga la misma. Esa es mi interpretación de esta norma y seguramente tendremos que ratificarla o 
rectificarla, de acuerdo con la votación que tengamos en ese sentido en Sala, para que quede 
claramente expresada la voluntad del legislador con respecto a este desenganche. 


SEÑOR GANDINI.- Estaba muy distraído o se confirma que el Diputado Gloodtdofsky es un 
adelantado, porque estábamos en el artículo 74. Pero si quieren seguimos con el 75. 


Lo que necesito es una explicación clara de parte de la Oficina Nacional del Servicio Civil de lo que se quiso 
decir. No sé si dice eso, si hay una explicación única. La verdad es que he consultado este artículo con 
algunos asesores y a todos les surge la misma duda de cuál es la interpretación que se quiere establecer. 


Pero volvamos al artículo 74 con una pregunta que quiere hacer el Diputado Berois y después escuchamos la 
explicación de la Oficina Nacional del Servicio Civil acerca del artículo 75. 


SEÑOR BEROIS.- Simplemente quiero saber cómo funciona el régimen del artículo 74. 


SEÑORA TEJERA.- Lo que se establece en definitiva es que en todos los casos en que el monto de esas 
retribuciones deba determinarse en función de otras retribuciones, ya sea por aplicación de 
porcentajes o por cualquier otro parámetro de valoración, la base de cálculo quedará establecida por 
las que se incluyan específicamente en la ley que las crea o modifica, o en su defecto, si no estaba 
establecido en la ley que las creó, por las que se encuentren vigentes a la fecha de promulgación de la 
norma. Lo que se está pretendiendo es que continúen con la base de cálculo que se estableció al 
momento de crearlas y no en función del artículo siguiente. De todos modos, nosotros tenemos un 
aditivo, un inciso, para agregar al artículo 75, que clarifica más la situación en los casos de los Fiscales 
que planteaba el Diputado. 


En este artículo 75 se establece que se excluyan del artículo 9 de la Ley N* 15.809 determinados cargos cuyas 
retribuciones se van a determinar, a partir de este momento, aplicando los porcentajes que se establecen y la 
retribución por todo concepto va a ser la del sueldo nominal del Senador de la República. Luego se establece 
quiénes percibirán el 100% de lo que percibe el Senador de la República y después los porcentajes en función 
de los otros cargos. 


Lo que se estableció en este artículo es -por eso el desenganche- llevar al 100% del sueldo de Senador a los 
Ministros, al Director de la OPP y al Secretario de Presidencia. El Subsecretario de Estado, al Subdirector de 
la OPP y al Director de la ONSC, al 85%, al Director General de Secretaría, al Director General de Secretaría 
de apoyo a la Presidencia -es un Director pero tiene otra denominación-, al Subdirector de la Oficina 
Nacional de Servicio Civil y a todos los Directores de unidades ejecutoras de los Incisos, al 70%; al Director 
de Policía Nacional al 60%, porque también es el Director de una Unidad Ejecutora. Se establece que se 
puede adicionar a estos porcentajes los beneficios sociales, no rigiendo para estos casos lo dispuesto por los 
artículos 16 y 17 de la Ley N* 16.170. Luego se establece que aquellas retribuciones que estén ligadas a la del 
Subsecretario de Estado van a tomarse en cuenta como valor al 1” de enero de 2010. Es decir, para todos 
aquellos cargos que estén ligados al salario del Subsecretario, se va a tomar en cuenta el valor a enero de 
2010, y se actualizarán en la oportunidad y con los mismos porcentajes en que se actualicen los de la 
Administración Central. Lo que nosotros planteábamos era agregar otro inciso que estableciera que todo otro 
mecanismo de cálculo retributivo que refiriera a los sueldos nominales de los cargos mencionados en el 
inciso primero del presente artículo se realizara sobre el valor de aquel al 1” de enero de 2010 actualizado en 
la oportunidad y sobre los mismos porcentajes en que se actualicen los sueldos de la Administración Central, 
como forma de clarificar el artículo 74, que establece que no es de aplicación para los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia y desde este nivel hacia abajo. 


SEÑOR GANDINI.- Debo entender que los titulares de los cargos que se mencionan ajustan con los 
porcentajes que aquí se indican tomando como referencia el salario del Senador, y todos los que aquí 
no se dicen, pero figuran en la Ley N” 15.809, mantienen la actual retribución. Si se congelara la actual 
retribución, ajustarán de acuerdo con los ajustes públicos. 


Si en el día de mañana los Senadores se aumentan el sueldo, los Ministros también tendrán aumentos en sus 
sueldos y los demás quedarán congelados donde estaban. Es decir, pasan a ajustarse por dos mecanismos 
diferentes. 


El salario de todos los otros cargos políticos y de particular confianza queda fijado por el actual régimen y se 
irá ajustando de acuerdo con lo que establece el artículo 4” de este proyecto de ley de presupuesto -por los 
ajustes públicos, etcétera-, mientras que estos se ajustan en relación al salario del Ministro. 


Se desenganchan esos y otros. ¿Cómo están fijados los salarios en los Entes Autónomos? ¿Se modifican? 
¿Están enganchados de alguna manera o quedan como están? 


¿Todos los Directores de Unidad Ejecutora son cargos políticos y de particular confianza? Debo entender que 
hay Directores de unidad ejecutora que no son cargos políticos y de particular confianza. Si esto fuera así, la 
referencia a Directores de unidad ejecutora sería pura y exclusivamente para los cargos políticos y de 
particular confianza. Entonces, podría haber unidades ejecutoras con Directores que percibirían el 60% del 
salario de un Ministro y otros que tendrían la retribución que tienen hoy. Puede haber dos salarios, porque 
esta norma refiere a la ley madre, la Ley N* 15.809, que dice que las retribuciones de los cargos políticos y de 
particular confianza se determinará como allí se indica, y acá la disposición comienza diciendo que se 
excluye de la nómina del artículo 9” de la Ley N* 15.809 a estos. O sea que cuando dice "Director de unidad 


ejecutora" interpreto que dice Director de unidad ejecutora que tiene la calidad de cargo político de particular 
confianza. 


Entonces, debemos asumir que hay dos salarios de Director de unidad ejecutora: la del cargo político de 
particular confianza y la de quien no lo es, si es que hay Directores que no son de particular confianza. Y a 
este respecto creo que los hay. 


A su vez, si partimos de la base de que el Consejo de Ministros -tema discutido respecto a quién lo integra; 
acá define el Consejo de Ministros, pero no así la ley original, que refiere cargo por cargo- quiere decir 
Ministros y aquellos cargos que tienen rango ministerial, es decir, Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y Secretario de la Presidencia de la República, me surge una inconsistencia respecto a por qué se 
menciona al Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que no integra dicho Consejo al igual 
que los Subsecretarios. Tampoco aparece el Prosecretario de la Presidencia. 


Debo suponer que es así porque, de lo contrario, se estaría ajustando el sueldo a los Ministros y se 
desengancharía al Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que terminaría ganando menos que 
el Director de la unidad ejecutora. Supongo que está adentro pero, reitero, es un debate respecto a quién 
integra el Consejo de Ministros. 


¿Dónde figura el Prosecretario de la Presidencia? Acá no está y no integra el Consejo de Ministros, ni 
siquiera en la interpretación amplia. 


Además, desenganchar unos de otros establece una distancia considerable a nivel salarial con respecto a 
algunos cargos que hasta ahora se suponían bastante similares. Esto rompe una tradición importante y separa 
algunos cargos que estaban en un mismo literal; el grueso de los cargos importantes de la Administración 
estaba en el literal C) con pequeñas exclusiones, pero ahora separa parte de esos cargos y no sé si eso es tan 
bueno. 


Por ejemplo, la remuneración de la Directora de la Contaduría General de la Nación queda lejos de la del 
Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil, y son cargos que no digo que sean iguales, pero son 
ambos sí de gran trascendencia. Marco estas preocupaciones. 


No recuerdo el artículo -creo que es el artículo 17 del proyecto del Poder Ejecutivo, que aún no analizamos- 
que engancha al subjerarca con el jerarca, engancha al Subdirector con el Director de la unidad ejecutora. Si 
esto fuera correcto, ¿se trataría de todos los subjerarcas o de aquellos de las unidades ejecutoras que son 
cargos políticos y de particular confianza? 


Reitero que para mí no hay ninguna duda. Así como está formulado, el 60% lo ganará el Director de la 
unidad ejecutora cuya cargo es de particular confianza. Por lo tanto, quien quedará atado es el Subdirector de 
la unidad ejecutora con esa calidad, y quien no lo tenga, estará enganchado a lo que queda vigente del 
artículo 9” de la Ley N* 15.809. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer algunas precisiones. 


El señor Diputado Gandini se refirió a los aumentos de los sueldos de los Senadores, aunque también se 
podría decir rebajas. 


Los artículos 16 y 17 de la Ley N* 16.170 fijan el 45% de retribución complementaria por dedicación 
permanente y 25% para los gastos de representación. En este caso, ambas retribuciones no se aplican a 
quienes tengan este enganche con el sueldo del Senador. 


SEÑOR ABDALA.- ¿De cuántos Directores de unidad ejecutora estamos hablando? En el 
desdoblamiento entre Directores de confianza política y de carrera, hay que ser muy cuidadoso porque 
el artículo no hace la distinción. Desde el punto de vista de la interpretación jurídica, parecería estar 
referido a todo aquel que ocupe un cargo de Director de unidad ejecutora. 


Por lo tanto, me parece interesante saber de qué cantidad estamos hablando y, en tal caso, que se tenga en 
cuenta la cautela a la hora de la redacción. 


SEÑORA TEJERA.- Con respecto a integrantes del Consejo de Ministros, deberíamos establecer por 
separado al Director de la OPP, al Secretario de la Presidencia y al Prosecretario de la Presidencia, porque no 
lo habíamos estipulado a texto expreso en el artículo. 


En cuanto al alcance de ese artículo es: Ministros, Subsecretarios, Directores Generales y Directores 
Nacionales de unidades ejecutoras. Los únicos Directores de unidades ejecutoras que no tenían cargos de 
particular confianza son esos del artículo 7* de la Ley N* 16.320 que, por un artículo, los traspasábamos a 
cargos Q), entre los que se encontraban el Inspector General de Trabajo, el Director Técnico de Estadística y 
Censos, etcétera. En principio, no quedaría nadie que no estuviera en el escalafón de particular confianza. 


Inclusive, estamos estableciendo que excluimos de la nómina el artículo 9%, y ahí está establecido cuáles son 
los cargos de particular confianza. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Hay una idea de cuántos son? 
SEÑORA TEJERA.- En total son 109 cargos. 


SEÑOR ASTI.- En esta última explicación la doctora Tejera aclaraba "Director Nacional de Unidad 
Ejecutora", pero en el artículo no está especificado. 


SEÑORA TEJERA.- Ya me di cuenta; lo voy a modificar. 


SEÑOR GANDINL.- Yo había preguntado qué pasaba con los Entes Autónomos, a qué quedan 
enganchados sus Directores y demás. Del mismo modo, ¿qué pasa con el Tribunal de Cuentas, la Corte 
Electoral, la Suprema Corte de Justicia? Es decir, ¿quedan enganchados de alguna manera o se 
quedan con los salarios del 1” de enero de 2010? 


SEÑORA TEJERA.- Con respecto a la Corte Electoral y al Tribunal de Cuentas, tenemos el artículo 77 
que hace referencia a que será la remuneración correspondiente a valores del 31 de diciembre de 2010. 


Los adscriptos de la Dirección General tienen relación con el artículo anterior que dice que a los efectos del 
cálculo de las retribuciones de los cargos incluidos en los artículos 9 de la Ley N* 15.809 y 8? y 9 de la Ley 
N* 16.320 también serán con valores correspondientes al 1” de enero de 2010. 


El artículo 76 desengancha aquellas remuneraciones que tenían como tope el 90% de la retribución del 
Director General. Ese 90% también va a quedar establecido en valores del año 2010. 


En principio, están todos los desenganches de porcentajes que establecía el artículo 9% o alguna otra norma 
para que solo abarcara a estos cargos que estamos mencionando. De todos modos reitero que nos gustaría 
agregar al artículo 75: "todo otro mecanismo de cálculo retributivo" -que fue lo que leí hoy-, porque nos 
parece que este aditivo va a permitir tener más claridad con respecto al desenganche. 


SEÑOR GANDINI.- Por la hora me cuesta entender. Sigo sin entender qué pasa con los Directores de 
Entes Autónomos. 


SEÑORA TEJERA.- Están totalmente desenganchados. 
SEÑOR GANDINI.- Solamente hay una referencia. 


¿Por qué siempre se hace referencia a valores de 1* de enero de 2010 y en el caso del artículo 77, tal cual 
viene ahora, se habla del 31 de diciembre de 2010? 


SEÑORA TEJERA.- Es el mismo valor. En realidad, no sé por qué lo cambiamos. 


SEÑOR GANDINI.- Es el mismo valor porque es antes de que comience a regir la Ley de Presupuestos. 


SEÑORA TEJERA.- De todos modos, por coherencia, todos deberían tener la misma fecha. 


SEÑOR GANDINI.- Según el cálculo que hace la Oficina, el artículo 75 alcanza a 109 cargos que 
ajustarían de acuerdo con el salario de Ministro pero, según la aclaración que hacía el señor Diputado 
Asti, está referida a la retribución estrictamente por salario y no por gastos de representación. O sea, 
de la retribución que recibe el Senador, el componente es exclusivamente sueldo y excluye otros 
ingresos como el de gastos de representación. 


SEÑORA TEJERA.- La norma dice: "[...] no rigiendo para estos casos lo dispuesto por los artículos 16 
y_17 de la Ley N” 16.170 [...]". 


SEÑOR ABDALA.- ¿Qué pasa con el Poder Judicial, con los Ministros de la Corte, del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo y, por añadidura, con los demás Magistrados? 


SEÑORA TEJERA.- Reitero que el penúltimo inciso del artículo debería quedar redactado de la 
siguiente manera: "Todo otro mecanismo de cálculo retributivo que refiere a los sueldos nominales de 
los cargos enunciados en el inciso primero del presente artículo se realizará sobre el valor de aquellos 
al 1” de enero de 2010 actualizados en la oportunidad y sobre los mismos porcentajes en que se 
actualicen los sueldos de la Administración Central". 


SEÑOR ASTTI.- En mi intervención anterior me referí expresamente a los artículos 16 y 17 de la Ley 
N* 16.170 respecto de las retribuciones de los cargos que estamos hablando. Digo esto porque el señor 
Diputado Gandini hizo una referencia distinta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a considerar el artículo 74 del proyecto enviado por el Poder 
Ejecutivo, que sería artículo 78 del articulado ordenado. 


SEÑORA FERRARIS.- Este artículo crea la Red Uruguaya de Capacitación y Formación de 
Funcionarios del Estado. 


Esta es una novedad. Con este artículo se apunta a la creación de un ámbito de articulación y promoción en 
materia de formación y capacitación de los funcionarios públicos -como bien lo expresa la norma-, con el 
propósito de aportar al fortalecimiento institucional del Estado, mejorando su eficiencia por medio de la 
capacitación y el desarrollo personal de los funcionarios. 


SEÑOR BEROJIS.- ¿Esta disposición también contempla los Gobiernos Departamentales, Servicios 
Descentralizados y Entes Autónomos? 


SEÑORA FERRARIS.- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 79 de la propuesta de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, que es nuevo. 


SEÑORA HENDLER.- A través de esta disposición se deroga el artículo 12 de la Ley N* 18.362, que 
había permitido la incorporación de los contratados a término en contratos de función pública. Esa 
norma, en realidad, preveía la incorporación de las personas que estuvieran en ese momento 
contratadas bajo ese régimen y, por lo tanto, se entiende que con la propuesta de simplificación de los 
vínculos que trae la derogación de este régimen no amerita la vigencia de esta disposición. Es así que se 
establece su derogación a texto expreso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitamos a los invitados que cuando terminen con el trabajo de los 
artículos que nos presentaron o tengan algunos nuevos, nos hagan llegar la información lo más 
rápidamente posible para que los señores legisladores la manejen. 


SEÑOR POSADA.- Sin perjuicio de lo que está planteando el señor Presidente, sería oportuno que 
cuando ingresáramos en el análisis de estos temas, estuvieran presentes representantes de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil porque, notoriamente, esto dará lugar a dudas. Hay demasiados cambios y, 
en consecuencia, demasiados ajustes que sería bueno estar consultando en forma permanente cuando 
analicemos todas estas normas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es costumbre de esta Comisión que estén presentes representantes del 
Ministerio de Economía y Finanzas, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, sobre todo cuando entramos a la votación de los artículos, a fin de solicitar 
aclaraciones. No obstante, vamos a seguir en contacto con ustedes para que nos aclaren cualquier duda 
que podamos tener. 


Muchas gracias por haber concurrido. Fueron nueve horas y media de trabajo, pero resultaron muy 
fructíferas. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 11 y 29) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


